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			EL ARTE DE LA CONVERSACIÓN 


			

			 



			Existe una idea relativamente extendida según la cual España sufre de sobrediagnosis. Sin embargo, si no se va a la raíz de los problemas, a un enfoque radical, fallará no solo el diagnóstico, sino, lo que es peor, las terapias. En un tema tan complejo como el de la recomposición, la reconfiguración, de nuestra democracia —entendida en un sentido amplio—, hay que hacer participar al conjunto de la ciudadanía, además de a los especialistas. Un reto así no se puede agotar en un libro. 


			Las siguientes páginas son el resultado de una serie de reflexiones propias, y otras superpuestas, a partir de conversaciones que fueron contrastadas con análisis, ideas y datos. Para empezar, participaron en ellas su autor y Argelia Queralt Jiménez, Juan Rodríguez Teruel, Edgar Rovira Sebastià y Marc López Plana, promotores de Agenda Pública. Esta última es mucho más que un blog; supone un medio de análisis y reflexión política, un espacio de argumentación para un debate público con contexto, rigor, sentido y valoración crítica, tanto en castellano como en inglés, pues este debate no puede reducirse al limitado marco español. Sin tener en cuenta nuestras circunstancias europea y global nuestros problemas no se entenderán ni se resolverán. Debemos explicar además nuestro quehacer como país, fuera de nuestras fronteras, a aquellos que influyen en lo que pasa dentro de ellas.  


			Este trabajo también ha sido fruto del diálogo entre tres generaciones: la de la Transición de 1975, el año de la muerte de Franco; la de la postransición, que podemos ubicar en el año 1989, y que ha venido marcada por el fin de la Guerra Fría y por la globalización; y la posterior, de 2004, que eclosionó en primer lugar con los atentados del 11-S de 2001, en Nueva York y Washington, y los del 11-M de 2004 en Madrid, así como con la crisis que comenzó en 2007-2008. Evidentemente, las sensibilidades son diferentes, como lo es la altura de los tiempos desde la que se mira la España de hoy, de ayer y de mañana.  


			Asimismo, es fruto de una conversación entre Madrid y Barcelona, un diálogo que extenderemos a lo largo y ancho de una España que ha cambiado profundamente, y que ha de pensarse en red, y no ya de forma radial o desde la contraposición entre centro y periferia.  


			Es también una conversación sobre política y sobre políticas, desde el centro izquierda hasta el centro derecha, en una España necesitada de proyecto de país, de pactos y de una liberación de energía para lograrlo. La política de la destrucción del otro practicada por los dos principales partidos y a la que han contribuido en exceso los medios de comunicación no ha generado una cultura de la conversación entre aquellos que piensan de modos diferentes pero que han de llegar, más que a consensos —término en exceso manido—, a compromisos en las formas de organizarnos política y socialmente para sacar este país adelante. Ante un incremento de la fragmentación política, en un futuro no lejano, surge una necesidad aún más perentoria de diálogo entre el centro derecha y el centro izquierda, un diálogo al que sin duda contribuirá Agenda Pública. De hecho, puede que haya posibilidades de acuerdo sobre una agenda de regeneración democrática en la que está trabajando el gobierno —que implicará cambios en una quincena de leyes—, buscando un acuerdo sobre ella con PSOE, CiU, PNV y otros partidos. Al menos la idea de que es necesaria tal regeneración está penetrando, aunque las medidas al respecto sean insuficientes. Y no cabe descartar la perspectiva de un gobierno de coalición PP-PSOE, o de integración nacional con otros partidos, tras las próximas elecciones generales, lo que debería afilar las mentes y las disposiciones a este respecto. 


			No se trata en estas páginas de alcanzar un programa o un listado de cosas pendientes, sino de enriquecer el análisis y los argumentos. En este sentido, estamos agradecidos a todos los que han hecho valiosas aportaciones en diversas partes y fases de este libro, con sus conocimientos, experiencias y valoraciones: Carlos Alonso Zaldívar (ingeniero y diplomático), Jordi Domènech (economista), José Antonio Gómez Yáñez (sociólogo), Francisco Longo (especialista en gestión pública), Ferran Martínez i Coma (politólogo), José Saturnino Martínez (sociólogo), Ignacio Molina (politólogo), Ángel Pascual-Ramsay (economista), Joan Queralt (jurista), Marta Romero (socióloga), Fernando Vallespín (politólogo), José Miguel Vidal (jurista) y José Antonio Zapatero (inspector de trabajo), además de otros que, por ser funcionarios en activo, han preferido guardar el anonimato. A todos ellos les debemos mucho, aunque del resultado final de este libro y de los análisis y opiniones que en él se expresan somos los únicos responsables. Estamos también agradecidos a Jaume Collboni, que apoyó este proyecto desde un principio, así como a RBA, y en particular a Ricardo Rodrigo y Joaquim Palau, quienes lo acogieron con entusiasmo, y a Anna Gónzalez y el equipo de realización editorial, que tanto han ayudado en la edición del texto.  


			Queremos que este sea un libro que genere un debate en vivo, en Internet y otros foros, a fin de tender puentes. La conversación se ampliará. La mantendremos abierta.  
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			LA URGENCIA DE UNA NUEVA POLÍTICA 


			

			 



			«En épocas críticas puede una generación condenarse a histórica esterilidad —reflexionaba José Ortega y Gasset en el año 1914—, por no haber tenido el valor de licenciar las palabras recibidas, los credos agónicos, y hacer en su lugar la enérgica afirmación de sus propios, nuevos sentimientos. Como cada individuo, cada generación, si quiere ser útil a la humanidad, ha de comenzar por ser fiel a sí misma».  


			Mucho se invoca a Ortega y Gasset en estos días. No solo porque el filósofo fuera a la raíz de las cosas, sino porque estamos ante un nuevo cambio de época. Y porque están reapareciendo algunos de los sempiternos problemas de España que ya creíamos superados, aquellos que la Transición no logró resolver y se han reproducido. Sin embargo, que debamos releer ese y otros textos instructivos de su época, en España y en toda Europa, no significa que hayamos vuelto a 1914 y al distanciamiento entre una España «oficial» y otra «vital». La actual España, esta Europa y el mundo de hoy son muy diferentes. No obstante, se vuelve a plantear la necesidad de una transformación del sistema político, de una nueva política, casi cabría decir que de un cambio de régimen si este término no tuviera las connotaciones sombrías del franquismo. Si de algo ha de servir la advertencia de 1914 —ante una restauración canovista que no supo renovarse—, es para acelerar el cambio, y no tener que esperar otra larga agonía de lustros o décadas para resolver situaciones.  


			No estamos en 1914, y renovar la democracia no es lo mismo que reformar el sistema de la Restauración, y lo que vino después, incluida una guerra civil, el franquismo y sus secuelas, agravantes de algunos de los anteriores males de España. El desarrollo de la democracia ha sido un éxito, pero hay que constatar, con pesadumbre, como decía Ortega y Gasset, entonces a sus 31 años de edad, que «las nuevas generaciones advierten que son extrañas totalmente a los principios, a los usos, a las ideas y hasta al vocabulario de los que hoy rigen los organismos oficiales de la vida española. ¿Con qué derecho se va a pedir que lleven, que traspasen su energía, mucha o poca, a esos odres tan caducos, si es imposible toda comunidad de transmisión, si es imposible toda inteligencia?». Concluía así: «La nueva política tiene que ser toda una actitud histórica». Y de eso se trata, de adoptar una actitud histórica. 


			Existen varias razones de peso para acelerar la transformación de la política en España. La primera es que el actual sistema político no hizo sonar las alarmas cuando tenía que haberlo hecho. Hubo fallos multiinstitucionales, multiorgánicos, un fallo de país ante la crisis que nos ha desolado desde 2008. Y cuando llegó el desastre económico, el sistema fue incapaz de responder con la suficiente rapidez y efectividad al reto, antes de que la situación se abismara en el grado de profundidad alcanzado. El sistema no ha podido generar ni el nuevo proyecto de país que hubiera sido preciso, ya hace cinco años, ni los acuerdos políticos y sociales necesarios para llevarlo a cabo cuando la situación comenzó a torcerse, o incluso antes. Ahora, pese a los atisbos según los cuales hemos tocado suelo y empezamos a crecer —¿hasta dónde?—, es incluso inexcusable, para recuperar el futuro y la capacidad de gestionar una nueva modernización y para recuperar la confianza de los ciudadanos en la política.  


			A quienes defienden que se debe resolver la economía antes que la política debemos decirles que justo hoy es la política la que realmente impide resolver bien, con profundidad, la economía, al dificultar esos acuerdos y reformas que podrían liberar las energías creativas existentes en este país como nunca antes. Ha habido reformas en la anterior legislatura, y aún más en esta: la del sistema financiero (que sigue incompleta), la del mercado laboral (que se ha tenido que rectificar y que, antes de servir para la recuperación, ha provocado una enorme bolsa de desempleo), la del control del gasto, impuesta por Europa, entre las principales; y otras. No son suficientes ni han repartido los esfuerzos de una forma socialmente equitativa. Pero este mismo sistema político, aun sin haber evolucionado tanto, permitió grandes y dolorosas reformas en la década de 1980, incluida una gran reconversión industrial. España necesita hoy llegar mucho más lejos para superar la crisis y situarse ante los nuevos horizontes. 


			Un foro como el Cercle d’Economia de Barcelona ha señalado en una declaración radical de recomendable lectura que estamos ante un fin de ciclo, y que «la crisis deja al descubierto una realidad que se venía incubando desde hace años: el agotamiento político e institucional de la ya larga etapa que iniciamos a mediados de la década de 1970». Aunque utilicemos repetidamente el término «crisis», estamos ante los efectos de un gran cambio en varios órdenes. No hay vuelta al sistema anterior, sino que más bien se está dibujando una nueva normalidad muy diferente a la anterior, una perspectiva que plantea retos de enorme envergadura a este país que ha cambiado, del mismo modo que lo ha hecho y sigue haciéndolo nuestro entorno global, con nuevos desafíos que requieren respuestas desde la política. 


			La crisis económica ha generado una crisis del sistema político, y debemos resolver esta para poder, de verdad, resolver aquella. Una recuperación económica no va a resolver la crisis de la política. Hay que renovar un sistema caduco en el que las fuerzas políticas y los interlocutores sociales se han apolillado. Para lograr esas reformas es necesario romper unos intereses creados contra los que chocan un gobierno tras otro. 


			En parte debido a su propia inflexibilidad y en parte a su propio éxito, el sistema político democrático alcanzado en la Transición y desarrollado más tarde ha generado disfunciones. Su correcto diseño llevaba en sí las semillas que llevarían a su bloqueo. Es el caso, por ejemplo, de unos partidos políticos con excesivo poder en su cúpula, por la necesidad de protegerlos cuando aún no se habían consolidado. O el de una Corona hiperprotegida. Sin embargo, es así como funciona la dialéctica histórica, que requiere siempre nuevas superaciones. La política de la Transición se ha quedado en buena medida anticuada, y debe dar paso a una nueva política.  


			Sin duda hemos vivido, y seguimos viviendo, el periodo democrático más profundo y largo de la historia de España. Un régimen de libertades, de crecimiento de un Estado del bienestar indisolublemente ligado a nuestro desarrollo democrático, en el que la cuestión militar ha dejado de ser un problema nacional para convertirse en un instrumento internacional; de alternancia en el poder como resultado de elecciones libres; de desarrollo económico; de vuelta a Europa y al mundo, y, al menos de momento, de falta de populismos. Incluso España ha podido acabar con la lacra del terrorismo de ETA, lo que ha abierto una nueva etapa en la consolidación democrática, pues esta democracia española nunca había vivido libre del terrorismo etarra. Y aunque la cuestión territorial sigue ahí, con disfunciones identitarias y prácticas, España se ha convertido en un país de los más descentralizados de Europa. En buena medida, el sueño de España se ha cumplido. No obstante, hoy el sistema se ha gripado. Y hay que generar un nuevo sueño, pues lo peor es condenar un país a no soñar, a no soñarse. 


			El sistema ha producido excesos en despilfarro de gasto público y corrupción, y ha impedido que saltaran las alarmas cuando debieron hacerlo. La crisis terminó de alejar a los ciudadanos de una clase política cuya calidad se había deteriorado y cuya actitud no facilitaba la búsqueda de un proyecto y un pacto de país para hacer frente a la situación económica. El sistema tampoco parece estar adaptado a una nueva realidad europea que está vaciando en parte la democracia nacional sin reemplazarla aún por otra a escala de la Unión Europea. 


			Durante demasiado tiempo los dos grandes partidos, cuando cada uno alcanzaba el poder, incitaban al otro a radicalizarse y disfrutaban al conseguirlo y ocupar el centro; todo ello en vez de propugnar una cooperación que la sociedad y el momento reclamaban y todavía reclaman abiertamente. En la actualidad, el sistema político de la democracia española no funciona a la hora de responder a los retos del país, no articula los cambios experimentados por una sociedad que, a menudo, parece ir por delante de la política, ni actualiza su circunstancia europea, occidental y global.  


			Una nueva política no implica solo una reforma constitucional o nuevas leyes —todas ellas necesarias—, sino, sobre todo, lo que Ortega y Gasset llamaba «usos nuevos» que dejen atrás viejos «abusos» y eviten que, como Alien, vuelvan a surgir, al estilo de lo ocurrido en el actual sistema, con el caciquismo, esa forma extrema de clientelismo, y otros malos modos, como la corrupción, que ingenuamente creímos desterrados de la vida política española. Al fin y al cabo, la acción política debe aspirar a cambiar los usos. 


			España no es un caso aislado. Vivimos una crisis de la política al menos en Europa, y esta se arrastra desde hace bastantes años. La desconfianza en los políticos y la desafección de la política ha crecido en muchas sociedades del viejo continente. Sin embargo, no tiene la misma dimensión en el norte que en el sur, como ponen de manifiesto algunos datos sobre la fractura democrática en Europa, elaborados por Sonia Alonso. Existen otros diferenciales de divergencia además del de la prima de riesgo de la deuda: en cuanto a los niveles de desconfianza política, la diferencia entre el sur y el norte de la UE ha crecido entre 2002 y 2012 desde el 9% hasta el 32%, en el caso de los gobiernos, y desde el 6% hasta el 25%,  en relación con los partidos políticos. La diferencia en la insatisfacción con la democracia ha pasado del 21%  al  46%.  La desconfianza democrática está más acentuada en el sur. 


			En nuestro entorno, algunos países importantes, como Francia o Italia, también tienen dificultades, incluso más, para llevar a cabo las necesarias reformas políticas, económicas y sociales. Sin embargo, mal de muchos no es consuelo. Y si para España las soluciones tienen que ser en parte europeas, también requieren en mayor medida ser españolas. España es el problema —aunque no el mismo de 1910—, y Europa sigue siendo la solución. Pero solo en parte. Lo nuevo, como alerta Carlos Alonso Zaldívar, es que Europa puede convertirse en un problema. Tenemos que sacar nuestras castañas del fuego ante una ayuda europea que será mucho más limitada que en el pasado, aunque la pertenencia a Europa siga siendo el mayor acicate para las reformas en España. Europa es, en una reformulación de la tesis orteguiana, nuestro «reformador externo», como lo llama Ángel Pascual-Ramsay, una reminiscencia del «federador externo», concepto al que se refería De Gaulle al hablar de la presión de Estados Unidos para la integración europea. Hay que insistir, sin embargo, en que conviene tener cuidado de no vaciar, en el camino, la democracia nacional sin reemplazarla por otra europea. 


			Es necesario también recuperar ese sentido de la política en democracia que se caracteriza por el control de los ciudadanos sobre el Estado y las élites elegidas para que les gobiernen, sobre todo pensando en una sociedad ahora conectada y con una mayor capacidad de participación. La función central de la política en democracia es reconciliar economía y sociedad, frente al divorcio acrecentado entre ambas durante estos ya largos años de crisis. Un sistema político democrático tiene que ser capaz de mejorar el bienestar de sus ciudadanos, dentro de un sistema de libertades, y, naturalmente, estar dotado de libres elecciones capaces de poner y quitar mayorías y gobiernos.  


			En nuestro país, sin embargo, se da un preocupante desentendimiento de las élites frente a la suerte de los ciudadanos, mayor que en otras sociedades de nuestro entorno. Una parte de la ciudadanía siente que en esta crisis sus élites la han abandonado. Así, incluso en plena crisis, un país europeo democrático con una renta per cápita de 23.000 euros (30.000 dólares) no debería tolerar tener graves problemas de pobreza y de desnutrición infantil. 


			Esto es algo que ven algunos observadores extranjeros. Incluso una dirigente tan poco radical como Angela Merkel consideraba recientemente «muy lamentable que parte de las élites económicas [en los países más afectados por la crisis] asuman tan poca responsabilidad por la deplorable situación actual». 


			En España parece haber, o seguir habiendo, una clase dominante antes que una clase dirigente. Estas pueden estar integradas por los mismos actores, pero no consisten en lo mismo. De hecho, las características de una clase y otra son muy diferentes. Cambiar esa coyuntura que la Transición dejó pendiente es una innegable tarea de estos tiempos, una labor en la que deben entrar las nuevas generaciones. Y en efecto, una vez más en la historia de España, para el cambio de la política probablemente será necesario un revelo de la generación en el poder. 


			

			 



			EL PELIGRO DE LA POSDEMOCRACIA 


			

			 



			La democracia en España no solo ha dejado de avanzar, sino que ha iniciado un deterioro que es preciso detener y rectificar. El peligro no reside en caer en una dictadura —aunque nada está excluido—, sino en avanzar hacia una no-democracia, o en el mejor de los casos, hacia una democracia de baja calidad institucional en medio de la indiferencia ciudadana, hacia una posdemocracia, por utilizar el término que ya acuñó Colin Crouch en 2005, antes de la crisis. El citado autor entiende por «posdemocracia» «situaciones en las que el aburrimiento, la frustración y la desilusión han calado tras un momento democrático; cuando poderosos intereses de minorías se han vuelto mucho más activos que la masa de gente común a la hora de lograr que el sistema político trabaje para ellos; cuando las élites políticas han aprendido a gestionar y a manipular las demandas populares; cuando a través de campañas de arriba abajo hay que convencer a la gente de votar». Los componentes formales de la democracia sobreviven en la posdemocracia, pero, aunque no sea antidemocracia, el contenido es muy diferente.  


			En España, el peligro consiste en que la democracia española degenere en un simulacro, protagonizado por actores atrincherados en el sistema institucional, y que este impida el paso de fuerzas renovadas y renovadoras. ¿Cómo se organizarán esas últimas? Podrían canalizarse por los partidos existentes —y algunos nuevos—, pero sus estructuras lo impiden. De hecho, estos partidos tienen que cambiar, o los ciudadanos, si despiertan del sopor posdemocrático, los cambiarán. 


			Este deterioro de la democracia en España no surge de una apreciación subjetiva. El Informe sobre la Democracia  en España 2013, de la Fundación Alternativas, lleva por subtítulo «Un gran salto hacia atrás». Diversos baremos objetivos ya lo venían apuntando, y no solo señalaban a España, pues tras unos años de eclosión, la democracia sufre un deterioro general en todo el mundo, percepción que se ha acentuado con la crisis económica. Un informe como el del think  tank británico Demos asegura que «la democracia en Europa ya no se puede dar por sentada», y no deja en buen lugar a España. 


			Los índices de Freedom House y de The Economist Intelligence Unit apuntan en esta misma dirección. En 2011, señala este último, tras unos años de estagnación entre 2006 y 2008, se registró un deterioro democrático en siete países europeos, entre ellos España, y ninguna mejora en los restantes de la UE (aunque todo es relativo, pues de los diez países que encabezan el ranking de países más democráticos, ocho son europeos). Y en 2012, se registró un estancamiento. La razón principal de este deterioro, según ese análisis, hay que buscarla en la erosión de la soberanía y de la rendición democrática de cuentas derivada de «los efectos y respuestas a la crisis de la eurozona», pues la política económica en muchos de estos países ha dejado de marcarse desde los parlamentos nacionales y los políticos elegidos, para pasar a manos de los acreedores, la Comisión Europea, el BCE y el FMI.  


			Cinco de los siete países (Grecia, Italia, Portugal, Irlanda y España) pertenecen al euro, y los dos primeros tuvieron en 2011 gobiernos tecnocráticos que fracasaron. Cuatro (Grecia, Italia, Francia y Portugal) salieron de la categoría de democracias plenas entre 2008 y 2011. La propia unidad de The Economist advertía entonces que la «dura austeridad, una nueva recesión (que se dio) en 2012, el elevado desempleo y la falta de señales de reactivación del crecimiento, pondrán a prueba la resiliencia de las instituciones políticas de Europa». Y así ha sido. En su última edición del índice, España está a la cola de las veinticinco democracias plenas. Francia, Italia y Grecia, peor aún, figuran entre las democracias «viciadas» (flawed).  


			En la propia Unión Europea hay otros casos de deterioro democrático, con tendencia incluso al autoritarismo, como en Hungría, Bulgaria o Rumanía, frente a los cuales la UE o no ha actuado con el debido celo o lo ha hecho con excesiva lentitud. Con gran demora, la Comisión Europea va a revisar las medidas contra los países que incumplen los niveles de democracia en la UE. También con la necesidad de buscar inversiones y financiación, los estándares democráticos de la UE y de sus Estados miembros se han deteriorado hacia fuera. Fruto de la necesidad, la UE, y España, han bajado la guardia frente a regímenes como Rusia, China o Qatar. 


			El deterioro de la democracia en el mundo viene ya desde hace tiempo y se ha agravado en estos penosos años para Europa. La relativa crisis de la democracia se enmarca en la globalización, en la revolución tecnológica, en la recesión y en una incompleta integración europea. Así como en las mayores dificultades para gobernar en democracia, pues gobernar es hoy más difícil, entre otras razones porque el entorno es mucho más complejo y, como han descrito bien Moisés Naím y otros, el poder se ha vuelto mucho más difuso. 


			España es una democracia. Pero una democracia de baja calidad. Desgraciadamente, ahí reside parte de nuestro europeísmo. Aunque este se ha quebrado con la desconfianza de un 75% de los ciudadanos españoles hacia la UE (según el Eurobarómetro de primavera de 2013), mucho peor y mayor es la quiebra de confianza en el propio gobierno (91%). A diferencia de los británicos o de los alemanes, no creemos en nuestras propias instituciones, como nunca nos fiamos de la peseta. De hecho, un estudio elaborado por Desmet y otros observatorios pone de manifiesto que en los países con mejor calidad institucional de su democracia, los ciudadanos son mucho más críticos con el rendimiento de las instituciones de la UE, mientras que allí donde se percibe una democracia nacional débil, la valoración de la UE es mucho mayor.  


			Como decimos, la crisis financiera ha llevado a una crisis económica y esta a una crisis política. Por consiguiente, no será posible salir de verdad de la crisis económica, y de la consiguiente crisis social, de un modo significativo —es decir, con un fuerte crecimiento generador de empleo de calidad— sin resolver la política. Es necesario que el sistema político funcione bien para llevar a cabo las reformas económicas que precisa este país, y para que el electorado las comprenda y las acepte. El distanciamiento entre la ciudadanía y la clase política lo dificulta. El sistema político se ha degradado y se ha convertido en una rémora para el buen funcionamiento político, económico y social de España. La crisis económica lo ha puesto de manifiesto. No obstante, el deterioro de la política en España venía de lejos y ya estaba larvado en la década de 1990, como entonces pusieron de manifiesto en sus análisis Javier Pradera o Gómez Yáñez, entre otros. La Gran Recesión lo ha acentuado, y la tímida recuperación económica no la mejorará. 


			

			 



			HACIA UN NUEVO CONTRATO SOCIAL  


			

			 



			La crisis, con la enorme subida del paro —aunque comparable a otras anteriores a finales de las décadas de 1970 y 1990— , así como la política de austeridad y recortes han provocado una ruptura del contrato social de la posguerra en el resto de Europa, y de la Transición, en España. Aquel contrato social y político se plasmó en España en la Constitución, en los Estatutos de Autonomía, en el desarrollo del Estado del bienestar y, en general, en el sistema político, económico y social. Al fin y al cabo, en 1978 y en los años posteriores, lo que funcionó, además de la Constitución, fue el pacto social y político que la acompañó, algo que durante los últimos años se está poniendo en cuestión. 


			La Constitución de 1978, fruto de su tiempo y de su posibilidad, fue votada y aprobada por una mayoría clara. Las generaciones posteriores no han tenido ocasión de expresarse al respecto, aunque sí de vivir en ella. Sin embargo, hoy la Constitución está necesitada de una amplia reforma, una reforma que impulse una renovación. Ahora bien, no bastará con una reforma constitucional, ni siquiera de algunas leyes, si no se da una transformación del sistema en su conjunto, de sus usos e incluso de sus ritos (en esta democracia sin ritos y sin símbolos, o con símbolos discutidos). La economía, la sociedad y nuestras circunstancias europea y global han cambiado de forma profunda y acelerada con la emergencia de la actual crisis económica, de amplias y hondas dimensiones; no obstante, el sistema político tampoco se ha adaptado lo suficiente a este cambio. Sin lugar a dudas, el sistema político también debe adaptarse ante la crisis, tanto como a una sociedad que se ha transformado con ella. 


			Esta recomposición o reconfiguración debe ser parte de un proyecto de país, pues España carece hoy de proyecto histórico. Lo tuvimos en la Transición, cuando queríamos construir una democracia y modernizarnos e integrarnos en Europa, que era a la vez objetivo e instrumento de esta modernización. El objetivo estaba claro: queríamos ser como los demás en Europa occidental e integrarnos en ella y con ellos. Hoy estamos algo perdidos, sin saber muy bien qué y cómo queremos ser, pues tampoco nos sirven los patrones de nuestro derredor. Estamos ante la necesidad, como país, de eso que ahora se suele llamar «reinventarnos». 


			Naturalmente, no hay ninguna solución mágica: el proyecto de país debe ser fruto de un esfuerzo colectivo y de una amplia coincidencia política y social, de eso que en otro momento se llamó «consenso», pero que ahora probablemente debe ser más bien diferente, a fin de lograr la recuperación del país y la mejora de la democracia en un nuevo contexto europeo y global. 


			Este es un reto lleno de dificultades, pues toda política tiene que enfrentarse en nuestros tiempos a las cuatro nuevas fuerzas a las que apunta Thierry Malleret: las de la interdependencia, la aceleración, la complejidad y la transparencia, en un momento de desequilibrio permanente. Aunque estas no centren el objeto de este libro, las reflexiones sobre España no pueden separarse de ese tipo de consideraciones sobre algo que ya constituye un cambio colosal de mundo. La demanda de transformación de España se enmarca en una mudanza geopolítica global de enorme magnitud, además de otras dimensiones tecnológicas, sociales y demográficas.  


			No se trata de preverlo todo. La dialéctica no puede ver el final porque no hay final, por mucho que les pese a los que proponen la tesis, tan dialéctica, del fin de la historia. Aquí se trata de algo mucho más modesto: de contribuir a la reflexión sobre cómo volver a poner a España en forma política, al menos durante treinta años más. 
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			OTRA SOCIEDAD, MÁS CIUDADANÍA 


			

			 



			La política tiene que estar adaptada a la sociedad. Y esta sociedad ha cambiado profundamente, y sigue haciéndolo a una velocidad acelerada; sin embargo, la política y las políticas no se han adaptado lo suficiente a la nueva realidad social. Hay que insistir en que demasiado a menudo van por detrás, cuando tendrían que ir por delante.  


			Esta es una sociedad tolerante. Es, junto a las nórdicas, una de las sociedades europeas más abierta en términos de nuevas formas de convivencia y prácticas sociales. Se ha convertido sin excesivos problemas en una sociedad de inmigración (que necesitará aún más de cara al futuro), aunque ahora, a causa de la falta de salidas profesionales, muchos jóvenes españoles, a menudo de entre los mejor formados, deciden irse fuera. En ella, la mujer se ha incorporado plena, aunque aún desigualmente, al mercado de trabajo, y la crisis le ha afectado tal vez en menor medida que a los varones. La desigualdad se había reducido, pero ha vuelto a aumentar. Han aparecido tendencias de desclasamiento social. Vivimos en una sociedad secularizada en la que, sin embargo, la Iglesia católica pesa, y en cuyo seno han aparecido otros credos a los que éramos ajenos, como el evangelismo y el islam. Es una sociedad más individualista, y con unidades de hogar más pequeñas, pues más de la mitad de los ciudadanos viven solos o con una sola persona. Y de la mano de la revolución tecnológica, es una sociedad conectada, una de las más conectadas del mundo, lo que tendrá incidencia en la forma de hacer política, en la participación política. 


			

			 



			MENOS JOVEN, MÁS DINÁMICA 


			

			 



			Cuando se aprobó la Constitución en 1978, la edad media de la población en España era de 33,5 años. En 2011, había subido a 41,2. La proporción de mayores de 64 años ha pasado en este periodo del 10,99% a un 17,33%, y, según las proyecciones del INE, representará el 21% de la población en 2022 —pasado mañana— y el 37%  en  2052. La esperanza de vida al nacer era de 74 años en 1978, de 77 años en 1991, y de 82 años en la actualidad. Y la esperanza de vida a los 65 años —edad en que se fijó la jubilación a principios del siglo XX— era ya de 17,6 años en 1991, y de 20,5 años en la actualidad.  


			Según Eurostat, en 2020 un 20 % de la población española habrá superado los 65 años, y en 2025 la media de edad será de 45 años (frente a los 39 en Estados Unidos y los 37 en los BRICS [Brasil, Rusia, India, China y Sudáfrica], a pesar de incluir una China y una Rusia envejecidas). Europa tiene un problema con el envejecimiento de su población. Y España, también, aunque ligeramente por detrás. La necesaria inmigración no puede ser sino una solución temporal, pues los inmigrantes, como todos, acabarán jubilándose. 


			Los jóvenes se casan menos y más mayores. Tienen hijos más tarde (la edad media a la que se tenía el primer hijo era, para las mujeres, de 28,5 años en 1975; ahora, de 31 años). Según un estudio del Instituto Max Planck de Investigación Demográfica, la fertilidad por mujer ha descendido más deprisa con la crisis en Europa allí donde el desempleo ha sido más alto. En España, la tasa de nacimientos estaba en 1,24 hijos por mujer a principios de 2000, aumentó con el crecimiento económico (y la inmigración) hasta 1,47 en 2008, y a partir de ahí volvió a caer hasta 1,36 en 2011. Mientras las alemanas aprovechaban la crisis para tener más hijos, en España pasaba lo contrario. 


			Los que heredan, como recuerda el filósofo francés Michel Serres, también lo hacen más tarde, pues sus padres se mueren más viejos. La familia ha cambiado. Los hijos de madres solteras han pasado del 2%  en  1975 al 26%  en  2005. Pero la familia, aunque ahora en mayor medida formada por hogares no convencionales, sigue siendo esencial para mantener el tejido social en tiempos de crisis, aunque según Caritas también se está desmoronando. Hoy un 40% de los jubilados ayudan a sus hijos y nietos. 


			La mujer ha protagonizado una revolución social en España, pese a que persistan muchas desigualdades en términos de salarios o participación en consejos de administración. Su tasa de actividad ha aumentado del 30 al 60% en dos décadas, en los años ochenta y noventa, y la tasa de empleo, del 35 al 55%. El paro se ha incrementado menos entre las mujeres, entre otras razones porque los hombres dominaban un sector como la construcción. En este sentido, la crisis está resultando igualadora.  


			Son muchos otros los factores que diferencian a nuestra sociedad actual de la de 1978. Entre otros, el nivel educativo, con el analfabetismo prácticamente desaparecido y, como se repite a menudo, con la juventud mejor formada de la historia; de ahí la frustración que provoca el paro juvenil (aunque la mayoría de los jóvenes de 16 a 24 años en paro no ha superado la ESO). Este es un buen ejemplo de cómo la circunstancia se mueve más rápido que el país, pues si hemos avanzado, otros lo han hecho aún más deprisa. Hoy nuestra juventud no compite solo con otros europeos, sino también con la china, la brasileña o la surcoreana, cuya formación ha progresado aún más, lo que ha de llevarnos a una reflexión no ideológica sobre nuestro sistema educativo, en especial el universitario y el de la formación profesional. A todo ello se suma el desfase de la población en general, como ha puesto de manifiesto el informe de la OCDE, según el cual en comprensión de lectura y matemáticas, los adultos españoles (de 16 a 65 años) están prácticamente a la cola de los veintitrés países estudiados, algo que tiene difícil solución. 


			El hecho de habernos convertido en los años de bonanza en un país de inmigración —a la que habría que otorgar más derechos políticos—, sin por ello haber provocado (salvo excepciones) una reacción política populista o social xenófoba, es positivo: llegamos a 5,7 millones de extranjeros en 2012, lo cual supone el 12,1% de la población, con unos 400.000 «nuevos españoles» nacidos en España. Pero con la crisis, por primera vez desde que hay registros, España (con 47 millones de habitantes) está perdiendo población (205.000 habitantes). En dos años, 216.000 ciudadanos extranjeros han desaparecido de los registros y se supone que han abandonado el país. Se calcula que casi un millón de inmigrantes regulares e irregulares han regresado a sus países, al tiempo que unos 100.000 españoles, muchos de ellos cualificados, han emigrado en estos años. Esta es una emigración de nuevo cuño, profesionalmente formada, de jóvenes que encuentran trabajo fuera, pero no en su país. Si Europa fuera un país, como Estados Unidos, no se viviría como una tragedia. Pero no lo es. Si fuera una emigración temporal de la que estos jóvenes regresaran con experiencia laboral avanzada, tampoco. Pero nada garantiza que así sea. 


			En comparación con algunos países de nuestro entorno, nosotros hemos llevado a cabo esta transformación de la sociedad en tres décadas o menos, cuando ellos han dispuesto de mucho más tiempo. Incluso así, en algunos aspectos, como el matrimonio homosexual, conseguimos, con Holanda, ponernos a la cabeza. En estas y otras dimensiones, por ejemplo frente a la muerte digna o el debate sobre la eutanasia, por no hablar del aborto, la sociedad avanza más deprisa que su clase política, influida en exceso por las resistencias de la Iglesia católica.  


			Una inmensa mayoría de la población española no ha vivido directamente ninguna guerra. Lo más grave fueron los atentados del 11 de marzo de 2004, que marcaron a toda una generación. La guerra civil, las guerras europeas, el franquismo y las posguerras son acontecimientos que quedan ya lejos, aunque llegan a través de las vivencias familiares y de una historia aún incompleta. Como apunta Serres de los de su país, los jóvenes —y muchos de los menos jóvenes— no sufren hoy menos que sus padres, pero sí que sus abuelos. Aunque ahora les ha encontrado la crisis, no han vivido esos grandes desastres nacionales o continentales. Y han pasado de una visión nacional, a una visión europea y ahora global.  


			

			 



			DESIGUALDAD Y ESTADO DEL BIENESTAR 


			

			 



			El contrato social de la posguerra en Europa occidental, que en España realmente se retrasó a la llegada de la democracia, se está resquebrajando con el embate de los recortes y de la competencia de otros modelos en la globalización. Si bien podemos pensar que el desarrollo económico lleva inexorablemente a nuestro modelo social europeo, eso no es cierto. No lo ha hecho en Estados Unidos, pese a los avances introducidos por Obama (y mucho antes por el New Deal de Roosevelt). Ni lo va a hacer en Asia, donde se están construyendo unos sistemas de bienestar más ligeros, baratos y sostenibles. Además, en toda Europa, el Estado del bienestar se está erosionando desde hace tiempo, desde la década de 1980. Aunque ahora no ha sido sino un gobierno de coalición de liberales y laboristas de uno de los países con mayor protección social, los Países Bajos, el que ha planteado en el debate público la necesidad de pasar del Estado del bienestar a una «sociedad participativa», en la que cada cual ha de proveer mucho más para su propia protección, paso que supone poner fin a derechos sociales. Sin embargo, el Estado del bienestar holandés está aún muy por encima del español. 


			La construcción del Estado del bienestar, al menos en sus tres universalizaciones —la sanidad, las pensiones y la educación básica públicas—, y mucho después el cuarto pilar —la ayuda a la dependencia, que no se ha desarrollado del todo—, ha ido a la par en España con la construcción de la democracia, en la estela de otros países europeos que lo hicieron mucho antes. España, en la Constitución de 1978, se «constituye como Estado social y democrático de Derecho». Aunque no se puede equiparar esta definición estrictamente con la del Estado del bienestar, sí hay una estrecha relación, sobre todo a partir de 1982. No solo creció la cobertura en estos ámbitos entre la población (no solo la ciudadanía), sino también los servicios y su calidad. 


			El Estado del bienestar se está recortando, de forma cuantitativa y cualitativa, lo que puede producir su mutación, sobre todo si las clases medias sienten que no se benefician de estas políticas. Esto puede provocar que lo público se quede para quienes tienen menos ingresos, con un menor presupuesto para atenderlos (incluida la justicia, si se elevan en exceso las tasas), lo que implicaría invertir el sentido democrático del Estado social para volver, en parte, a una idea de beneficencia o caridad, o a lo sumo de Estado asistencial.  


			Ahora, con la crisis y los recortes en gasto público que ha conllevado, junto a otros retos como el encarecimiento de algunos tratamientos médicos, el cambio tecnológico derivado de las ciencias biológicas, o de algunos tipos de enseñanza, el Estado del bienestar se pone en entredicho. Pero la inestabilidad del modelo viene de antes. La sociedad 4-2-1, en la que un hijo es responsable de mantener a dos padres y a cuatro abuelos, no es sostenible. Los jóvenes no podrán mantenerlos, ni querrán hacerlo. Incluso hoy, en plena crisis, ya hemos pasado a tener menos de dos ocupados por cada pensionista, una situación inaguantable. En Suecia, la edad de jubilación aumentará a los 75 años. Aquí también. 


			Los ciudadanos deben participar plenamente en esta revisión del Estado del bienestar, que ha de incluir un examen de los entitlements, de los derechos, tanto como de los medios para financiar el Estado del bienestar resultante, pues la ciudadanía en su conjunto debe hacerse también responsable. 


			Desde 1978 —y en algunos aspectos desde antes— los ciudadanos han vivido una acumulación constante de prestaciones sociales de todo tipo. Aunque existen precedentes en otras recesiones, fue en mayo de 2010, cuando el presidente Rodríguez Zapatero anunció los primeros recortes en esta crisis, la primera vez que los ciudadanos comenzaron a vivir realmente recortes en sus prestaciones. Se les comenzó a quitar, en vez de añadir. Como decía Thomas Friedman, hasta ahora la política en democracia, a todos los niveles (en nuestro caso, Europa, el Estado, las comunidades autónomas, los ayuntamientos y los entes locales), ofrecía cosas (servicios, beneficios sociales, infraestructuras...) a la gente, a los ciudadanos. Ahora se las quita. El clima económico, la revolución tecnológica y la globalización han forzado esta inversión. De nuevo, no es un fenómeno propiamente español, y en el resto de Europa occidental empezó en la década de 1980. En nuestro caso (y en el de los países intervenidos como Portugal o Grecia) parece como si la devaluación interna, tras un shock asimétrico en una unión monetaria, no obligara solo a una reducción de los salarios, sino también de los derechos y las prestaciones sociales.  


			Como señalamos, a diferencia de algunos países, esencialmente Alemania y Francia, con unos elevados niveles de educación pública, una parte importante de las clases medias en España ha optado por una educación de iniciativa privada, aunque la concertada sea en parte subvencionada (un 27 % en la concertada, y un 5 % en la privada). Y optan por una sanidad privada siete millones de asegurados con pólizas médicas privadas, incluidos funcionarios, por no mencionar los planes de pensiones. Quizá se deba a nuestra trayectoria, a que el Estado del bienestar universalizado entró tarde, cuando una parte de las clases medias ya había optado por lo privado. No obstante, esto significa que una parte importante de la sociedad que contribuye con sus impuestos al Estado del bienestar no se beneficia de igual modo, por decisión propia, de los servicios sociales. De hecho, se presenta interesadamente que el sector sanitario y el educativo privados contribuyen a la «descarga» de las cuentas públicas. Para ello se argumenta que las comunidades autónomas con mayor número de pólizas privadas contratadas son las que cuentan con un menor presupuesto sanitario público por habitante. 


			De ahí que esa parte de la sociedad vea con más distancia, complacencia o incluso apoyo activo, la evasión fiscal. ¿Para qué pagar impuestos, si no me beneficio del gasto público? Se puede afirmar que en España ha habido un cierto divorcio respecto al modelo. El contenido de la ciudadanía cambia según el nivel social, según la clase social. El reto es mantener el universalismo, pero no solo para los más débiles, sino para todos, y convencer a la élite, a las clases medias más acomodadas, de que también ellas son parte de la comunidad y tienen que beneficiarse de ella mediante un Estado del bienestar inclusivo hacia abajo, sí, tanto como hacia arriba. Si no lo logramos, se acabará el consenso político en lo que atañe a estas políticas públicas. 


			Asimismo, como señala Crouch, en la posdemocracia se está produciendo una comercialización del Estado del bienestar, tanto en la educación como en la sanidad pública, e incluso en otras esferas del Estado, como la Justicia, con una creciente asunción por parte de empresas o de asociaciones privadas de estos servicios. Es la externalización, la privatización, no (aún) de la titularidad de los derechos, sino de la prestación de los servicios. Y esto cambia también el sentido de la ciudadanía en un contexto posdemocrático. E incluso de la función pública, pues los funcionarios que se quedan en la administración pierden pericia en sus cometidos frente a los técnicos que asumen sus funciones desde el sector privado. 


			Como señalara Thomas H. Marshall, los derechos sociales se adquirían antes por el hecho de ser un ciudadano, y no porque se pudieran comprar en el mercado. Esto ha cambiado. La comercialización del Estado del bienestar es parte también de la comercialización de la ciudadanía. Los ciudadanos son considerados cada vez más como consumidores. Y de ahí, la democratización del crédito y del consumo antes que de la política o de la riqueza que acompañó la burbuja inmobiliaria y financiera.  


			Junto a la implosión controlada del Estado del bienestar, existe otro elemento vinculado al anterior que está socavando el sistema democrático: la desigualdad. Este fenómeno ha sido citado por el Foro Económico Mundial como uno de los riesgos globales, y como uno de los vectores por parte de la OCDE —incluso más que la pobreza—, de la inseguridad. Todo ello a pesar de que el nivel de seguridad es uno de los elementos definitorios de las sociedades europeas y se está manteniendo en esta fase de la crisis, también en España donde según el Barómetro Social no se ha generado un aumento de la delincuencia gracias al papel de las redes sociales de apoyo. ¿Hasta cuándo? 


			Pero la creciente desigualdad, desatada en el mundo y en algunas sociedades durante los últimos treinta años, tiende a socavar la democracia, y la actual transparencia global la hace todavía más visible en sociedades que tendían más al igualitarismo, como las europeas. Un autor como Charles Tilly afirma, sin embargo, que lo importante es la fluidez: Estados Unidos es desigual y democráticamente estable, porque es fluido. 


			En los últimos años y sobre todo a causa de la crisis, como bien ha analizado el sociólogo José Saturnino Martínez, la desigualdad ha aumentado sobremanera en España. No es un fenómeno propiamente español, pero en otros países, incluso algunos que han sido intervenidos como Grecia o Portugal, además de Francia, esta desigualdad no ha aumentado. En general, la individualización de las relaciones laborales, la financiarización y la globalización de la economía sí han generado mayor desigualdad, como también la suelen generar las épocas de rápido crecimiento económico —como sucedió en España entre 1994 y 2007—, así como las de crisis aguda, como la que vivimos desde 2008. Además, aunque durante el gobierno del socialista Rodríguez Zapatero aumentó el gasto social —hasta que empezaron los rigores de la austeridad en mayo de 2010—, la política fiscal, más a favor del capital que del trabajo —en especial con la reducción de impuestos, incluida la supresión del tributo que gravaba el patrimonio—, también puede haber contribuido a esta desigualdad.  


			Si en los años de crisis, en términos de riqueza por habitante, hemos retrocedido casi una década (ocho años), en términos de desigualdad, medida por el índice de Gini o según otros baremos, el retroceso ha sido de tres décadas. Somos mucho más ricos que hace tres décadas (el doble que en 1982), más pobres que hace una —dada la contracción de la economía, la devaluación interna de los salarios y la pérdida general de valores de las empresas y fondos—, pero somos más desiguales, lo que también ha contribuido a quebrar el pacto social vigente desde 1978. Y cuidado, pues puede haber un punto, un tipping point, en la desigualdad, a partir del cual se socave el tejido social e incluso el conjunto de la economía. 


			En toda Europa y en Estados Unidos estamos ante un relativo fracaso de las políticas de redistribución. No han funcionado como se esperaba, y de ahí que cada vez más, desde el centro izquierda, aunque también desde el centro derecha, se estudien más las posibilidades que puede brindar lo que se ha llamado «la predistribución». De entre esas posibilidades destaca, en primer lugar, la igualdad de oportunidades a través de la educación. Pero también lo hace la i+D+I pública, siempre que de ella se beneficien no solo las empresas, sino también el conjunto de la sociedad. 


			

			 



			CIUDADANÍA Y POLÍTICA CONECTADAS 


			

			 



			Para el gran público, Internet es algo reciente, pero su enorme despliegue ha sido sumamente rápido. No digamos ya los teléfonos móviles. Estos eran cosa de ricos o de altos funcionarios hace menos de veinte años. En el mundo de hoy, más de un 80% de los seres humanos —muchos más de los que tienen acceso a un sanitario— tiene acceso a un móvil. La telefonía móvil no es ya cosa de ricos y pobres (la biotecnología sí puede acabar siéndolo). 


			Las redes sociales son ya esenciales en la política, y lo son de forma creciente. En Estados Unidos, que en esto, sin duda, es un precursor, las cifras hablan por sí solas. Un 39% de los estadounidenses adultos participaron en algún tipo de actividad política en las redes sociales en la campaña de 2012, frente a un 26 % que las usaron en la campaña anterior de 2007. Según los datos del centro Pew, en 2012, un 17% de los adultos pusieron vínculos a artículos o historias políticas, y un 19% posteó otro tipo de contenido político, es decir, seis veces más que en 2008. El 12% de los adultos siguió o apoyó a un candidato político o alguna otra figura política en una red social, y pertenecía a algún grupo dedicado en estas redes a impulsar algún asunto político y social. Tres veces más que cuatro años antes. 


			Ya en 2004 Carol Darr publicó un estudio en el que indicaba que, en Estados Unidos, los que más participan políticamente en Internet son ciudadanos, además, influyentes en la sociedad. En Italia, si Beppe Grillo logró notoriedad y atractivo político es porque consiguió trasladar su fama como cómico a las redes sociales. Antes que en las urnas, se convirtió en una fuerza política on-line. Por el contrario, Berlusconi dominaba y domina medios tradicionales. 


			En España, según los últimos datos publicados por la Fundación Telefónica, un 94,3% de la población tiene un teléfono móvil, llegando al 99% entre los jóvenes de 25 a 34 años. Un 63,2% de los «movilizados» tiene smartphones, o teléfonos inteligentes, que combinan voz y datos, con acceso a Internet. En este sentido, España es el país de los grandes de la UE que mayor proporción de smartphones tiene, y su uso sigue creciendo. Y un reciente estudio del Pew Institute señala que España ocupa el quinto puesto del mundo como sociedad con más usuarios por habitantes de redes sociales: el 49% de los españoles las utiliza. 


			Entre la red y la telefonía móvil estamos ante una revolución que está ya transformando el tejido social con estas conexiones y con las redes sociales tipo Twitter o Facebook. Hay que insistir en que esto no ha hecho más que empezar. Pensemos que el primer smartphone con impacto social real, el iPhone de Apple, tan solo se empezó a comercializar en 2007 (antes, para mensajes y correo electrónico, en 1999 había llegado el precursor, la Blackberry). 


			Esta revolución tiene enormes consecuencias de todo tipo, pues otorga poder a los individuos y a las minorías, además de las mayorías, con lo que llamamos la «fuerza de los pocos» y de los muchos. Además, la explosión de los nuevos medios cambia el sentido de la comunidad. Estructura socialmente, pero a la vez fomenta la fragmentación de la sociedad. Las conexiones virtuales pueden socavar las físicas y las producidas cara a cara, como ya demostró Robert Putman en Estados Unidos. España, sin embargo, parece una sociedad en la que esas relaciones virtuales se suman a las directas, debido a nuestra forma de vida, y en ella se generan nuevos tipos de comunidades. 


			Este enorme cambio está transformando el concepto de intimidad, y el de seguridad, como ha demostrado la filtración sobre el sistema Prisma de la Agencia de Seguridad Nacional (NSA) de Estados Unidos en lo que supone una nueva dimensión del complejo militar-industrial: la ciberinteligencia. Hay aquí una nueva dimensión de vigilancia por parte de las empresas y los Estados, a quienes en cierta medida los ciudadanos han dejado hacer a su antojo, lo que puede plantear un grave reto a la democracia. Si los ciudadanos —convertidos más en usuarios que en consumidores o clientes— están dispuestos a ceder privacidad, no es tanto en aras de la seguridad como de una ansiada comodidad. Respecto al control de la ciudadanía desde el Estado o desde las grandes empresas, ¿preferimos que sean Google y Facebook quienes accedan a nuestros datos? Criticamos a los servicios secretos de gobiernos democráticos, aunque algunas veces no se comporten como democráticos, y no tenemos ningún inconveniente en compartir nuestros datos con empresas mucho más grandes y potentes que algunos Estados, y que a su vez los comparten con los servicios de inteligencia. La nueva situación supone una vulnerabilidad añadida de los ciudadanos que puede llevarlos a desconfiar de sus propios gobiernos cuando los espían, incluso cuando lo hacen en nombre de la lucha contra el terrorismo. Como señala Ian Bremmer, si en un primer momento la información empoderó a los ciudadanos, el reino de los datos está empoderando a las empresas y a los Estados. 


			La política no puede escapar a estas transformaciones, y menos aún en una sociedad tan conectada como la española. Quienes no lo hayan entendido se quedarán atrás. La relación entre el ciudadano y la política está cambiando ya de la mano de este salto tecnológico cuyos futuros difícilmente podemos pronosticar, salvo para señalar que el impacto sobre la política va a ser aún mayor, enorme. De modo que conviene salir a su encuentro. 


			Baste con el ejemplo de la colaboración ciudadana para localizar, en el llamado crowdsourcing, a los autores de los atentados en la maratón de Boston, los hermanos Tsarnaev, en abril de 2013. Aunque como indican Eric Schmidt y Jared Cohen, ambos directivos de Google, «la consecuencia de tener a más ciudadanos informados y conectados es que van a ser tan críticos y perspicaces sobre los rebeldes como sobre el gobierno». El caso es que estas tecnologías y servicios plantean también una demanda de mayor transparencia en todas las actividades de los poderes públicos, y nuevas posibilidades para que tal transparencia se materialice. En Internet, o como quiera que se llamen las redes que superen a esta, siempre va a haber mucha más información al alcance de todos. 


			Si en ciencia y en tecnología la cooperación en red está dando unos resultados espectaculares, cómo no iba a ser así con una nueva interacción entre ciudadanos y políticos, capaz de conseguir inteligencia o, al menos, talento de forma colectiva (a pesar de que colectivamente también se puedan cometer grandes errores, como lo fue el nazismo, y, sin ir tan lejos, lo es el consumismo). Sin entrar en lo que se ha venido en llamar el e-gobierno —hoy en pleno desarrollo—, la participación ciudadana ya es una realidad. Por ejemplo, en la elaboración de las propuestas de reforma de las administraciones públicas por parte de la correspondiente Comisión de expertos, se abrió una línea caliente ciudadana y se examinaron más de dos mil doscientas sugerencias.  


			Algunos dirán que se puede prescindir de los políticos, como si no hicieran falta profesionales del ámbito público que además representen opciones diversas. La democracia representativa sigue siendo esencial, pero está crecientemente inscrita en una sociedad en la que pueden plantearse muchas vías de participación, algunas canalizadas por los poderes públicos. Es decir, una democracia mucho más participativa. Beth Noveck, inspiradora de los primeros pasos de Obama en este ámbito, ha creado el concepto de «democracia colaborativa». En su libro Wiki Government, explica que se trataría de encontrar a aquellos que realmente pueden mejorar el proceso de decisión a partir de su conocimiento y su pericia en temas concretos. Existirá la posibilidad de que muchos más expertos y ciudadanos participen en la elaboración de las medidas que se vayan proponiendo. Estamos solo al inicio de un nuevo sistema de participación de la ciudadanía en las políticas, modelo que se llevará a cabo a través de estos y otros cauces. 


			Guste o no, cada vez se tendrán que testar más medidas entre la población, con encuestas de uno u otro tipo y prácticamente en directo, lo cual cambiará la forma de gobernar. «La voz vota permanentemente», afirma Serres, aunque en realidad no es lo mismo una encuesta permanente que un voto permanente, que no es tan manejable. No obstante, conseguir 500.000 firmas para una Iniciativa Legislativa Popular (un millón en el caso europeo) resultará mucho más fácil. 


			Las nuevas tecnologías van a permitir a los ciudadanos que lo deseen (que no tienen por qué ser todos, ni siquiera una mayoría) participar en el proceso de generación de decisiones. Esto no representa una democracia directa. Mas sí supone un gran crecimiento social de la dimensión deliberativa. Sobre todo, como decimos, puede llevar a una democracia más participativa, más allá del voto en las urnas, incluso en un nuevo entorno mediático más lleno de confusión, ruido y asimetrías. 


			No se trata solo de nuevas tecnologías. La nueva Constitución frustrada en Islandia se fraguó tras un proceso de deliberación con una asamblea nacional formada por novecientas cincuenta personas elegidas al azar, en un terreno preparado por siete personalidades designadas por el Parlamento. Aunque una parte importante de sus propuestas fueron ignoradas por la posterior y regular Asamblea Constituyente, sí fue un caso político de ensayo de inteligencia colectiva. 


			De hecho, como veremos en el capítulo correspondiente, de la mano de las nuevas tecnologías, los partidos están transformando sus estrategias para acercarse mucho más a los ciudadanos. Es bueno que así sea, pese a que esta forma de hacer campaña tenga una esencial dimensión de marketing. La otra cara, negativa, de la moneda es la mayor capacidad de los grupos de interés y de presión para influir, al disminuir con esta tecnología sus costes de movilización. Quienes dispongan de mayores recursos, de más dinero, tendrán más capacidad para influir, para imponer sus políticas. Esto es una consecuencia de lo que podríamos llamar la «lobbización» de la política, ya muy presente en España. El gobierno y la política van a tener que competir en tiempo casi real con toda suerte de actores, desde ONG a grupos de presión, grupos pequeños o individuos movilizados que interactúan. En este contexto, la capacidad de liderazgo político será aún más importante y la representación más compleja.  


			

			 



			ANARQUISMO MEDIÁTICO 


			

			 



			Todo este cambio de sociedad se da —de forma paradójica, pues hay una eclosión de medios de comunicación a lavez que desaparecen otros tradicionales— en un momento en que se están perdiendo los referentes mediáticos, desde luego en nuestro país. La prensa escrita, que en papel impreso marcó durante la Transición el debate de información y de ideas, está atravesando una triple crisis: la del vital sustento de la publicidad, que desaparece de estos medios y se ha reducido por efecto de la recesión; la derivada de la pérdida de calidad en la información, consecuencia de la falta de dinero para invertir en ella, es decir, en buenos periodistas y colaboradores; y la de la competencia —en algunos casos propia— de Internet, aunque los periódicos de calidad tiendan cada vez más a ser de pago en la web. A pesar de que la revolución tecnológica lleva a ampliar el espacio de deliberación pública, esta se hace de forma más desestructurada, a menudo en detrimento del rigor y la calidad del debate. Más de la mitad de las lecturas de medios en Internet se hace directamente a través de links, sin pasar por la página principal de la web o del medio en cuestión. 


			Las dificultades económicas de los medios tradicionales, los antiguos referentes, están haciendo a estos cada vez más dependientes de sus fuentes de financiación, en especial de los bancos. En la actualidad, el mundo financiero y las grandes empresas influyen en los medios españoles mucho más que hace diez años. De hecho, algunos expertos consideran que ha habido una toma financiera —y, por detrás, de los gobiernos conservadores— del poder de la prensa, lo que reduce su independencia. Menos calidad y menos independencia agudizan la pérdida de la condición de referentes. 


			No resultará fácil la recuperación o la creación de referentes mediáticos como los que hemos tenido hasta el año 2000, momento en que empezaron a salir a Bolsa en España (antes lo hicieron fuera de nuestro país) los grandes conglomerados mediáticos, trastocando algunos de sus principios con la búsqueda de beneficios a toda costa. Si la generación de beneficios era una manera de asegurar la independencia de algunos medios, las salidas a Bolsa invirtieron los términos, a lo que se sumaron los efectos de la crisis económica y de la propia revolución de la red. 


			Los jóvenes llevan en España ya muchos años distanciándose de la prensa tradicional de calidad. Se informan y desinforman de otra manera. En Estados Unidos Internet es, para los menores de 50 años, la primera fuente de información a la hora de consumir noticias nacionales e internacionales. Este segmento es el más crítico con la prensa tradicional. Es una cuestión generacional que, no obstante, incide en la desestructuración del espacio público de debate, aunque a la vez, como hemos apuntado, la sociedad en general se conecte de formas nuevas y mucho más intensas.  


			Si a este anarquismo —aunque creativo— de los medios le sumamos el hecho de que en nuestro país lo que ocurre en el Parlamento no llega bien al público, el deterioro del debate político está servido. Los gobernantes de los últimos tiempos rehúyen demasiado a menudo no ya las conferencias de prensa, sino incluso asistir a programas de televisión para explicar lo que, llegado el caso, han explicado en el Parlamento. Esto revela un error de óptica, sobre todo cuando la situación exige una constante y directa explicación política. Después de todo anuncio importante o debate en el Parlamento —lugar en el que se debe empezar— Angela Merkel siempre acude a un plató de televisión para ser entrevistada por periodistas independientes.  


			La televisión sigue siendo el medio principal, y los medios públicos son, o deben ser, factores importantes de cohesión social y territorial. Uno de los grandes aciertos de Rodríguez Zapatero fue fomentar la neutralidad de RTVE, la televisión y la radio pública nacionales. Es de lamentar que el gobierno de Rajoy haya dado marcha atrás en este terreno, un retroceso que ha hecho perder credibilidad y audiencia al ente público. ¿Nunca llegaremos a tener una BBC en España? Las grandes democracias se caracterizan por tener una televisión pública de calidad y políticamente neutra, así como, desde luego, por el correspondiente pluralismo en los canales privados, un pluralismo que todavía se da en España, pese a la concentración de su capital. Para mejorar, la democracia española también necesita una reforma en profundidad de la televisión nacional y, por supuesto, de las televisiones autonómicas, excesivamente costosas y por completo controladas por la mayoría política que gobierna en cada lugar. 


			

			 



			EL PODER DE LA IGLESIA 


			

			 



			En España no hay un «problema religioso» en sentido social, pese a que la Iglesia católica mantenga una influencia social y política que no conserva en otros países de nuestro entorno, con excepción de Italia, Polonia, Irlanda y Croacia. Aunque como muestran algunos datos sociales (número de matrimonios y abortos, por ejemplo) sea un poder en regresión, buena parte de este poder deriva de una realidad sociológica. Por otro lado, los acuerdos que mantiene con el Estado español, negociados antes de la entrada en vigor de la Constitución, le otorgan enormes ventajas desde el punto de vista educativo y fiscal. 


			Quizás el conservadurismo a ultranza que ha mantenido la cúpula episcopal estos últimos años no se corresponda ni con la apertura y secularización de la sociedad ni con los nuevos aires que soplan desde el Vaticano tras la llegada del papa Francisco, precedido por unos pontificados, los de Wojtyla y Ratzinger, mucho más tradicionalistas, sobre todo en el caso del último.  


			Desde el punto de vista sociológico, España es una sociedad que se considera católica, aunque el nivel de asistencia a los actos religiosos se haya reducido sobremanera. Es una sociedad poco religiosa, pero que practica sus ritos. Según los datos de recientes encuestas del CIS, un 71% de los encuestados se define como católico, y un 3% como seguidor de otras religiones; el 16% lo hace como «no creyente» y el 9% como «ateo». Sin embargo, como decimos, el nivel de práctica religiosa ha disminuido en gran medida, tanto en nuestro país como en el conjunto de Europa. Solo uno de cada cuatro españoles se declara católico practicante.  


			La Conferencia Episcopal considera católicos a 34,5 millones de un total de 47 millones de habitantes en España. Por su parte, la Federación de Entidades Religiosas Evangélicas calcula que hay 1,2 millones de cristianos evangélicos y protestantes, de los cuales dos terceras partes son inmigrantes. Hay que destacar la penetración del credo evangélico entre los gitanos en España. En todo caso, el cuasi monopolio de la Iglesia católica sobre los cristianos en España se ha resquebrajado de la mano de la inmigración. Asimismo, desde el punto de vista religioso, España se ha hecho también más plural con casi dos millones de musulmanes (la Unión de Comunidades Islámicas los estima en 1,67 millones), además de los adeptos a otras confesiones. 


			Según Metroscopia, solo el 41 % de los españoles valora de forma positiva a la Iglesia católica en general, valoración que desciende al 21 % en el caso de los obispos y aumenta a un 51 % en el de los curas de las parroquias. Aunque no sea lo mismo la cúpula que ha ido contra los procesos de secularización natural de la sociedad, que la base de la Iglesia católica en España, y no todos los que se declaran católicos sean fervientes seguidores de la Iglesia oficial, como institución es un actor social de importancia, tanto en el terreno de la educación con las escuelas confesionales y concertadas, como a través de la enseñanza de la religión —de nuevo puntuable en las calificaciones escolares tras el cambio introducido por el gobierno del PP, a instancias de la última Conferencia Episcopal—, con profesores seleccionados por la Iglesia pero pagados por el Estado, como en obras de beneficencia y hospitales. 


			Todos los partidos tienen un fuerte componente católico, incluido el PSOE, en el que un 70% de los militantes se declara de tal condición. Ello no ha impedido que los gobiernos de UCD y del PSOE hayan introducido cambios legislativos en contra de los criterios de la Iglesia, desde el divorcio hasta la interrupción voluntaria del embarazo o el matrimonio homosexual, dos leyes en estos últimos casos que el PP ha objetado y pretendido modificar en un sentido restrictivo. Conviene destacar también el peso de una parte de la Iglesia en los movimientos soberanistas en el País Vasco y en Cataluña. De hecho, los únicos partidos importantes formalmente democristianos están en las citadas autonomías. 


			La salud de la democracia española necesita que la Iglesia pierda peso político. Para ello sería necesario denunciar los acuerdos alcanzados con la Santa Sede antes de la entrada en vigor de la Constitución para reemplazarlos por unos nuevos y más acordes con la laicidad del Estado. Ningún gobierno se ha atrevido. Los del PP, porque tienen ahí una parte de su electorado y ven en la Iglesia católica un factor de su propia cohesión. Y los del PSOE, por miedo a que la Iglesia organice campañas en su contra, y por la división —por edad y territorios— de su electorado al respecto. Unos nuevos acuerdos deben reducir tanto el peso de la Iglesia en la educación financiada con dinero público como las ventajas fiscales de esta, sin ignorar, sin embargo, su papel en el Estado del bienestar, papel difícilmente reemplazable a corto plazo, debido a la falta de fondos derivada de la austeridad. 


			

			 



			PELIGROSOS DESCLASAMIENTOS 


			

			 



			España está sufriendo un proceso de desclasamiento de la mano de la crisis y el paro. La sensación, y la realidad, de pérdida de estatus social de gran parte de las clases medias es patente. Estas sufren el declive a causa del desempleo, la reducción de sus salarios y la pérdida de valor de sus bienes y sus capacidades profesionales, además de la sobreimposición de un exceso de impuestos sobre ellas; al mismo tiempo, es cada vez más evidente la pauperización de las clases trabajadoras. 


			Como indican Heather Boushey y Adam Hersh, del Center for American Progress en Washington, respecto a la clase media de Estados Unidos (algo también válido para Europa), «la interacción y la concurrencia de la creciente desigualdad surgida con el colapso financiero y con la Gran Recesión, han planteado nuevas cuestiones sobre si una clase media debilitada y la mayor desigualdad deben entrar a formar parte de nuestra forma de pensar sobre los motores del crecimiento económico». De hecho, salvo excepciones, este era un asunto de sociólogos, y no de economistas. Desde hace algún tiempo, la economía se ve obligada a entrar cada vez más en estas cuestiones, pues afectan directamente a su objeto de estudio. Una clase media fuerte, indican estos autores, impulsa el desarrollo del capital humano y de una población educada; crea una fuente estable de demanda de bienes y servicios y de financiación de los servicios públicos a través de impuestos; incuba la siguiente generación de emprendedores y apoya instituciones políticas y económicas inclusivas, que a su vez sostienen el crecimiento económico. Y, cabe añadir, vota a opciones políticas moderadas que hacen posible el entramado institucional que da soporte a ello. 


			El politólogo de Stanford Francis Fukuyama ha alertado sobre la posibilidad de que la democracia liberal en el mundo occidental no sobreviva a un declive de las clases medias. Si sigue su curso destructivo, la crisis económica puede llevar a una gran crisis social y política. Ya ocurrió en la década de 1930. En esto Fukuyama puede estar más acertado que en su tesis de 1989 sobre el fin de la historia. 


			En España, el proceso de movilidad social ascendente hasta la década de 1980 tuvo mucho que ver con el cambio estructural, cuando una mayoría pasó de las ocupaciones agrarias e industriales de baja cualificación a otras de mayor cualificación y de servicios, como recuerda José Saturnino Martínez. Dado que ese cambio estructural no volverá a producirse en las sociedades avanzadas, y dada la realidad de la crisis que comenzó en 2007-2008, las expectativas de movilidad social ascendente se ven considerablemente reducidas. Este proceso conduce a una dinámica diferente, puesto que quienes pertenecen a las clases medias —ahora en plural— no aspiran ya a subir, sino a no caer. Esta sería una explicación factible para el 15-M y movimientos afines. Son parte de las clases medias que se movilizan ante la caída, mientras que las protestas vividas en Brasil y Turquía, en 2013, muestran un sentido contrario: las protagonizan clases medias que en su ascenso reclaman justamente ser clases medias y no bajas. 


			Los mileuristas que tanto centraron la atención en el periodo de bonanza se están convirtiendo ahora casi en privilegiados ante el desempleo creciente y la reducción salarial derivada de la devaluación interna y de la competencia en la globalización, pues esta ha provocado en los países desarrollados una reducción a la baja de los salarios y de la protección de los trabajadores. Sin embargo, con los productos y los servicios de bajo coste —una ventaja de la globalización—, así como con el pirateo de la oferta cultural en Internet, la clase media, en una cierta medida, se adapta. 


			Las clases medias representan la mitad de los ocupados en España; no obstante, el paro les afecta ya de lleno y puede hacerlo aún más si la crisis y la aplicación de la reforma laboral en época de recesión persisten. La sensación de retroceso se está acelerando. Según datos de Millward Brown, en diciembre de 2011, el 20,1% de los individuos de clase media pensaba que sus ingresos podrían bajar durante el año siguiente. En febrero de 2012 este porcentaje había subido al 33,1%, y siguió su camino ascendente. La sensación de riesgo y de descenso social se ha extendido a gran velocidad. 


			Es importante señalar que las clases medias están también siendo «atacadas» en tanto el empleo público es un espacio natural de este grupo. Los despidos de interinos y los recortes en los sueldos de funcionarios les están haciendo daño, y conllevan un proceso de empobrecimiento en profesiones como las de maestro y médico, que se suma a la pérdida de prestigio social que han protagonizado durante los últimos años. 


			La disminución de ingresos alcanza a muchos hogares, con las crecientes estrecheces económicas de las familias, agravadas en el sector privado por el rechazo mediante prejubilación o despido de los asalariados mayores de 45-50 años, que hasta ahora habían sido el paraguas de la crisis a la hora de asumir los costes de los desempleados y de los jóvenes. Con la aplicación de la última reforma laboral están perdiendo este paraguas. La pérdida de empleo en este sector de edad puede desencadenar un drama social y poner en peligro a la familia como colchón de la crisis en este país. 


			Ha caído toda la Bolsa y muchos fondos de inversiones y de pensiones, con lo que, junto a las famosas preferentes, se han evaporado parte de los ahorros de amplias capas sociales. Según el Barómetro Social, también se han registrado caídas importantes en los activos inmobiliarios y financieros en manos de las clases medias. Con el pinchazo de la burbuja, el patrimonio inmobiliario por persona ha pasado de 83.969 euros en 2007 a 59.536 en 2012. Y el patrimonio financiero por persona, que llegó a su punto máximo (34.150 euros) en 2006, había disminuido en 2011 a 26.444.  


			La relación entre política y clases sociales está cambiando. «La relación con la política de las nuevas categorías sociales surgidas en la economía postindustrial se conforma de manera cercana al modelo posdemocrático», indica Crouch. Los partidos de izquierda han perdido su base social tradicional. La clase obrera está numéricamente en declive. El número de cuellos azules que la sustentaba está en retroceso, y el de cuellos blancos también. Asistimos a la desaparición paulatina de los empleados de la «nueva clase media», cuyo ejemplo tipo era el empleado de banca. La transformación del sistema productivo ha hecho que aparezcan nuevas profesiones ligadas a la informática y a trabajos no estandarizados, circunstancia que ha roto la homogenización de tareas, formas de vida y relaciones sociales que daba lugar a los instrumentos de corrección de la agresividad del mercado que inventaron los socialdemócratas a finales del siglo XIX: sindicatos y partidos. Como apunta Gómez Yáñez, ahora ya no hay estos instrumentos, motivo por el cual el juego social se ha desequilibrado. 


			Con la crisis, se vuelve a hablar de clases sociales, aunque ya no en un sentido marxista vinculado a los medios de producción. Si seguimos el esquema de Erik O. Wright, el posicionamiento de las clases sociales se define por los bienes de capital, los bienes de cualificación y la posición jerárquica en la empresa (los bienes de organización). De acuerdo con este triángulo, el declive de las clases medias es patente, a pesar de su mejora en el segundo elemento, la cualificación, que probablemente aporta, como ya hemos apuntado, la generación joven mejor formada de la historia. De hecho, si se examinan las cifras de paro, la educación superior sigue siendo en España un elemento que favorece la posición social. 


			Un nuevo estudio en el Reino Unido patrocinado por la BBC, el Great British Class Survey, apunta a la existencia de siete clases sociales en aquella sociedad: la élite, la clase media establecida, la clase media técnica, los nuevos trabajadores adinerados, la clase trabajadora tradicional, los trabajadores de servicios emergentes, y el precariado. Aunque la traducción a nuestra sociedad no se puede hacer de manera automática, sí sirve para analizar la situación, y ver cómo se están resquebrajando las clases medias y las de los trabajadores. 


			En cuanto al precariado, hace ya algún tiempo que los estudios impulsados por la Fundación Friedrich Ebert (socialdemócrata) habían desarrollado su concepto, referido a un estrato social que, en el mismo proceso de transformación postindustrial, parecía cada vez más desconectado del resto de la sociedad alemana. A menudo lo conforma gente que vive en familias monoparentales y sufren enfermedades crónicas. No votan ni emiten votos de protesta, y desconfían de las instituciones políticas.  


			Guy Standing realiza un análisis de lo que denomina «nueva clase peligrosa». A su juicio, esta nueva clase habría estado creciendo como una realidad escondida de la globalización —la nueva Gran Transformación— hasta llegar a la superficie con la crisis iniciada en 2008. El sociólogo británico interpreta el fenómeno como el de un «precariado global» de varios millones de personas que carecen en el mundo de todo anclaje y estabilidad. No son parte de la «clase obrera» ni del «proletariado clásico», términos menos útiles cuando la globalización ha fragmentado las estructuras nacionales de clase. Es una clase en proceso de creación, formada por un número creciente de personas —Standing calcula que una cuarta parte de los adultos de las sociedades europeas se pueden considerar precariado— sumidas en situaciones de precariedad y expuestas a una exclusión económica y cultural. La caída en el desempleo y la economía sumergida es parte de la vida del precariado. También lo son sus diferencias formativas respecto a la élite privilegiada y la pequeña clase trabajadora técnicamente instruida. 


			Los integrantes del precariado son «nómadas urbanos» que no comparten una identidad en el tipo de ocupación, pues esta cambia, pero sí en cuatro características: «la ira, la anomía, la ansiedad y la alienación». No son solo jóvenes; también engrosan sus filas, ante la crisis del sistema de pensiones, personas mayores. Y son personas que a menudo han tenido que romper con sus lugares de origen, adaptarse constantemente a nuevos entornos, a un coste psicológico elevado. Según Standing, es una «clase peligrosa» por su condición de pasto de todo tipo de populismos y extremismos, incluido el nacionalismo exacerbado, el proteccionismo y el antieuropeísmo. Es necesario, pues, tomar medidas para evitar su crecimiento. 


			En la década de 1930 hubo una destrucción masiva de empleo y millones de personas fueron a la calle. No obstante, conocían la experiencia de los sindicatos y de haber tenido un trabajo de clase obrera o media. Los precarios actuales no tienen ni eso. Carecen de la cultura, de la experiencia, de la organización de entonces, añade Gómez Yáñez. El mundo en la década de 1920 era extraordinariamente violento e ideológico. Este no. Era un mundo de organizaciones políticas y sindicales. Este no. Por ello, esta situación no tiene una salida fascista ni socialdemócrata, y por eso estamos saliendo de la crisis sin proyectos políticos diferentes. 


			Para el citado estudio de la BBC, el precariado representa un 15% de la sociedad británica, con una edad media de 50 años. Aunque difícil de cuantificar, en el caso español podríamos tener un precariado compuesto de gente de esa edad que ha perdido sus empleos y sustentos, y a la vez de jóvenes que no han llegado a tenerlos o que también los han perdido sin poder beneficiarse de rentas sociales. Luchar contra su permanencia en ese estrato o clase con nuevos programas de formación y otras medidas debe ser una de las prioridades de toda política social. La persistencia de esta clase puede socavar los fundamentos de la estabilidad democrática.  


			Esta estabilidad también se puede ver afectada por la frustración que supone el fenómeno del desclasamiento, que implica, sobre todo, la percepción de que los hijos vivirán peor que sus padres y, por tanto, una ruptura de la idea de progreso. El descenso de clase es un sentimiento, tanto individual como colectivo, del que en España aún no tenemos experiencia social e histórica, de modo que sus consecuencias son harto inciertas. Y este sentimiento lo albergan clases populares que se sienten irresistiblemente atraídas hacia abajo, pero también clases medias, desestabilizadas, a la deriva. Conlleva un «sentimiento agudo de frustración», de profundas implicaciones políticas, estudiadas para el caso francés por Camille Peugny.  


			El desclasamiento tiene unas consecuencias políticas que favorecen la «derechización» de la sociedad. Para Peugny, la izquierda se encuentra incómoda ante esta situación. También en España. La política para combatirlo debe pasar por una articulación entre la enseñanza y el mercado de trabajo, a fin de reducir la distancia entre empleo y formación y evitar así que la frustración se convierta en el sentimiento dominante de la experiencia de trabajo, en una fobia al sistema y a la globalización por parte de los desclasados.  


			

			 



			EL DESPEREZAMIENTO DE LA SOCIEDAD CIVIL 


			

			 



			La sociedad civil siempre ha sido débil en España. Sin embargo, se había reforzado con la proliferación de organizaciones no gubernamentales (ONG) y fundaciones, al amparo de unas leyes más flexibles, aunque todavía demasiado restrictivas, cuyo objetivo principal parecía ser el de evitar la evasión fiscal y no fortalecer esa sociedad civil. 


			Un problema añadido consiste en que demasiadas ONG, pese a su nombre, vivían y viven de subvenciones públicas antes que privadas. La crisis y la política de austeridad han obligado a reducir esas aportaciones económicas, y con ellas se han limitado sus actividades, a veces necesarias en estos tiempos alarmantes; un ejemplo son los comedores sociales, incluidos algunos infantiles. La mortalidad está siendo alta entre las ONG de nuestro país. 


			El movimiento asociativo se desarrolló en España en la década de 1980, pero en los primeros años del siglo XXI había dejado de crecer. Sin embargo, la crisis está provocando el nacimiento de un nuevo tipo de movimiento asociativo, aún débil, pero con potencial, y esta vez al margen de los partidos políticos (aunque algunos los apoyen) y de la financiación pública. 


			La Plataforma contra los Desahucios o Plataforma de Afectados por la Hipoteca (PAH) ha logrado una presencia social importante y un efecto político, hasta el punto de introducir en el Congreso una Iniciativa Legislativa Popular (500.000 firmas) que, no obstante, tuvo poca influencia en la plasmación de la nueva ley. Las diversas plataformas contra los recortes y las privatizaciones en la sanidad pública son otro ejemplo de reivindicaciones activas desde la sociedad civil, aunque no hayan logrado sus objetivos ni una dimensión suficiente y suprarregional.  


			El 15-M y los indignados fueron el mayor movimiento espontáneo surgido desde la sociedad civil, después de las protestas en su momento manifiestas contra la falta de información tras los atentados del 11 de marzo de 2004. Como ya hemos analizado en otro lugar, una parte de los ciudadanos que no creía que el reparto de la crisis fuera equitativo, una ciudadanía que desconfiaba de los principales partidos políticos, decidió echarse a la calle en ese mayo de 2011. El campo era en extremo inflamable y la mecha terminó prendiendo. Aquellas movilizaciones ciudadanas no eran las primeras. Solo un mes antes, bajo el lema «Sin casa, sin curro, sin pensión, sin miedo» varios miles de jóvenes salieron en Madrid a la calle para expresar su malestar contra las medidas de ajuste y la clase política, así como para llamar la atención sobre la falta de perspectivas de su generación y su alejamiento de la política oficial con el «No nos representan». Con todo, lo más llamativo no era lo nutridas que estaban siendo las manifestaciones del 15-M en Madrid y en otras ciudades, sino la (tardía) repercusión política y mediática que lograron, así como la ola de simpatía que despertaron. Este movimiento fue la expresión de una fractura social profunda y generalizada entre amplias capas de la población que pensaban que el sistema político y económico estaba quebrado; el económico, porque generaba inseguridad y desigualdad, pocos ganadores y una mayoría de perdedores, y el político porque era incapaz de contrarrestar al poder económico. El acierto, pero también la limitación, del 15-M estuvo en su estrategia de evitar el surgimiento de líderes e incluso de plataformas programáticas. 


			La crisis ha provocado un cierto despertar, un desperezamiento, de la sociedad civil, aunque no ha construido ninguna resistencia eficaz frente a algunos cambios que rechaza. En el debate sobre la necesaria reforma del sistema político han surgido foros y plataformas cívicas, en particular para reivindicar cambios profundos en la ley de partidos. En Cataluña, plataformas civiles como Òmnium Cultural y la Assemblea Nacional Catalana han sido las articuladoras de las grandes manifestaciones independentistas y de la cadena humana de la Diada de 2013.  


			Así, paradójicamente, la crisis está reforzando a la sociedad civil en España, y esta se está desarrollando con un menor apoyo institucional. Ahora bien, unas instituciones políticas de alta calidad son una condición previa para una sociedad civil fuerte, como señala Thilo Bodenstein. Y una sociedad fuerte requiere un Estado fuerte. Lo contrario, habitual en España, es la debilidad mutua. 


			

			 



			REFORZAR LA CIUDADANÍA 


			

			 



			Con la crisis ha aumentado el interés por la política en España, aunque, según un análisis de Carol Galais, solo un 28% de españoles se declara bastante o muy interesado por la política, lejos del 44% en Francia, del 58% de Alemania o del 70% de Dinamarca. Sin embargo, ha crecido la percepción de la política como algo que tiene influencia en la vida cotidiana. Este mayor interés por la política, ¿viene para quedarse? Eso está por ver. 


			Según Belén Barreiro, «por un lado, el electorado está más informado que antes. Una parte del mismo se informa relativamente poco y lo hace a través de la televisión, y la otra es el consumidor voraz que quiere más información y cuanta más, mejor. Y además quiere contrastar. Es una audiencia obsesionada con la información». El problema de la política, añade, es «tener que dirigirse a estas dos audiencias que son radicalmente distintas, como si estuviéramos en una sociedad dual». A la ciudadanía bien informada no le valen los mensajes simplistas y no se fía del optimismo oficial. La otra, insiste Vallespín, peca de ser excesivamente pasiva. 


			La democracia ha de ser una democracia de ciudadanos. ¿Está despertando un nuevo ciudadano? Sería deseable. La nueva sociedad debe llevar a una nueva política, y esta a una nueva ciudadanía. El concepto de «ciudadanía» ha de adaptarse a las nuevas posibilidades sociales que brinda la nueva conectividad, con una mayor participación directa de los ciudadanos en la conformación de las decisiones políticas. 


			Este concepto de «ciudadanía» ha de enriquecerse también con un renovado impulso de la ciudadanía europea, que España llevó a cabo en su día. La ciudadanía no puede ser solo un catálogo de derechos, sino también de deberes, a escala europea, estatal, regional y local —después de todo, «ciudadanía» viene de «ciudad»—. La Transición se basó esencialmente en la promoción de derechos. Hay que completarla con la de los deberes ciudadanos. 


			La democracia, entendida en un sentido amplio, se encuentra en un momento de grandes desafíos, no porque se confronte, al menos en Europa, con alternativas, sino porque se puede vaciar. Para salir adelante se necesita un proyecto y un esfuerzo colectivo. Otros países, como Finlandia, Suecia o Dinamarca, lo están consiguiendo con un amplio diálogo social. Y con un sentimiento de inclusión, y no de exclusión. El desclasamiento, la creciente desigualdad y, por supuesto, la pérdida del trabajo o el no llegar a entrar en el mercado laboral no favorecen ni este diálogo ciudadano ni el sentimiento de pertenencia sobre el que ha de reposar todo concepto de ciudadanía actual en nuestra sociedad. 


			Una nueva ciudadanía, una ciudadanía reforzada, requiere de una nueva política y de una nueva cultura política capaces de movilizar para el bien común las nuevas identidades que están surgiendo en nuestra sociedad. La ciudadanía puede tirar de la política para renovarla. Y la política a su vez debe apostar por más ciudadanía. 
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			¿QUIÉN DECIDE? 


			

			 



			El malestar con la política que ha surgido en un país como España se debe, en parte, a que los ciudadanos se dan cuenta de que cada vez son más las decisiones que se toman fuera del marco del Estado, de la política nacional, ya sea por parte de los mercados, Bruselas, Berlín o Fráncfort (sede del Banco Central Europeo), entre otros. Es decir, que quienes toman las decisiones no son los políticos elegidos por los ciudadanos, no responden a los deseos de estos, y, además, se perciben como ineficaces. Aunque haya algo de mito en la idea de que realmente en las primeras décadas de la democracia en España la soberanía nacional fuera una realidad cabal, es verdad que hoy la soberanía y la democracia nacionales se están vaciando en muchas dimensiones, sin reemplazarlas por una democracia siquiera europea, y no ya imposiblemente global, con capacidad de gobernar la globalización. Este hecho lleva a muchos ciudadanos a considerar, como señalan Leonard y Torreblanca, que pueden cambiar de políticos, pero no de política.  


			A la vez, hay que lograr una mayor democracia europea y un reforzamiento simultáneo de la democracia nacional. Aunque parezca paradójico, no solo es necesario, sino también posible. No estamos ante un juego de suma cero en el que cuanto gane Europa lo perderá la democracia nacional, sino en un juego de posible suma positiva, en la que ambas instancias ganen. No obstante, si no se gestiona bien, el proceso puede resultar en una suma negativa en la que ambas pierdan, y ganen otros actores no controlables. 


			En general, el poder se ha vuelto más difuso y fragmentado, para todos. La soberanía estatal se ha visto reducida por la globalización y por lo que Crouch ha llamado «un sentido disminuido de la posibilidad política». Los partidos se enfrentan y entran y salen del gobierno. Pero el sentido de todo el ejercicio se ha vaciado. «La democracia simplemente no ha seguido el ritmo del crecimiento del capitalismo hacia lo global», señala Crouch. O como apunta Henry Farrell, «nos hemos convertido en okupas en las ruinas de las grandes sociedades democráticas del pasado». Es parte de la posdemocracia. 


			Para Olaf Cramme, los grandes partidos en Europa se equivocan al enfrentarse en una división ideológica entre austeridad y crecimiento que creen definitoria de la era política poscrisis. A la vez que desconfían de los políticos a la hora de influir realmente sobre la economía, los ciudadanos en Europa no están optando por grandes ofertas ideológicas —entre el mercado a toda costa y el socialismo de Estado—, sino por opciones más pragmáticas y creíbles. 


			Respecto al margen de maniobra del que se dispone en el caso de gobiernos o sistemas que requieren ayuda o intervención financiera exterior, como en el caso español, la situación es más dramática. Ante los mercados, la capacidad de un país varía mucho dependiendo de cuáles sean sus puntos débiles y fuertes internos. España es un país endeudado que necesita del capital extranjero no ya para avanzar, que también, sino para mantenerse a flote. Esto debilita su posición mientras no haya una auténtica política de la Unión Europea, o al menos una unión realmente monetaria al respecto. La deuda mal llevada reduce el margen de maniobra de la política nacional y de la acción exterior. Pues si un país es rico y puede pagar sus problemas (como Holanda con sus bancos), decide. Pero si tiene que acudir a la UE para solicitar ayuda, decide la UE. 


			Todo ello sucede en pleno avance de una globalización que implica una interdependencia mucho mayor entre casi todo y casi todos. Aunque las diferencias de riqueza por habitante siguen siendo brutales, más de un 50% del PIB mundial proviene hoy de las economías emergentes. Aunque estas también atraviesen dificultades y aún predominen en ellas pautas de consumo occidentales (que, por otro lado, son inviables a escala global), el mundo se va desoccidentalizando rápidamente en esta nueva fase de la globalización, como pone de manifiesto el último Índice Elcano de Presencia Global. Esto plantea nuevos retos y nuevas pérdidas de poder para un país occidental como España, pese a que el país haya aumentado de cuota en el FMI y en el Banco Mundial, y esté participando en el G-20. 


			¿Estamos ante una política sin soberanía, como se pregunta Christopher Bickerton? Soberanía, haberla, hayla. De hecho, estamos viviendo un ejercicio de redistribución de la soberanía, de creación de nueva soberanía, y de su transformación. No de su desaparición. En parte, la presente es una soberanía compartida (en la UE) o cedida al BCE (desde el momento en que España pierde control sobre la política monetaria, incluida la devaluación). 


			Ahora bien, los gobiernos y los parlamentos nacionales no han cedido o perdido toda su soberanía hacia arriba (Europa), hacia abajo (regiones) o hacia los lados (mercados y sociedad). Aún les queda mucha soberanía, y el Boletín Oficial del Estado y los de las comunidades autónomas siguen siendo instrumentos de primer orden, lo cual no quita para que hayan perdido poder. 


			

			 



			LOS MERCADOS Y SU USO POLÍTICO 


			

			 



			Históricamente, una de las funciones del Estado moderno ha sido la de construir mercados. También lo ha sido, y lo sigue siendo, avanzar en esa construcción que hoy se llama Unión Europea, aunque no se haya logrado aún un auténtico mercado único. Los mercados estaban algo más subordinados a la política, al menos en su dimensión internacional, porque había barreras efectivas a la libre circulación de factores. Hoy es imposible volver a ese punto, como indicó Tony Judt, con el consiguiente problema sobre todo para la socialdemocracia. Los mercados se han desmandado. La financiarización, la globalización y la desregulación (con Ronald Reagan y Bill Clinton a la cabeza), además de otros procesos acelerados en la década de 1980, en especial a partir de 1989-1991, con el fin de la Guerra Fría, han llevado a un poderío sin precedentes de los mercados, en particular de los financieros, sobre la política. No obstante, como indica Alonso Zaldívar, ese poderío no es genérico: los mercados mandan a quien los necesita y en proporción a cuánto los necesita. 


			La política puede utilizar los mercados para sus propios fines. Angela Merkel y su equipo, por ejemplo, han creído firmemente durante la crisis en la bondad de los mercados para forzar a los países reticentes, sobre todo a los del sur de Europa, a hacer reformas estructurales que han estado durante demasiado tiempo relegadas. Berlín ha considerado que el diferencial de la deuda —la prima de riesgo que unos países han de pagar respecto a otros para financiarse en los mercados— tiene ese valor terapéutico. Pero ha hecho que el paciente necesite cada vez más a los mercados, con el riesgo de que un exceso de terapia lo mate (y con él, al doctor, Alemania). 


			Así, de forma explícita, en la primavera de 2013 y en sus declaraciones ante el Tribunal Constitucional alemán, Jens Weidmann, antiguo asesor económico de Merkel y actual presidente del Bundesbank, consideró que las compras de bonos por parte del Banco Central Europeo «no deben ser utilizadas en una unión monetaria europea para rebajar las primas al riesgo de solvencia de países individuales, porque, entre otras cosas, amenazan con anular el papel disciplinario de los tipos de interés fijados por los mercados y socavan la responsabilidad financiera». Aunque el gobierno alemán no siguió oficialmente esta línea, no es una filosofía que le sea ajena, según hemos podido comprobar en repetidas ocasiones. Merkel utiliza la presión de los mercados para influir en los gobiernos y que hagan reformas. 


			Un elemento por completo distinto, pero también relacionado con el mercado y sus posibilidades y con las amenazas a la democracia, es el del crimen organizado, verdaderamente poderoso en lo que se refiere a drogas, blanqueo de capitales, armas, prostitución y otras actividades, y que corroe tantos principios y normas democráticas. Según un informe de Europol, la crisis financiera y económica ha impulsado una importante expansión de sus actividades, sobre todo en la venta de productos copiados en alimentación, farmacia y herramientas, además de ataques cibercriminales desde Rusia, Ucrania y otros lugares de Europa del Este contra grupos de servicios financieros. Son organizaciones plurinacionales que se aprovechan, además, de las subidas de impuestos que han encarecido los productos regulares y aumentado la tolerancia hacia los mercados negros, así como fomentado el fraude sobre el IVA, ya sea evitando su pago, ya sea mediante la emisión de facturas falsas. La lucha contra el crimen organizado se ha convertido también en un elemento esencial de la defensa de la democracia. 


			

			 



			GOBERNAR LA GLOBALIZACIÓN 


			

			 



			Recuperar la capacidad política debería implicar lograr gobernar la globalización. Claro que esta, más que una política, es una dinámica que escapa al control de, incluso, el país más poderoso que la impulsó: Estados Unidos. Gobernar la globalización hoy —tarea harto difícil para la que evitaremos todo brindis al sol— pasa, en el mejor de los casos, por un multilateralismo no necesariamente global, sino regional, y cada vez más por bases bilaterales, de gobierno a gobierno. Ha de apoyarse en redes de alianzas entre países y organizaciones internacionales, en las que las grandes empresas también pesan. Hay, no obstante, numerosos regímenes globales que funcionan, por ejemplo el que ordena las rutas aéreas, sin el que este tipo de transporte esencial para la globalización sería un caos. Pero, desde un punto de vista geopolítico o geoeconómico, hoy, a pesar de que Estados Unidos siga siendo la mayor potencia en casi todos los sentidos, nadie manda en el mundo. Es decir, traducido a la terminología actual, estamos en un G-0, más que en un G-2, G-3 G-8 o G-20. Además, la organización global por excelencia, en términos geográficos y funcionales, la ONU y su sistema, no funciona como debería. Las instituciones globales —que, en su mayoría, como el Fondo Monetario Internacional o el Banco Mundial, son instituciones aún dominadas por potencias occidentales— no lideran. 


			No es este el lugar para un análisis en profundidad de la globalización. Sin embargo, un país como España no puede aspirar a participar en esta gobernación de la globalización sin alianzas y sin pesar en organizaciones regionales a las que pertenece, sobre todo la UE, o globales, como el G-20. Precisamente este grupo, tras una coordinación inicial, no ha estado a la altura de las expectativas creadas, debido a intereses divergentes de sus miembros, aunque su futuro no está definido y dependerá de cómo termine la crisis. Recuperar autonomía política, para España, implica reforzar su capacidad de establecer alianzas bilaterales o multilaterales. Pero, sobre todo, implica saber estar y saber sacar partido a la Unión Europea, no solo hacia dentro de la propia UE, sino hacia fuera. La acción exterior sirve para la acción interior: la línea de separación se ha borrado, si es que alguna vez existió. 


			

			 



			HACIA UNA REPÚBLICA EUROPEA 


			

			 



			La mejor manera de recuperar una parte del poder perdido, para España y para otros países, es mediante la integración europea. En buena medida se puede decir que el Estado-nación se ha salvado en Europa gracias a esta integración. Esta constituye una forma no ya de compartir soberanía, sino de recuperarla de forma colectiva frente a fuerzas tanto transnacionales como domésticas. Y ello a pesar de que la ciudadanía en general tiende a ver la UE como un elemento más de pérdida de poder político de los Estados. La UE, en efecto, le da más capacidad al Estado y no menos, como ilustra casi siempre el ejemplo contrafáctico de concebir una España en crisis fuera de la UE.  


			Jürgen Habermas señala: 


			

			 



			Los pueblos de un continente cuyo peso económico y político se está reduciendo están intentando recuperar un cierto margen de maniobra frente a las fuerzas políticas y las restricciones sistémicas de una sociedad globalizada. 


			

			 



			La crisis ha acelerado esta tendencia, al menos para los miembros de la eurozona. Este marco es para ellos cada vez más determinante. Sin embargo, si no resolvemos los problemas de control democrático que plantea esta integración, el deterioro de la política avanzará de consuno con la idea de que las grandes decisiones se toman en Bruselas, Fráncfort o Berlín. No hablamos aquí de estas decisiones, aunque está claro que las posiciones dominantes en el Consejo Europeo han respondido a una visión más partidaria de la austeridad. Pero también hay que señalar que en épocas de predominio socialdemócrata no se logró imponer una política de izquierdas en la UE. 


			Como analiza muy acertadamente Christopher Bickerton, tal vez sea así porque había que ver la integración europea desde la década de 1980 (cuando nosotros íbamos y ellos venían, aunque no nos hemos encontrado en el medio) como una manera de los gobiernos de dar marcha atrás en la visión keynesiana corporativista predominante hasta entonces, imponer mayor liberalización y reducir la protección social. Esto solo resulta políticamente posible si en buena medida se hurta el debate a los votantes nacionales y se sitúa en la esfera no controlada democráticamente de Europa. La integración europea de los últimos años se presentaría así como un intento de cambiar los Estados (que dejan su condición de Estados-nación para convertirse ya plenamente en Estados miembros). Así, la UE serviría a los gobiernos para protegerlos frente a sus propias sociedades ante decisiones impopulares, lo que puede llevar a una situación peligrosa, no ya de elección entre opciones de derecha o de izquierda, sino entre tecnocracia y populismo. 


			El problema para un país como España es doble: por una parte, al avanzar hacia una mayor integración europea tal y como se está haciendo en la actualidad, pues estamos vaciando de contenido la democracia nacional sin reemplazarla por una europea. A lo sumo, como decimos, se sustituye por una tecnocracia. Por otra parte, los problemas económicos y financieros de España la convierten en una asumidora más que en una tomadora de decisiones, en una policy taker, en vez de una policy maker, por utilizar la terminología de Ignacio Molina. Esta circunstancia quedó claramente de manifiesto con el duro Memorandum of Understanding que se impuso a España para recibir los préstamos, el «rescate», con los que refinanciar el sector bancario. Una situación así se puede agravar con la propuesta de la Comisión Europea de establecer acuerdos bilaterales no ya con los países que se rescaten, sino con los que simplemente quieran recibir ayudas de la UE. Aunque, de nuevo, los llamados «contratos para la competitividad y el crecimiento» pueden ser un medio para ayudar a los gobiernos de ciertos Estados miembros a hacer algunas reformas estructurales que de otro modo serían incapaces de realizar; de modo que, paradójicamente, pueden ganar poder atándose las manos. Esa fue, en cierto modo, la propuesta de Rodríguez Zapatero en enero de 2010 —entonces duramente criticado por la prensa española—, la de asumir sanciones por incumplir los contenidos de la Agenda posLisboa, la Agenda 2020.  


			La integración europea, la Unión Europea, tiene algunos problemas de democracia en su diseño. No es que sea un marco antidemocrático, pero puede ser no-democrático. Dos de sus instituciones centrales de decisión, el Consejo Europeo de Jefes de Estado y de gobierno y el Consejo (de Ministros) están formados por representantes de origen democrático. Sin embargo, en sus decisiones colectivas, no responden ante nadie, ni siquiera ante el Parlamento Europeo, ante el que sí responde un órgano ejecutivo y burocrático como es la Comisión Europea. Esta es designada por los gobiernos, y debe someterse al visto bueno de la eurocámara, que tiene además capacidad de censura contra ella. Para Habermas, más que una cámara alta de territorios, el Consejo Europeo es una figura, un «cuerpo político gobernante», que se asemeja al rey en el constitucionalismo del siglo XIX. 


			El famoso trilema de Dani Rodrik (no puede lograrse a la vez globalización, soberanía y democracia; hay que elegir entre dos de ellos) tiene una lectura europea: no puede lograrse a la vez una integración política y económica, una preservación de la soberanía de los Estados y una democracia. Habrá que elegir, quizá según los casos, dos de ellas. Un par (integración y democracia) lleva al federalismo; otro (soberanía y democracia), a la soberanía fiscal; y el tercero (integración y soberanía), al intergubernamentalismo. De hecho, varios factores y algunos pasos ya dados llevan a pensar que Alemania —tanto en su gobierno como en su Tribunal Constitucional— está optando por esta última vía, el «método de la Unión» en contraposición con el método comunitario, tal como lo bautizó Merkel. Esta idea es la que lleva a una analista alemana como Ulrike Guérot a afirmar que, aunque no haya democracia propiamente europea —porque tampoco hay un demos europeo, sino una colección de demoi nacionales—, sí puede haber una república europea.  


			El Constitucional alemán apunta que para llegar a un federalismo europeo, que dista de ser una realidad, Alemania tendría que reformar su propia Constitución, y mientras tanto opta, como le corresponde, por defender la democracia alemana, ya que el elemento democrático no puede perderse nunca. Según Molina, hace así un poco de trampa, pues Alemania sí es una policy maker no solo para ella, sino para toda la UE. Por la asimetría de poder, en la UE coincide hoy, en la práctica, la defensa de la democracia alemana con la defensa de la soberanía alemana. Es decir, el trilema de Rodrik no opera para Alemania, que tal vez puede conseguir las tres cosas, sino para los Estados miembros deudores, que a lo mejor solo se pueden conformar con dos de ellas. 


			Los últimos pasos dados en la construcción europea están, además, rompiendo el equilibrio entre los Estados miembros. Los grandes, y sobre todo Alemania, pesan más, incluso a ojos de una Comisión Europea que solía defender a los más pequeños y a los menos ricos. Y en el Mecanismo Europeo de Estabilidad para posibles rescates en la Eurozona, Alemania, Francia e Italia —por los votos por ser grandes— han logrado una capacidad de hecho de veto que no han conseguido otros Estados miembros. 


			Una vez conceptualizada esta república, podemos plantear su democratización no solo a través de las instituciones europeas, sino de la propia potenciación de la democracia nacional. En efecto, lo que estamos viviendo en Europa no es solo un problema de déficit democrático de las instituciones europeas, sino también del Estado-nación, con gobiernos que, como decimos, demasiado a menudo buscan en Bruselas excusas e instrumentos para imponer reformas y medidas que por sí mismos no se atreven a plantear. Sin embargo, señala Molina, echar la culpa a Bruselas por antidemocrática solo es verdad si en un país existe una mayoría social contraria a los efectos de esas medidas y reformas (y no solo a las medidas y reformas en sí). 


			En los últimos tiempos, y para hacer frente a la crisis, Europa, sobre todo la eurozona, ha dado un salto de gigante en la integración tras el consentimiento por parte de sus miembros de someter a la Comisión Europea y al Consejo las grandes líneas de sus presupuestos nacionales, además de muchas otras medidas de reformas. Y aunque no guste a algunos, tendrán que darse nuevos pasos en un futuro no lejano. Esto es lo que ha ocurrido con el llamado «semestre europeo» —por el que los Estados envían a Bruselas sus proyecciones presupuestarias y económicas para el año siguiente meses antes de elaborar sus presupuestos nacionales y someterlos a sus parlamentos—, así como con el Tratado de Estabilidad, Coordinación y Gobernanza —conocido como Pacto Fiscal—, y con los Six Pack y Two Pack (nombres que generan confusión en el público), amén de otras reglas. Aunque es mucho lo que queda en manos nacionales —y formalmente es el Consejo y no la Comisión Europea quien al final decide—, la transferencia de soberanía es mayúscula y afecta a poderes tradicionalmente básicos de los parlamentos nacionales. 


			A ello se suma la nueva capacidad de la Comisión Europea para hacer recomendaciones de todo tipo (pensiones, sistema laboral, seguridad social...), que causan polémica cuando llegan a España, y son rechazadas, en el caso de Francia, por el propio gobierno, que considera intolerable la intromisión, aunque forme parte de las nuevas reglas. La Comisión Europea también le recomienda sin resultados a Alemania impulsar medidas que ayuden a reducir su superávit estructural y palien el proceso de devaluación interna de los Estados endeudados. 


			Sobre todo, si hay un Pacto Fiscal, debe haber también un Pacto de Empleo, mucho más difícil de conseguir, pues implicaría que los países con superávit por cuenta corriente lo redujeran para facilitar la creación de puestos de trabajo allí donde es más necesaria. No es suficiente seguir el lema de Merkel, reforzada en Alemania y en Europa tras sus últimas elecciones, de «solidaridad a cambio de solidez» (en los deudores). Alonso Zaldívar avisa al respecto que, de no avanzarse hacia un Pacto de Empleo, los países deudores y con un paro elevado no podrán seguir con las reglas del juego, lo que puede llevar a la ruptura del euro, con la paradoja de que el país que tendrá más que perder será Alemania. 


			De momento, en el terreno de la política fiscal —y de otros cuando se dan rescates directos o indirectos— se está conformando un nuevo poder europeo sin control, agravado además por el peso que ha adquirido en los rescates la troika (Comisión Europea, Banco Central Europeo y Fondo Monetario Internacional, institución que nunca fue pensada para esto), con duras fórmulas cuya capacidad de éxito es más que dudosa y cada vez más abiertamente cuestionada. Se buscará otra forma. 


			Para Habermas, la democracia es la domesticación del poder del Estado. Y ahora debe serlo en una Europa que se construye sobre dos grandes sujetos a la vez: ciudadanos y Estados. Democratizar Europa implica aumentar el control de los ciudadanos y de los Estados sobre su funcionamiento. El pensador alemán habla de «federalismo posdemocrático», un federalismo que no se basa, sin embargo, en un auténtico espacio público de comunicación y debate. El Parlamento Europeo resulta lejano, y no hay medios europeos, a excepción del Financial Times o de The Economist, a los que, además, solo de forma muy discutible se les puede llamar «europeos» (algunos añaden a estos el medio «externo» que presenta el americano International Herald Tribune, ahora International New York Times). 


			Frente a este tipo de problema, que tenderá a agravarse, hay varias clases de remedios. Hay quien piensa que a cada nivel de decisión corresponde un nivel de democracia, pero eso, como decimos, equivaldría a vaciar en exceso la democracia nacional, que es la portadora de una base más sólida y reconocible —y de un demos—, sin reemplazarla por una democracia europea. Recuperar la política democrática en la UE implica trabajar a fondo en ambos niveles. Incluso uno más en nuestro caso, con una mejor participación de las comunidades autónomas en la formación de la voluntad nacional y en la posterior aplicación de la política europea resultante, como parte de un Estado que es el responsable ante la Unión Europea. 


			No es que el Parlamento Europeo no sea democrático, sino que dista de ser reconocido como tal por la ciudadanía, que lo considera lejano (algo a lo que contribuye el sistema electoral, cuyo cambio es necesario). En cada reforma de los Tratados —y serán inevitables otras—, el Parlamento Europeo ha ganado poderes y competencias, aunque le falta uno esencial cuyo monopolio conserva la Comisión Europea: la iniciativa legislativa (salvo la popular). Pero el 98% de las leyes españolas salen de anteproyectos de ley del gobierno, y solo el 2% sale de proposiciones de ley de las propias Cortes, dato no muy diferente al del Reino Unido o Francia. En todo caso, la solución al problema democrático europeo no puede consistir solo en otorgar más poderes a un parlamento distante, formado a partir de unas elecciones que, aunque europeas, hasta ahora han sido siempre una suma de elecciones nacionales (a menudo de castigo contra el gobierno de turno). Además, en su seno, más que el funcionamiento de mayoría-oposición propio del concepto de democracia de Niklas Luhmann (diferente al que opera en Suiza y en algunas otras democracias), lo que se produce es un reparto de su presidencia entre los grandes grupos, con lo que a menudo pesan más las alineaciones nacionales que las ideológicas europeas, aunque cuantitativamente estas dominen más. Habría que transnacionalizar las elecciones europeas y europeizar el sistema de partidos existentes. 


			Se plantea el problema adicional de la creación o no de un parlamento dentro de la eurocámara para los miembros de la eurozona que avanzan mucho más en la integración y, lógicamente, no quieren que europarlamentarios de países de fuera del euro tengan voz ni voto en sus asuntos. Aunque, salvo para el Reino Unido, Dinamarca y tal vez Suecia, la no pertenencia al euro sea algo temporal. 


			Que cada familia política o partido europeo vaya a las próximas elecciones de mayo de 2014 con un candidato a presidente de la Comisión Europea puede darle a este un plus  de legitimidad democrática y poner en marcha nuevos procesos políticos. Sin embargo, plantea varios problemas. Para empezar, la elección de los candidatos puede resultar opaca, como ha ocurrido con el aspirante socialdemócrata alemán Martin Schulz. En segundo lugar, cambia los equilibrios entre instituciones. Y tercero, puede agravar algunos problemas de legitimidad de la propia Comisión. En efecto, la Comisión consiste en dos cosas: un colegio de comisarios (de momento, uno por país) con un presidente al frente, y una poderosa burocracia, formada por excelentes funcionarios, pero que intervienen a menudo de forma directa (aunque discreta) en los Estados miembros. La elección del presidente por esa vía, o directamente, puede darle una pátina democrática a lo que no lo es. Aunque es cierto que contribuiría a dar una dimensión auténticamente transeuropea a esas elecciones y a europeizar algo más los partidos.  


			Los parlamentos nacionales han quedado rezagados en Europa. El Tratado de Lisboa intentó rescatarlos para el quehacer comunitario por una doble vía: por un lado, mediante la posibilidad de que frenaran o plantearan objeciones e iniciativas legislativas en aras del respeto al principio de subsidiariedad —al sacar «tarjeta amarilla o naranja», símil deportivo para el llamado «sistema de alerta temprana» (conseguido ya una vez)—; por otro lado, mediante el fortalecimiento de la cooperación interparlamentaria a través de la COSAC (Conferencia de Comisiones Parlamentarias especializadas en Asuntos de la UE de los parlamentos nacionales), cuyas actividades, aunque sea con carácter deliberativo, deberían potenciarse. De hecho, la COSAC existía antes del Tratado de Lisboa, pero no ha dado resultados. Hay una tercera vía de participación de los parlamentos nacionales en los asuntos europeos prevista en el Pacto Fiscal. Y, por supuesto, está la vía más importante, que consiste en influir y controlar a sus gobiernos, tema que abordaremos después. 


			Algunos plantean la necesidad de una segunda cámara integrada por representantes directos de los parlamentos nacionales, como lo fue la Asamblea que existía antes del Parlamento Europeo. Pero tal paso complicaría en exceso la toma de decisiones. Mejor sería reorientar el Consejo como cámara de los Estados siguiendo el modelo alemán del Bundesrat (representantes gubernamentales y no parlamentarios). 


			Otra solución para reforzar el vínculo entre los distintos parlamentos nacionales y el Parlamento Europeo podría consistir en favorecer, en vez de prohibir, los dobles mandatos, es decir, permitir que parlamentarios nacionales, sin dejar de serlo, se presentaran a las elecciones europeas y, en caso de salir elegidos, mantuvieran esa doble condición. O, de modo inverso, que los eurodiputados pudieran ser también parlamentarios nacionales. Para ello, en España se podría ampliar el número de diputados del Congreso de 350 a 400. 


			

			 



			REFORZAR EL PARLAMENTO NACIONAL PARA EUROPA 


			

			 



			Lejos de vaciar la democracia nacional, una respuesta correcta a estos retos podría consistir en reforzarla si se potencia el control desde el propio Parlamento español, como hacen otros. Son cuestiones que se están debatiendo en muchos países de la UE, a menudo impulsadas por sus propios gobiernos, pero mucho menos en España. 


			¿Qué medidas se pueden tomar a este respecto para impulsar la participación del Parlamento nacional, y de los ciudadanos, en la deliberación y en la toma de decisiones? Para empezar, podría haber más control sobre el papel del gobierno nacional en el Consejo Europeo y en las negociaciones del Consejo. No bastan los debates en pleno tras las cumbres, donde a menudo lo más destacado poco tiene que ver con Europa. Un buen ejemplo es el acuerdo del 90% de los diputados del Congreso con el que el presidente de gobierno acudió en junio de 2013 al Consejo Europeo. Hay parlamentos en los que tales posiciones se plantean siempre, no como una desgarradora excepción. Como en Dinamarca u Holanda, hay además que reforzar el papel de la Comisión Mixta Congreso-Senado para la UE, al objeto de llevar a cabo deliberaciones con carácter previo que, además de parlamentarizar la posición española, la pueden reforzar.  


			Ahora bien, sobre todo hay que cambiar los hábitos parlamentarios españoles. De cara al semestre europeo y a los otros procesos, se deberían debatir en el Parlamento, antes de enviarlos, los planes que el gobierno manda a Bruselas, y de vuelta las recomendaciones que haga la Comisión Europea. Así no se vaciaría lo que es un elemento esencial del Parlamento: impuestos y gastos. En general, el Parlamento español debería involucrarse más a priori, sobre todo ahora que están afectados los poderes nacionales en el campo de la política presupuestaria, económica e incluso social. Las Cortes españolas han abandonado algunas de sus prerrogativas. El parlamento holandés, cuando ha venido ratificando los últimos tratados, ha mantenido algunas reservas explícitas a iniciativas de la UE que considera de importancia especial y las ha utilizado. Ahora bien, esto requiere recuperar un parlamentarismo que aparece sobre el papel, pero que de hecho no se practica. Es necesario, además, atraer la presencia de más responsables europeos ante el Parlamento español. La comparecencia en el Congreso del presidente del Banco Central Europeo, Mario Draghi, fue un ejemplo de ello, aunque no que se hiciera a puerta cerrada. 


			Como decimos, este debate puede ser una ocasión para reforzar la democracia nacional. No obstante, no cabe ignorar la naturaleza del parlamentarismo español, que no es equiparable al holandés, el danés, el alemán y el británico.  


			

			 



			EUROPA ¿SOLUCIÓN O EXCUSA? 


			

			 



			Aunque no en el mismo sentido, la tan manida frase de Ortega y Gasset en 1910: «España es el problema, Europa la solución», sigue siendo válida un siglo después, aunque el país esté ya plenamente incorporado a la Unión Europea, y más aún a su Unión Monetaria. Europa no es ya solo un instrumento —«regeneración es el deseo; europeización es el medio de satisfacerlo»—, sino que, tras la convulsa historia del viejo continente en el siglo transcurrido desde entonces, constituye un fin en sí mismo.  


			Sin duda, la integración ha supuesto nuevos problemas para España. Ha perdido algún instrumento importante de gobierno, como por ejemplo el de los tipos de interés, la devaluación de la moneda nacional y, últimamente, una parte de la política fiscal. Desde el punto de vista político, ante un shock, es mucho más difícil practicar una devaluación interna —esencialmente a través de la reducción de los salarios, los márgenes de beneficios y los precios— que una devaluación de la moneda nacional, empobrecedora del conjunto del país. Esta es absorbida rápidamente y conlleva una inflación que acaba dañando aún más a los más débiles, además de ser una trampa frente a terceros en el Mercado Único.  


			La integración implica ceder soberanía a instancias superiores, compartirla, y, sobre todo, acatar un nuevo tipo de disciplina que, con toda probabilidad y a causa de la presión de los mercados, habría que seguir igual incluso si no formáramos parte del euro, como refleja, en cierta medida, el caso británico. Mientras haya déficit primario y necesidad de recibir prestado, solo puede haber disciplina, que es más llevadera dentro de la UE. La gente entiende que, para un país como España, en el euro hace frío, pero fuera, hiela. España no tiene alternativa en este siglo XXI salvo «más Europa», lo cual no significa, ni mucho menos, que en Europa se agoten sus posibilidades; ni que no se le planteen a España problemas, si en este camino en vez de converger diverge en riqueza por habitante, desigualdad, tipos de interés, etcétera. La divergencia no es sostenible, ni para España ni para otros países, ni siquiera para el euro y para la propia construcción europea en su conjunto. 


			Europa sigue siendo la solución. ¿En qué sentido? En el sentido de que, frente a la globalización, Europa es el único marco posible de cierta recuperación de soberanía, de cierta capacidad de influencia. Y no en el sentido de que nos vaya a resolver nuestros problemas, sino en el de que nos obligará a practicar las reformas que contribuyan a ello. Este país necesita realizar una serie de reformas que, sin la presión de Bruselas, ningún gobierno siquiera intentaría. La marcha hacia la actual UE fue un acicate para la modernización y la democratización de España en la Transición, como también lo fueron los esfuerzos para entrar en el euro. Sigue siéndolo ahora en la salida de la Gran Recesión. Solos no podremos. Necesitamos el «reformador externo». Los japoneses tienen un término, gaiatsu, para recoger el uso de la presión exterior para las reformas, aunque el gobierno sea reticente a admitirlo públicamente. La cuestión consiste también en saber si las reformas que se nos imponen desde Europa son las correctas. En todo caso, Europa como solución no es lo mismo que Europa como excusa o como forma de hurtar el debate al cuerpo ciudadano. En efecto, como insistimos, demasiado a menudo se toman en el ámbito europeo decisiones o recomendaciones que los gobiernos no se atreven a tomar por sí solos a nivel nacional. 


			Una parte de la ciudadanía más joven en España ve la Transición y el ingreso en la UE como algo lejano, histórico, casi dado. Su europeísmo es diferente al de las generaciones anteriores, para las cuales la integración en Europa y la democratización y modernización de España son dos caras de la misma moneda. Estas nuevas generaciones dan por supuesto la Europa sin fronteras, con una moneda única, o la de los programas Erasmus de intercambio de estudiantes. Sin embargo, sería relativamente fácil, aunque doloroso, deshacer lo andado. No hay que dar nada por supuesto. 


			La pertenencia a la UE, y al Consejo de Europa, supone un plus, más que de democracia (pues se pierde el control), de Estado de derecho. A menudo se ve como un doble refuerzo. Sucedió con la sentencia que obligaba al Parlamento a modificar el proyecto de Ley de Desahucios, que finalmente adoptó. O con la sentencia contra la «doctrina Parot». Se puede ganar calidad democrática real, aun perdiendo soberanía democrática nacional formal. En ello aparece también un plus de ciudadanía, con los derechos añadidos que supone lo que se ha venido en llamar «la ciudadanía europea». 


			Con la crisis y las políticas de austeridad impuestas desde Bruselas y Berlín, la desconfianza en las instituciones europeas se ha disparado, como ya hemos mencionado antes, hasta un 75%, invirtiendo las tendencias históricas del europeísmo de los españoles desde su ingreso en la Comunidad Europea en 1986. Sin embargo, es aún más grande la desconfianza en el gobierno nacional, aunque esto no suponga ningún consuelo, pues refleja el descrédito de las instituciones nacionales y que a los españoles les preocupa más la calidad de sus instituciones que la de las instituciones europeas, a pesar de que estas empiecen a ser objeto de su atención. Junto a la citada desconfianza hacia la UE, aún hay, sin embargo, un apoyo mayoritario a la pertenencia al euro, aunque en rápido deterioro (52% en mayo de 2013, si bien once puntos menos que seis meses antes), así como un sentimiento de que la pertenencia de España a la Unión es buena y positiva, lo que supone una base desde la cual parece posible reconstruir el europeísmo en España, aunque ya no llegue a ser el mismo.  


			No hay que esconder, sin embargo, que si Europa es, para un país como España, la mejor manera de lograr participar en la gobernación de la globalización, la propia globalización puede estar generando tendencias centrífugas en la UE. Si en 2005 un 72% de las exportaciones españolas iban dirigidas al resto de la UE, ahora solo lo hace un 61% (lo que supone un aumento de exportaciones hacia otras zonas). Lo mismo le ocurre a Alemania. 


			Falta, además, una verdadera política española de penetración en las instituciones europeas. Países como Alemania, Francia, Reino Unido, Italia y Polonia la tienen. Sin ella, España participará menos en la gobernación europea —en ese sentido, perder la silla en el Consejo del Banco Central Europeo ha supuesto un grave paso atrás—. La política española de personal en la UE es crucial para el peso de España en la Unión, y por tanto para hacer política europea, en especial ante una Comisión Europea que, como hemos apuntado, si bien antes protegía los intereses de los países pequeños, ahora atiende cada vez más los intereses de los grandes. Esta política no implica solo luchar por ocupar puestos importantes, sino ocuparse también de los funcionarios intermedios. 


			Asimismo, España necesita tener una política de alianzas en la Unión Europea, y no solo en la eurozona. Tal política debe priorizar las relaciones con Francia y Alemania, y, fuera de la eurozona, con el Reino Unido y Polonia, sin desatender, por supuesto, una «dimensión sur» que se ha evitado en esta crisis. Es probable que haya sido un error evitar a toda costa una alianza del sur, sobre todo con Portugal, Italia y, aunque sea otro caso, con Grecia. 


			Durante años, desde 1986 e incluso antes de su ingreso en la actual UE, España ha ganado en y con Europa. No obstante, desde hace cinco años viene perdiendo. Fuera de Europa habría perdido más, pero seguir perdiendo no es sostenible. Europa puede moverse en distintas direcciones. Algunas le van bien a nuestro país, como ha ocurrido entre 1985 y 2010, cuando la dirección del movimiento beneficiaba a España, Alemania y los otros. Desde entonces, insiste Alonso Zaldívar, Europa se viene moviendo en la dirección que le va bien a Alemania (tanto como a los países acreedores) y mal a España. Alemania está dedicada a evitar que se rompa el euro, pues sabe que ella sería la que resultaría más dañada, e intenta minimizar los riesgos de transferencias e inflación, aunque sabe que ambos objetivos son contradictorios. Asimismo, la ralentización del crecimiento de las economías emergentes llevará a Alemania a valorar mejor el mercado que supone el sur de Europa. Se abre así un margen para España y otros deudores, a una negociación que durará hasta el final de la inevitable reforma de los tratados. Por lo tanto, mucho dependerá de lo que se logre. La gran partida está abierta, y de ella se derivará que Europa siga siendo parte de la solución para España. Y para la propia Europa.  


			Más allá de las cuestiones institucionales a las que nos hemos referido, la legitimidad de la UE seguirá siendo en buena medida una legitimidad de ejercicio. No es que no haya un demos en la UE, sino varios demoi. Aunque junto al demos cabe hablar del etnos, definido como una serie de elementos que resultan en una voluntad manifiesta de vivir juntos. Del etnos, señala Alonso Zaldívar, se habla poco porque su exageración en otros tiempos llevó, en ciertos casos, al racismo. Pero dista de estar claro que los finlandeses quieran convivir con los andaluces, o los británicos con los italianos, si eso conlleva pagar un precio no despreciable. En el momento en que la crisis económica actual ha revelado el precio de esa convivencia ha sido cuando se ha abierto la crisis política. Las tensiones dentro de la eurozona no las han provocado las instituciones (aunque las puedan haber empeorado), sino la recesión y el desempleo, por un lado, y la necesidad de hacer transferencias, por otro. De ahí que la salida de la crisis actual debe facilitar, para el futuro, que la UE haga de nuevo lo que hizo antes, impulsar el crecimiento, la convergencia, la igualdad, y no lo contrario. Las instituciones que consigan eso se reforzarán; las que no lo consigan entraran en crisis.  


			España tiene que estar en la UE. Evidentemente, para eso debe seguir existiendo la UE, algo que no está garantizado. Se trata, como hemos dicho, de que la política democrática gane en España y en Europa. No de que pierda en ambas. Este es un debate que se ha retrasado durante demasiado tiempo en nuestro país. Es necesario y sano que lo haya, alejado de toda beatería europeísta. 
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			DESPOLITIZAR Y REPOLITIZAR LA POLÍTICA 


			

			 



			Los partidos políticos están en el epicentro de la desafección, del desprecio de los ciudadanos hacia la política y de una corriente de opinión contra los políticos en general. De nuevo no solo en España, pero sí abonada en nuestro país por una separación entre el elector y los elegidos, de la mano del sistema político y electoral imperantes; por unos casos de corrupción que vuelven a surgir socavando la democracia; por unos programas electorales que demasiado a menudo se incumplen a conciencia y no solo obligados por las cambiantes circunstancias; por un lenguaje político que no es el de la gente de la calle; y por el resugir de la oligarquía y el caciquismo tradicionales, hoy oligopolios y partidismo. Es absolutamente crucial cambiar esta situación. Una parte le corresponde a los propios políticos, bajo la presión de la ciudadanía. Para ello es necesario despolitizar algunos aspectos de la vida pública, a fin de repolitizar y democratizar otros.  


			Pese a la fronda contra los políticos y los partidos políticos, estos son necesarios como mecanismos de elaboración y transmisión de voluntades colectivas, de representatividad, en democracia. Pero en una sociedad conectada, tienen que cambiar y abrirse hacia nuevas formas de participación de la ciudadanía en la política. La democracia representativa, como ya hemos apuntado, no ha de desaparecer, sino que ha de realizarse —¿cuántos electores hablan regularmente con los diputados que les representan?— y completarse con mayores grados de participación y de deliberación, ahora posibles. La política debe convertirse en una gran conversación, o varias, entre los ciudadanos y sus representantes, en una conversación permanente, y no solo de elección en elección. Si los consumidores actuales quieren interactuar y participar en la narrativa de la marca, más que simplemente consumir productos de forma pasiva, como señala Kathryn Perera, directora del Movement for Change, vinculado al Partido Laborista británico, ¿cómo no van a querer hacerlo en la toma de decisiones políticas? La forma de hacer política en democracia en sociedades avanzadas está cambiando. Y solo estamos al inicio de esos cambios cuyo alcance únicamente podemos empezar a imaginar, y a impulsar. Los cambios se imponen con la resistencia de la clase política. Ese es el problema. La política se está quedando rezagada respecto a las posibilidades, tecnológicas y otras, del presente, cuando tendría que ir por delante. 


			

			 



			POLÍTICOS: MENOS Y MEJORES 


			

			 



			Se ha asentado la idea de que en España sobran políticos. ¿Cuántos hay? No hay datos oficiales. Ferrán Martínez i Coma hizo un cálculo aproximado de 160.000. Otros han hablado, sin base real, de 300.000. Podemos estimar en unos 125.000 los puestos de carácter político en España (70.541 representantes, 2.456 en gobiernos, 23.502 asesores y 25.695 en organismos públicos). Si dejamos de lado los concejales locales (lo cual no implica ignorar que los alcaldes elegidos para organizar la vida en común de sus paisanos son hoy por hoy los políticos que más responden ante sus electores), en España, no hay muchos representantes electos. Al contrario, tanto en el ámbito estatal como en el autonómico, en comparación por ejemplo con Alemania, las cámaras españolas son contenidas en términos de diputados. Si a ello le añadimos que los salarios de los diputados se encuentran en la franja inferior del estipendio percibido en las democracias europeas, podemos decir que España gasta relativamente poco en políticos electos. 


			La cosa cambia un poco cuando incluimos los cargos gubernamentales (ministros y, sobre todo, otros cargos ejecutivos de libre designación). Aunque su salario también es bastante más bajo que en la mayoría de los países europeos, España aparece entre los países que poseen más cargos ejecutivos de carácter político. Sin embargo, la gran diferencia idiosincrática de la política española aparece en el mundo subnacional y «parapolítico». No tanto en el altísimo número de concejales, poco significativo porque la mayoría de ellos (de municipios menores de 5.000 habitantes) no cobran por serlo y son irrelevantes en la gobernación real. La clave es el elevado número de cargos en organismos públicos (en especial en los autonómicos y locales), así como de asesores y personal de confianza en las instituciones locales. Es allí donde se ha ido tejiendo la gran malla que sostiene los partidos políticos en España y la que permite perfilar miles de carreras políticas, de tono más bien bajo y cuyo carácter político no debe exagerarse: hay más clientelismo (o «patronazgo» político) que verdadera política de partido, en el sentido ideológico de la expresión.  


			Suman  125.000, por tanto. ¿Son muchos? En el Reino Unido, por ejemplo, según cálculos de la BBC en 2009, la suma de políticos electos y asesores políticos a cargo del erario público ascendía a 29.000. En el sistema británico, la capacidad de nombrar asesores políticos es mucho más reducida, hecho al que se añade la despolitización de la administración. Ciertamente, hay que tener cuidado al comparar un sistema de tradición muy funcionarial y baja politización de las administraciones, como el británico, con uno planteado de modo opuesto, como el nuestro. Pero el exceso español es patente, aunque se reproduzca en otros países de nuestro entorno sudeuropeo, como Italia. El hecho de que corresponda a una tradición y a una trayectoria histórica no significa que no se pueda aspirar a cambiarla.  


			En este país —de nuevo, no es el único—, los partidos con opción de gobierno, a cualquier nivel —incluido, naturalmente, el autonómico y local—, se han convertido en agencias de colocación. De hecho, como opina Gómez Yáñez, el poder de un partido y el poder en un partido a menudo dependen de cuántos se puedan colocar en puestos de asesores, contratados, etcétera. Esto es lo que los norteamericanos, con un sistema aún más brutal en este sentido, llaman el spoil-system, según el cual el partido ganador «ocupa» la administración.  


			Esta condición de agencias de empleo otorga mucho poder a los partidos y a los gobernantes. Favorece la corrupción, el amiguismo y el caciquismo, y eventualmente tiende a desprofesionalizar y a restar eficacia a las Administraciones Públicas. No es un sistema que impere en todas las democracias europeas, sino en las más meridionales, además de en las americanas. No ocurre así en los países nórdicos ni en el Reino Unido, donde los jefes de gabinete de los ministros, incluso del primer ministro, no cambian con sus titulares, y donde el nombramiento de asesores políticos, como hemos señalado, está sumamente limitado. En estos países los partidos no son agencias de colocación. Pero en España sí. Y esta facultad se ha incrementado con la falta de transparencia de la miríada de empresas públicas creadas en todos los ámbitos, donde la discrecionalidad es aún superior a la de las administraciones públicas. Esto es importante, pues no se puede mirar solo a las administraciones clásicas. Lo «público» es hoy más. 


			Cambiar de modelo implica cambiar el sentido mismo de la militancia de los partidos. En el actual sistema democrático, los partidos españoles nunca han sido de masas, sino de cuadros, o partidos «electorales profesionales», aunque la militancia (medida en cotizantes más simpatizantes) haya crecido. Sin embargo, ya no parece que se pueda aspirar a un modelo de partidos de masas, de gran afiliación, estable, de ideas, cuando la sociedad evoluciona hacia pautas de participación más inestables, puntuales y mediadas por las nuevas tecnologías. Los grandes partidos españoles conocen esa realidad, pero se resisten a ella. La militancia debería orientarse más a la voluntariedad en las campañas y otras actividades permanentes, antes que a la idea de configurar cuadros para ocupar el poder tras ganar las elecciones, entre otras razones porque el número de cargos que se deben ocupar ha de reducirse. Ahora bien, esto no obsta para que los partidos españoles sean hoy, en afortunada expresión de Raimon Obiols, partidos de «cargos públicos y aspirantes a cargos públicos». 


			El hecho de que los partidos se hayan convertido en agencias de empleo no implica que hayan sabido administrar bien su propia selección del personal. La clase política actual es a menudo percibida como la peor de la democracia. El sistema ha fracasado a la hora de que los mejores, o al menos personas lo suficientemente buenas, se sientan atraídos por la política, o que aquellos que se sienten atraídos sean seleccionados. Siempre hay excepciones, claro. Y es verdad que se demanda más. Como señala Malleret, «las cualidades del liderazgo se están viendo desafiadas por los cambios sistémicos ocurridos en varios campos muy diferenciados: economía, geopolítica, sociedad, medio ambiente, tecnología... que interactúan entre sí de modos complejos». Hoy se requiere mucho más de un político y de un concepto moderno del buen gobierno. 


			La Transición fue un momento muy especial. En aquel momento, muchos profesionales con carreras profesionales en marcha las dejaron a un lado, al menos temporalmente, para dedicarse a la tarea de consolidar la democracia en España. Desde entonces, la política, al menos en los partidos tradicionales (PP, PSOE, CiU, PNV) se ha profesionalizado y burocratizado. Entre otras razones, porque la burguesía ilustrada, en la medida que subsiste, ha dejado la política. 


			Los actuales políticos españoles suelen ser denostados a menudo por su incompetencia profesional y su falta de formación (como muestra el revuelo causado cíclicamente por el político de turno que no posee estudios universitarios o, incluso, que no posee formación de bachillerato). Al margen de lo cuestionable de ese debate, que no tiene en cuenta el tipo de capital político que a menudo poseen los individuos que triunfan en política sin haber realizado un recorrido académico completo, en España es una crítica con algunos nombres propios pero sin base empírica. Nuestros dirigentes políticos tienen, en términos formales de currículo, una formación muy alta: el 85% del conjunto de diputados autonómicos desde 1980 (un porcentaje mayor para los consejeros autonómicos), el 90% de todos los diputados nacionales y el 95% de los ministros poseen una o más titulaciones universitarias. En el caso de los ministros, casi la mitad de ellos completó, además, su formación de grado con másteres y tesis doctorales (en especial entre los ministros de las etapas de gobierno socialista). 


			En realidad, es un rasgo compartido con Grecia y Portugal (y en menor medida, Italia), a quienes la sobrecualificación de las élites políticas en los máximos escalones del poder no solo los diferencia del resto de sus ciudadanos, sino que los aparta también del patrón europeo, en el que ha habido un mayor acceso para dirigentes con menor formación (el 77% para la media de países del norte y el centro de Europa después de la Segunda Guerra Mundial, entre los que destacan en particular Noruega, Islandia o Dinamarca, entre otros, donde uno de cada tres ministros no había llegado a cursar estudios universitarios). 


			No obstante, uno de los problemas reside en que la política actual está integrada en una parte importante por personas que carecen de experiencia profesional propia fuera de la propia política, y donde muchos han ingresado muy jóvenes. Las largas y únicas carreras políticas empiezan muchas veces desde las organizaciones juveniles de los partidos. Hacen toda su carrera en la política, salvo cuando se trata de funcionarios, de los que hay un exceso en la política, al menos en la política nacional. Como ha apuntado Xavier Coller, no se trata solo de abrir un debate sobre la selección meritocrática de los políticos, sino de que los partidos se abran a la sociedad con el fin de identificar a aquellas personas que, más allá de sus credenciales educativas, tengan la experiencia profesional y vital necesaria, hagan contribuciones relevantes en sus campos respectivos y puedan ser atraídas para el oficio de la representación.  


			Los recursos humanos son una decisión fundamental que las empresas se toman muy en serio. La política, mucho menos. La selección del personal político se hace esencialmente por la vía de los partidos políticos, de sus estructuras. Y suelen medrar los que mejor se manejan en este entorno, no los que podrían ser mejores gobernantes a cualquier nivel. Los militantes intervienen de modo insuficiente, y no digamos ya los ciudadanos. Una forma de mejorar la selección de personal político sería con el voto de militantes y ciudadanos al elegir en primarias o asambleas de partido a los candidatos a cargos electos, y luego reforzar la capacidad de elección y no votar simplemente por unas listas. Ello incrementaría la rendición de cuentas de los políticos. 


			En las administraciones públicas españolas, sobre todo en la central, los gobernantes tienden a buscar apoyos en los funcionarios de los grandes cuerpos frente a sus propios partidos, y en numerosos interinos. Mariano Baena del Alcázar llamó a esto «spoil system a la española», algo reservado a los funcionarios. Aunque en España está tasado que, salvo excepciones a justificar (fácilmente), los directores generales y subsecretarios de la Administración General del Estado tengan que ser funcionarios de carrera, ello no ha evitado su politización. Todo lo contrario, ha politizado la función pública también porque la política en España, como decimos, se nutre asimismo de funcionarios, de ida y vuelta. En la actualidad, muchos puestos políticos los cubren o funcionarios de carrera o personas que han entrado en un partido y han hecho toda su carrera en él, es decir, casi funcionarios de partido (figura sí reconocida en el ordenamiento alemán). Casi un 80% de los diputados de la legislatura de 2011 son funcionarios públicos. Esto también es parte de la herencia del despotismo ilustrado. En el Reino Unido, el funcionario que quiere entrar en política tiene que renunciar a la función pública. No hay ida y vuelta. Quizás habría que introducir un sistema así en España, al menos para los grandes cuerpos, pues de lo contrario no se conseguirá despolitizar la función pública. 


			La otra cara de la moneda es que es una minoría la que procede del sector privado, con sus experiencias. Esta circunstancia empobrece la política. Resulta difícil, claro está, dejar el sector privado para dedicarse a la política, si consideramos que la vuelta —en especial desde la izquierda— será difícil incluso con la figura de la excedencia obligatoria. Se da, además, un problema especial con los miembros de la carrera judicial, que entran en política y pasan así de un poder del Estado a otro, pudiendo regresar a su plaza sin ningún problema, posibilidad que debería suprimirse. 


			La política no es un ejercicio profesional bien remunerado. Tampoco es un oficio con retribuciones transparentes. Se habla mucho de lo que cobran los políticos en España. Quizás algunos, en una parte de la política local, cobren en exceso. Pero en España ningún ministro ni muchos políticos ganan un sueldo comparable con lo que cobrarían en empleos con similares niveles de responsabilidad si llegaran a tenerlos, aunque a veces haya puertas giratorias que lo permiten después, en un trasiego de intereses. 


			El caso de un presidente de gobierno —aunque en España esté muy por debajo de lo que ganan sus colegas europeos— es distinto, pues tiene una asignación vitalicia y otras opciones tras salir del cargo. Sin embargo, que un ministro cobre menos de 70.000 euros brutos anuales no es la manera de atraer a los mejores a la política, aunque el sueldo medio en España esté en 23.000 euros y el más habitual en 15.500. El Parlamento no es transparente en cuanto a remuneraciones, pero por la propia información que suministra el sueldo base de un diputado está en unos 39.000 euros anuales, que pueden llegar a los 54.000 en caso de los portavoces en comisión. Aunque con algunas lagunas, un informe británico ha puesto de manifiesto que los diputados españoles son de los peor pagados de los países europeos comparables. Un diputado británico de base cobra el equivalente a 78.000 euros, comparable a un alemán —donde se defienden estos sueldos en aras de la independencia de los parlamentarios—, pero con otras partidas suplementarias para gastos de alojamiento y otros, más otro tanto para su staff local. Italia paga a sus parlamentarios 140.000 euros de sueldo base. El Parlamento Europeo, con sus generosas dietas (el sueldo base suele ser el nacional) es una excepción. Y no es solo cuestión de cuánto cobran los diputados en España. De hecho, también carecen del apoyo de asesores del que sí dispone, por ejemplo, un diputado alemán, que cobra más y cuenta con un equipo propio, además del que le proporciona el partido, para realizar así mejor su trabajo. El dinero que las Cortes o el Senado asignan para asesores y apoyo lo distribuye el grupo parlamentario, no lo controla el diputado. 


			Si queremos que los mejores, o los buenos, entren en política —y una vez en ella funcionen bien—, no se les puede pagar sueldos bajos, dejarlos sin apoyo y pretender que su servicio, muchas veces en sus mejores años profesionales, sea solo en nombre del bien público. Son necesarios menos políticos, pero mejores y mejor pagados, aunque en estos momentos sea impopular plantearlo. Claro que, como apunta Marta Romero, si la gente cree que hay demasiados políticos y que ganan más dinero del que merecen es porque no se percibe el valor de su trabajo, no parece que resuelvan los problemas de los ciudadanos. Por el contrario, se les ve como una casta privilegiada a la que, a diferencia de la mayor parte de la ciudadanía, no le afectan los recortes, ni la austeridad, porque han conseguido blindar sus privilegios. 


			La preocupación por la calidad de los políticos debe medirse por otros indicadores: la calidad de su «representación» de los ciudadanos (¿les representan realmente?, ¿saben explicar sus programas, sus objetivos políticos, así como sus incumplimientos?) y de sus resultados (¿obtienen un buen resultado en su proceso de gobernación, o de control de los gobernantes desde la oposición?). Sin embargo, en esa cuestión, la calidad de los políticos es un reflejo a su vez de la calidad política de sus ciudadanos y de sus expectativas ante los políticos. 


			El deterioro del liderazgo de las élites políticas y su pérdida de calidad no es exclusiva de España. En los últimos años, el debate (y los trabajos publicados para estimularlo) ha ido ganando presencia en el Reino Unido, Italia, Francia, Alemania o Estados Unidos, por citar algunos. Le Crépuscule des  petit dieux, de Alain Minc, o Twilight of the Elites, de Christopher Hayes, apuntan, desde ópticas ideológicas opuestas, al mismo fenómeno. No obstante, en estos países la preocupación se ha encaminado sobre todo a sus consecuencias, al debilitamiento del vínculo democrático de la representación y a la amenaza que la autonomía de ciertas élites políticas y, sobre todo, económicas, puede representar para la democracia, con la sustitución de la voluntad de los ciudadanos por la de unas minorías posicionadas estratégicamente para controlar las finanzas y las decisiones clave de la economía nacional y mundial. Es el riesgo que representa el auge de los «plutócratas», retratados por Chrystia Freeland.  


			Una pregunta necesaria es «¿Qué esperamos de un político?». Stephen Medvic, en su libro In Defense of Politicians, advierte de la enorme disparidad que a menudo parece darse entre lo que los ciudadanos esperan de sus políticos y lo que realmente pueden obtener, lo que llama la «trampa de las expectativas». El politólogo estadounidense parte de la pregunta sobre si una democracia puede sobrevivir si los ciudadanos desprecian a los políticos que han elegido, y advierte contra un injustificado grado de exigencia respecto a los dirigentes políticos, que siempre se verá desmentido por la realidad y que puede conducir a la antipolítica a aquellos ciudadanos que simplemente esperan demasiado.  


			La trampa de las expectativas surge de tres grandes contradicciones en los ciudadanos: esperan líderes políticos que dirijan y a la vez estén dispuestos a ser dirigidos por ellos; esperan líderes políticos que se mantengan fieles a sus principios ideológicos y programáticos, y a la vez estén dispuestos a renunciar a ellos, sean pragmáticos y alcancen acuerdos en todas las grandes materias con sus oponentes; y esperan líderes de cualidades excepcionales, de formación y comportamiento excelso, a la par que sencillos y cercanos al individuo común, además de mal pagados. No es muy difícil observar que, ante tales contradicciones, es muy probable que las expectativas de los ciudadanos ante los representantes políticos se acaben frustrando y alimenten la desafección de lo político. 


			Hay dos elementos en la historia y en la cultura política españolas que alimentan esa trampa: el valor del igualitarismo, que ha venido de la mano de la consolidación de la democracia y que tiende a valorar negativamente cualquier atisbo de exclusividad social o cultural; y la forma en que llegó y se ha desarrollado la democracia en nuestro país, estigmatizando el carácter inherentemente conflictivo que acompaña a todo debate político, pues la democracia es una forma pacífica de resolver conflictos de intereses. El resultado ha sido el desarrollo de una cultura política ingenua y escéptica ante lo político. 


			Es evidente que el buen gobierno requiere buenos gobernantes, aunque también, como veremos, buenas instituciones. Y estos gobernantes, ¿deben liderar o deben seguir la opinión del pueblo? ¿Deben arrastrar o deben verse arrastrados? Sin lo primero, no hay liderazgo, una cualidad esencial en política nacional e internacional, aunque no sea suficiente, como muestran algunos peligrosos líderes populistas a lo largo de la historia. Pero la política no se puede limitar a un encargo hecho a los elegidos. 


			

			 



			CAMBIAR LOS PARTIDOS 


			

			 



			Al comienzo de la Transición, el único partido que verdaderamente tenía una amplia militancia y una estructura real en España era el Partido Comunista de España (PCE). Había que crear partidos con estructuras sólidas en un país que carecía de ellos. De ahí que se privilegiaran las marcas y el poder de las cúpulas frente a las individualidades, con un sistema electoral basado en listas sobre las que tienen la última palabra, en especial en las grandes circunscripciones, las direcciones de los partidos políticos. Y de ahí también un sistema de financiación pública que se ha visto desbordado. 


			Esto ha llevado a una gran separación, alienación y desafección entre el elector y los elegidos, quienes, a menudo, sobre todo cuando las listas son largas en las provincias o en las ciudades más pobladas, resultan anónimos para los ciudadanos. En la Comunidad de Madrid se elige una lista cerrada y bloqueada de 129 individuos. ¿Y quién se acuerda del nombre del candidato del PSOE o del PP elegido en uno u otro partido en el puesto octavo por Madrid o Barcelona, en las elecciones generales? ¿Y por qué ha de decidirse en Madrid quién será el candidato por Burgos? Eso no ocurre ni en Alemania ni en el Reino Unido, por citar dos ejemplos con sistemas bien diferentes, donde el ciudadano, el votante, sí sabe a quién ir a ver o escribir para plantear problemas que deben resolverse desde su circunscripción, y donde el representante dedica a ello un esfuerzo considerable.  


			El sistema creado por la Transición ha funcionado aunque los partidos se han debilitado por la fuerza de sus organizaciones regionales y la aparición de los «barones». Pero ha generado un sistema de partidos, aunque ahora esté en entredicho, y ha logrado trabar mayorías de gobierno, lo que no es poco. Pero mucha gente no se reconoce ya en este sistema. El «No nos representan» del 15-M ha calado. Los partidos políticos, como en muchos otros países, han perdido conexión, y además, según Transparency International, son considerados globalmente, en el mundo, como las instituciones más corruptas. Han perdido preeminencia como mecanismo para la expresión de la opinión política y la representación. Para recuperarla, los partidos deben adaptarse en sus estructuras internas y en su actuación externa e interna. Y lo tienen que hacer porque los partidos son imprescindibles. Sin partidos, no hay democracia, aunque esta sea mucho más que los partidos. 


			

			 



			La primera y más importante medida que se debería introducir sería la de establecer por ley la elección de los candidatos a cargos representativos por primarias entre los militantes —incluso entre los simpatizantes o ciudadanos en general— locales, regionales o nacionales, según corresponda aunque habría que acabar antes con el sistema de listas cerradas y bloqueadas. Desde luego, sería necesario llevar a cabo primarias abiertas para la elección del candidato a presidente del gobierno, como ahora propone el PSOE en la estela del impulso que le supuso a François Hollande tal sistema de selección. El riesgo de esto es un posible choque, como el que se dio entre Josep Borrell y Joaquín Almunia en el Partido Socialista, si gana el que «no es del aparato». Pero, en general, insistimos, todos los candidatos a puestos elegibles han de someterse a primarias, o asambleas locales de los partidos, incluidos todos los miembros de las listas y no solo el cabeza. Esta medida quitaría mucho poder a los mandos intermedios y a las cúpulas y acercaría a los aspirantes a los electores (aunque se pueda prestar a manipulaciones por medios o poderes locales). 


			Un modelo de partidos muy distinto y regido por leyes estatales que introducen distintos modelos de primarias es el sistema que impera en Estados Unidos, si bien no sucede lo mismo en la mayoría de los países europeos, aunque se esté imponiendo en algunos. En el sistema alemán, del que se habla mucho, son las organizaciones de los militantes locales de los partidos las que suelen elegir a los candidatos en una suerte de primarias. Los candidatos caídos «en paracaídas» por decisión de la organización central no suelen ser bien recibidos, y, además, posteriormente se tienen que someter al voto nominal de los electores (que votan por separado a un candidato y a una lista nacional). En Holanda, en una parte de los partidos, los candidatos se someten a ese tipo de escrutinio previo. En España, puede que no baste la voluntad y el uso, y haya que imponerlo por ley —bajo control del Estado— para forzarlo y equiparar a todos los partidos. No será fácil convencerlos, pues los propios aparatos de los partidos perderían poder. Claro que, a la larga, la alternativa puede ser perder votos si no se introducen estas medidas. En todo caso, si no es aún posible tal cambio en la ley de partidos, nada impide que un partido lo adopte de forma unilateral y cree una dinámica y unos usos que obliguen a los demás a seguirla. Las primarias serían un paso importante. Aunque, a pesar de todo, no sean la panacea, pues también las primarias producen fatiga en los militantes y los ciudadanos. En Italia, por ejemplo, los participantes en las primarias del Partido Democrático han bajado de 4,5 millones, en 2005, a 3,5 millones, en 2012, y a 2,8 millones en 2013. 


			Habría que desburocratizar y desanquilosar las estructuras internas de los partidos. Como proponen Gómez Yáñez y otros, celebrar congresos cada dos años como mínimo —y mejor cada año, como en el Reino Unido (aunque allí sean más de carácter programático)— permitiría desdramatizar estas citas y producir una renovación gradual de los órganos de gobierno de los partidos y de sus programas, fórmula que facilitaría el relevo de las personas y su reintegración (que también es importante) a la actividad profesional. La renovación, el debate y el pluralismo en los partidos ganarían también si, en vez de ir de arriba abajo, sus congresos, como ya hacen algunos, se celebraran según un calendario inverso: primero las agrupaciones locales y regionales; luego, las autonómicas, y finalmente la elección en el nivel central, pues tal orden fomentaría un debate de abajo arriba.  


			Los partidos se pueden reformar por dentro, pero tal vez necesiten una palanca externa con una reforma de la ley de partidos y, hasta cierto punto, del sistema electoral. Paradójicamente, España es, junto con Portugal y Alemania, la democracia que más ha legislado sobre los partidos. Al mismo tiempo, no ha habido apenas debate a la hora de redactar las leyes de partidos, el sistema electoral, o hablar de financiación. No ha habido debate porque los partidos del sistema (desde el PP hasta IU, pasando por los nacionalistas) piensan esencialmente lo mismo: los partidos no deben rendir cuentas ante la sociedad, tienen miedo de que su supervivencia dependa de la ciudadanía, y sostienen que debe ser el Estado el que los mantenga. Sin embargo, no son asociaciones privadas que pertenecen a sus miembros. Bajo esa idea, como puso de manifiesto en su día Manuel García Pelayo en El Estado de partidos, anida la resistencia de los partidos a cualquier regulación interna que restrinja su libertad, es decir, la de sus direcciones. 


			Tampoco ha habido debate porque no han existido grandes diferencias de modelo. Solo desde hace un tiempo, y ante la crisis del sistema político, han empezado a surgir plataformas de expertos y ciudadanos que abogan por hacer cambios en la ley de partidos, o en los sistemas electorales, una presión que ha obligado al PSOE, por ejemplo, a ofrecer algunas reformas a las que no hace tanto estaba cerrado. Se ha abierto el debate. 


			En cuanto a la financiación de los partidos, en el fondo, las diferencias son menores y de matiz: los de derechas confían más en las rentas empresariales y en las donaciones anónimas; los de izquierda, en el Estado (y en los bancos). Y casi todos en la financiación ilegal. La financiación está conectada con todo lo demás: corrupción política, democracia interna, sueldos de los políticos, transparencia, papel de los ciudadanos y los militantes, relación con el Estado, etcétera. El actual sistema de financiación, de nuevo, está condicionado por las circunstancias de la Transición, con la necesidad, entonces, de reforzar unos partidos con estructuras débiles y bases sociales reducidas. Los partidos tenían que afrontar unas campañas que empezaban a ser caras con unos medios escasos. La financiación pública era necesaria, pero no bastó. Y se buscó financiación privada a menudo por caminos fraudulentos ante las limitaciones que se impusieron. 


			La ley de financiación de los partidos de 1987, reformada en 2007, no ha tenido gran éxito en cuanto a la efectividad de su cumplimiento real o de la superación de los problemas que se planteaban y se siguen planteando. La financiación pública está cambiando, con una participación local y autonómica cada vez mayor frente a la estatal, lo que complicará su control. De hecho, los partidos han utilizado el Estado autonómico para «tapar» una realidad: si bien ha habido una moderación a la baja de las aportaciones de las instituciones centrales (así los partidos pueden argumentar que sus reformas limitaron el gasto electoral), la realidad es que esa contención se ha visto compensada con creces con el incremento vertiginoso del dinero público que reciben de las instituciones autonómicas y locales. Esto señala otra debilidad de los partidos, relacionada con la financiación: el reforzamiento de las élites territoriales, que controlan las fuentes de financiación en ascenso.  


			Aunque se han limitado por ley las aportaciones privadas, la realidad de la financiación irregular ha sido muy diferente, hasta el punto de generar problemas sistémicos de corrupción. Dentro de lo legal, incluso las fundaciones de los partidos han escapado a estos límites y, hasta tiempos recientes, al escrutinio del Tribunal de Cuentas. A este y otros respectos, el Grupo de Estados contra la Corrupción (GRECO), del Consejo de Europa, ha amonestado en varias ocasiones a España por malas prácticas y falta de transparencia en la financiación de los partidos.  


			Los partidos se van a incluir en la futura Ley de Transparencia, pero de poco servirá si no cambia la composición y el funcionamiento del Tribunal de Cuentas, demasiado lento y demasiado dominado por los propios partidos, como veremos. Por ello será también necesario que diferentes empresas independientes lleven a cabo auditorías anuales, con anterioridad a la presentación de las cuentas que más tarde deberán ser aprobadas por los máximos órganos de dirección del partido. Y también será necesario que estos órganos puedan ser responsables en términos civiles y penales. 


			Hay que señalar que las primarias y otras necesidades, como los nuevos tipos de campañas, encarecerán la vida de los partidos, lo cual introducirá otro dilema: o más financiación pública o una entrada masiva de dinero privado, oficial u oficiosa. Este dilema llegará a España en cuanto comiencen a celebrarse primarias en serio. Reclamar financiación solo pública —que equilibraría la igualdad de oportunidades— no resolverá la cuestión. Esta financiación es necesaria, pero no suficiente. Debe ir acompañada de una total transparencia —también en cuanto a las fundaciones—, la supresión de las cantidades mínimas exentas de control, para evitar el troceado, y el refuerzo de las penas en caso de incumplimiento por parte no solo de los partidos, sino también de las empresas e individuos que contribuyan a su financiación.  


			

			 



			DESBLOQUEAR EL SISTEMA 


			

			 



			Maurice Duverger, el gran estudioso de los partidos, consideraba que un sistema político vale lo que vale su sistema electoral. La política británica no hubiera sido igual sin un sistema mayoritario a una vuelta con circunscripciones uninominales, probablemente el que más acerca el elegido al elector y el que obliga a los diputados a pedir cuentas a la dirección de los partidos, porque pone en riesgo su puesto de trabajo. También la Quinta República Francesa se explica por el sistema mayoritario a dos vueltas. O el alemán, con un sistema mixto de elección de candidatos individuales y listas. O también las listas abiertas y con preferencias cruzadas de los irlandeses. 


			El sistema español, con distritos provinciales y listas cerradas, ha favorecido la marca de los partidos, la formación de mayorías y la representación de minorías significativas. De hecho, el elector español sigue mucho a los líderes de los partidos, y vota, o al menos votaba, esencialmente según la marca, hasta el punto de importarle poco el nombre de los candidatos de las listas, salvo el primero por Madrid, el candidato a presidente del gobierno. La mejor prueba de ello son las elecciones al Senado, donde, pudiendo elegir candidatos de diversos partidos, la elección se concentra de manera abrumadora en los candidatos pertenecientes a una misma formación. 


			¿Por qué cambiarlo? La razón principal estriba en la necesidad de una mayor representatividad y mejor relación entre el elector y el elegido, sin mermar por ello la capacidad de gobernabilidad que, sin embargo, puede estar en cuestión si los votantes se alejan de los grandes partidos. Abogamos por dos posibles modelos: el alemán y el holandés, aunque puede haber otros, o diversas combinaciones. 


			El sistema alemán implica, tras la designación de candidatos por parte de los militantes del partido en el área geográfica en cuestión —una suerte de primarias—, un doble voto ejercido al mismo tiempo: a un candidato y a una lista. Obliga a ser flexible con el número de diputados, pues no se conoce de antemano. Si salen elegidos más diputados individuales de los que corresponden a la lista nacional (o regional, en otros casos) de su partido, hay que ampliar la cámara, al menos había que hacerlo hasta la última reforma. Permite una relación directa con los elegidos nominalmente, y también que entren en las listas candidatos con otros perfiles más técnicos que los acostumbrados a campañas directas. Obligaría a que la provincia dejara de ser la circunscripción básica. 


			El sistema holandés supone listas desbloqueadas en un único distrito nacional. Aunque cada partido es libre de hacer lo que desee —y de hecho puede haber candidatos individuales que no se presentan por ningún partido—, los candidatos a las listas en algunas de las formaciones —laboristas, liberales, democristianos— suelen tener que someterse a primarias por parte de los militantes locales de cada partido, aunque el sistema tiene resultados desiguales. En las elecciones propiamente dichas, el elector puede designar un candidato de la lista. Si obtiene un número suficiente de votos, puede salir elegido, con independencia de su orden en el elenco. Suele ser difícil pasar del número veinte al cuatro, pero entre los primeros, puede funcionar. En la práctica, sin embargo, suele ser el cabeza de lista el que más votos obtiene, y la mayoría de los candidatos debe su elección al número en que se sitúan en las listas. De ahí la importancia, más de usos que de leyes, de las primarias en este caso. 


			Primarias para la designación de los candidatos y listas desbloqueadas donde se puedan introducir preferencias conformarían una doble manera de dinamizar el régimen español, sin cambiar por ello de sistema electoral. Se lograría, como señalan los holandeses, la accesibilidad y la apertura, y que además se sigan generando mayorías de gobierno bastante estables, aunque, como decimos, esto dependerá de la fuerza de los grandes partidos. Los Países Bajos, en las elecciones generales, son un único distrito electoral (lo cual lleva a una cámara fragmentada). Sin embargo, en España se podría aplicar por provincias o eliminando la referencia en la Constitución a la provincia como distrito electoral en las generales para las más pobladas para evitar listas largas. Así se lograría que los candidatos en las listas hicieran tanto o más caso a sus electores que a los aparatos de su partido. Se cambiaría el equilibrio en el seno de los partidos, pero no entre partidos, algo que debería resultarles más fácil de digerir y aceptar. 


			Junto a Madrid y Barcelona en las autonómicas y municipales, el caso más flagrante de listas cerradas y organizadas por las cúpulas de los partidos se da en las elecciones en España al Parlamento Europeo, hecho que contribuye a su distanciamiento: cincuenta y cuatro a la vez, una garantía para el desconocimiento de casi todos los candidatos. Aunque en el conjunto de la Unión Europea (los británicos juiciosamente no) se haya tendido a este sistema con una circunscripción única, este modelo habría que cambiarlo, entre otras cosas, para ir a circunscripciones más pequeñas que acercaran los eurodiputados a los ciudadanos. 


			

			 



			EL PARTIDO POSDEMOCRÁTICO DEL FUTURO 


			

			 



			Tal como decimos, no solo se trata de cambiar leyes, sino también usos. Y a este respecto, los partidos, todos los que tengan posibilidades, van a cambiar de la mano de la revolución introducida por Obama y el Partido Demócrata en Estados Unidos en sus campañas. Es el sistema que ha aplicado, con éxito, el socialista François Hollande para llegar a la presidencia de la República. Es un cambio que obliga a los partidos a acercarse a los electores. Ya en 2008, y sobre todo en 2012, la campaña de Obama —Obama for America— logró utilizar los modelos estadísticos más avanzados para identificar votantes específicos que pudieran decantarse por el candidato demócrata. Se apoyó en la movilización de un ejército de voluntarios que fueron a visitar a estos ciudadanos en sus casas.  


			Es verdad que hay precedentes con Reagan. Y que ya hace tiempo, Roland Perry escribió un libro titulado Elecciones  por ordenador. Sin embargo, estamos ante un salto cuantitativo que implica un salto cualitativo. Las campañas de Obama han sido una revitalización del «puerta a puerta», esta vez casado con las maravillas de la informática, sobre bases de información y análisis —de datos— mucho más sofisticadas de lo que plantearon en los inicios de este método Alan Gerber y Donald Green en la campaña de New Haven en 1998. Buscan el aumento de la participación sobre todo en electores dudosos, que nunca habían votado o que se podían decantar por Obama. A la vez, ellos y otros utilizan también las redes sociales en busca de información, en lo que se vino a llamar RCT (Randomised Control Trials [o pruebas de control al azar]). Son campañas conducidas por datos, con minería de datos, en los que se cruza también información comercial legal. 


			No obstante, es un sistema muy caro. En 2012, los demócratas de Obama gastaron en tecnología más que nunca. Como señala Brian Whitaker, director de Tecnología del Comité Democrático Nacional, supone el uso eficaz de tres recursos finitos: tiempo, dinero y gente. No es seguro que los partidos europeos puedan llegar a gastarse los 100 millones de dólares necesarios para establecer y utilizar las bases de datos necesarias para su funcionamiento. 


			Este sistema está suponiendo tres renovaciones. En primer lugar, una nueva atención personalizada al votante que acerca el candidato, aunque sea a través de voluntarios, al elector. En segundo lugar, un nuevo papel para estos voluntarios, militantes o no, que quieren participar en las campañas más allá de la organización de mítines y del reparto de pegatinas y pasquines, o de la búsqueda de empleos. Para los voluntarios en la campaña de Obama fue, y es, toda una experiencia en un país que valora las cosas hechas a cambio de nada. Por su parte, Hollande llegó a movilizar a 80.000 voluntarios que llamaron a cinco millones de puertas en cuatro meses, según Guillaume Liegey, Arthur Muller y Vicent Pons, quienes gestionaron esa campaña de movilización, dirigida, como en el caso de Obama, en primer lugar a los abstencionistas. En tercer lugar, podemos decir que este modelo mantiene el vínculo con los electores de forma más permanente entre elección y elección, de manera que se les pueden explicar, y discutir con ellos, los temas más diversos e individualizados, en esta época de «individualismo sofisticado» y de nuevas identidades, como señala Umberto Marengo.  


			Diversos estudios relacionan esta evolución con la emergencia de una mayor «personalización» de la política, en detrimento de programas e ideologías, donde la política se concentra en el vínculo del líder electoral y el elector, en detrimento de los partidos. Estas técnicas son más que necesarias. Para los partidos es ya imprescindible conocer a quien les va a votar. Las herramientas se utilizan para conseguir votos. Pero pueden contribuir a la reconexión, al reacercamiento de los partidos a los ciudadanos. De hecho, con esos sistemas se puede hacer una campaña electoral casi personalizada para cada votante. 


			Puede ser una nueva vía de input ciudadano —además del emitido por las redes sociales— hacia los partidos y las políticas, y viceversa, aunque no la garantiza. Así, en los meses previos a su campaña electoral propiamente dicha, los voluntarios de Hollande se dedicaron a ir de casa en casa para criticar la reforma de las pensiones de Sarkozy y explicar lo que el Partido Socialista proponía. Como señala Kathryn Perera, «el público pide más conversación que emisión». O como dice Rui Moreira, el nuevo alcalde independiente de Oporto: «La gente está harta de escuchar a los políticos; quiere hablarles». Se responde así a la necesidad que tienen los partidos, si quieren sobrevivir, de construirse una infraestructura permanente de movilización para implicar a unos ciudadanos desafectos y que ven la política crecientemente como algo remoto. Al hacer de la movilización una prioridad, el partido político se implicará de forma constante con los votantes entre elecciones, y no solo en el momento del voto, en un diálogo más permanente, lo que supone reconocer la obsolescencia de sus organizaciones, sus redes de locales y agrupaciones, que han sobrevivido como escenarios de luchas por ser incluidos en las listas o cooptados por el alcalde. 


			El cambio estriba en volver a establecer la relación con la gente. Ante el fracaso de la organización convencional (agrupaciones y militantes de base) como instrumento de conexión social, de captación de demandas y transmisión de mensajes, hay que recurrir a estos sistemas. Las organizaciones convencionales están fracasando: no sirven para enlazar con la gente, detectar demandas y convertirlas en programas políticos. No valen para seleccionar dirigentes con un mínimo atractivo, y los aparatos llevados a su paroxismo acaban paralizándose. Ahora bien, este tipo de técnicas lleva a cosificar al elector y a convertir crecientemente la política en un sofisticado marketing por parte de los partidos, que verán a los electores casi más como consumidores que como ciudadanos. De ahí el riesgo de lo que Angelo Panebianco llama partidos «electorales-profesionales». 


			En todo caso, en la estela de Estados Unidos, esta es una técnica electoral que están adoptando cada vez más partidos de todo signo, en todos los países europeos, España incluida. Los expertos del Partido Demócrata de Estados Unidos han estado enseñando a utilizarlo a otros partidos afines en los últimos años. Con datos gratuitos o más baratos, es un sistema que ya está penetrando en muchos partidos europeos. Los socialdemócratas alemanes lo han seguido en la campaña de 2013, con un aumento, aunque insuficiente, en el número de votos. Los laboristas holandeses también lo han practicado. Y no solo los partidos usan este tipo de técnicas. Como ejemplo, la embajada de Estados Unidos en Francia organizó una serie de sesiones con jóvenes líderes en las banlieues, que proporcionaron después una interesante red de información. 


			Otro aspecto del cambio de los partidos es el hecho de que en España, con la Transición y las elecciones libres, los partidos que venían de atrás abandonaran en buena medida la organización por ramas de empresas o profesionales, para centrarse en el ámbito residencial-territorial, que es el propio del voto. Ese fue, quizá, uno de los grandes errores del Partido Comunista de España. Los partidos, sobre todo los de izquierdas, dejaron así de estar presentes en esos entornos profesionales, incluso en el mundo de las ONG y otras organizaciones de la sociedad civil, como las de consumidores, provocando, como ha ocurrido con la Plataforma contra los Desahucios, o con el 15-M, la aparición de nuevas formas de organización o de activismo social al margen de los partidos políticos y en rechazo de estos. Si los partidos quieren sobrevivir, deben volver a estar presentes en el ámbito profesional, laboral y de consumo, entre otros. Pues también se trata de atender a las necesidades de una sociedad civil básicamente desorganizada. 


			

			 



			LA CORRUPCIÓN Y EL DESPOTISMO ILUSTRADO 


			

			 



			Según varios estudios, en poco más de una década, España ha sumado ocho centenares de casos de corrupción, no todos ellos judicializados, con dos mil detenidos. Es una minoría, pero significativa, de entre la clase política. No obstante, esta se beneficia a menudo de un modo más general de la corrupción, convertida en un mal endémico y sistémico que entronca con oscuros precedentes en el devenir histórico del país, y que daña gravemente nuestra imagen, ya sea en Europa, en Estados Unidos o en América Latina. 


			Crouch señala: 


			

			 



			Si extrapolamos las tendencias recientes, el partido típico del siglo XXI consistiría en una élite interna que se autorreproduce, alejada de su base de movimiento de masa, pero en connivencia con algunas grandes empresas que a su vez pagan servicios, encuestas y dinero, a cambio de influencia política. 


			

			 



			Esta influencia serviría para diseñar las políticas públicas y, en muchos casos, especialmente en España, para conseguir contratos con las administraciones públicas. Quizás el paradigma de esta distorsión de la democracia en nuestros tiempos sea Silvio Berlusconi y sus diferentes partidos, que en Italia logró mezclar en una persona y en una política el interés general con su interés personal y empresarial. 


			Un gran problema de España —y de algún otro país de nuestro entorno— es que, a este y otros respectos, somos (en el mejor de los casos) hijos del despotismo ilustrado, más que de la Ilustración. De aquellos barros vienen estos lodos. La Transición lo tapó durante unos años, pero de nuevo resurgen algunas tendencias profundas arraigadas en nuestro ser. La corrupción política en este país es parte de esa trayectoria (tanto como de otras anteriores, cuando los galeones fabricados en los astilleros reales tenían doble fondo para contrabandear lingotes). Y esta sociedad, al menos hasta la crisis, ha sido permisiva con la corrupción. 


			El caciquismo del siglo XIX no ha desaparecido, sino que se ha transformado, ahora agazapado en una parte del sistema estatal, autonómico y local. La connivencia entre lo público y lo privado, tan característica de España y que ha llevado a lo que el filósofo y expolítico brasileño Roberto Unger llama, para el caso español, el «mercantilismo plutocrático», está muy presente en la vida española y sus escándalos. Es algo muy diferente de la cada vez más necesaria colaboración público-privada, o del apoyo del Estado a las empresas españolas en el extranjero. Está en la base de la corrupción y del anquilosamiento económico de España, como ya hemos alertado con Pascual-Ramsay. Volveremos sobre ello. 


			La corrupción política es un problema sistémico, aunque solo la protagonice una minoría de los políticos. En Italia se calculó en su día que la Tangentopoli llegó a representar un 10% del PIB. Probablemente estemos lejos de tales cifras, si bien alcanzamos niveles preocupantes que, además, deforman la democracia y la vida económica. Un profesor austriaco, Friedrich Schneider, ha calculado el coste de la corrupción en España en un 1% del PIB. Sea como fuere, y aunque sea obra de una minoría, constituye un problema de país. Un problema que a menudo se ha intentado acallar. Como cuando Pasqual Maragall esgrimió, en 2005, el famoso 3%  de comisiones en financiación ilegal para un partido, CiU —y de otros—, por parte de las constructoras que contrataban obra pública. Le obligaron a retractarse. Las comisiones han seguido en toda España y en muchos partidos, incluido el primero, el PP, como están poniendo de manifiesto el caso Gürtel y el de Bárcenas. 


			Ante los casos de corrupción, hay que separar claramente las responsabilidades políticas de las judiciales. Demasiado a menudo se confunden. Este es un país en el que se dimite poco por razones políticas. No hay instrumentos, indica Gómez Yáñez, que obliguen a dimitir: no hay una asamblea de partido que conozca al político en cuestión desde hace años y al que se ha de pedir el voto en primarias, frente a otros contrincantes. Es decir, las propias carencias de la ley de partidos y del sistema electoral, además de las de la cultura política, frenan estas dimisiones. Sin instrumentos, no hay cultura política ni razones políticas. La razón política es la posibilidad, casi certeza, de perder el escaño; no hay razón política más poderosa que esa. 


			Un caso como el Bárcenas hubiera implicado dimisiones en muchos otros países de nuestro entorno, no por responsabilidad penal, sino política. También en los casos de corrupción de Convèrgencia o de Unió en Cataluña, y en otros, como el de los ERE en Andalucía. Pero la cultura, el uso, de la dimisión por responsabilidad política —no judicial, en procesos que se alargan durante años— no ha arraigado en este país por las citadas razones. Si el órgano interno del partido en cuestión se reuniera cada cuatro meses y sus miembros dependieran de sus abochornados afiliados, entonces la situación sería diferente, como indica Gómez Yáñez vinculando la cultura de la dimisión al funcionamiento interno de los partidos. Claro que también hay una cuestión de cultura más general. En la Europa protestante se dimite más que en la católica. 


			Todo ello ha ido en detrimento de la calidad y la credibilidad de la democracia, aunque al final la justicia emita su veredicto. No es que la ejemplaridad —para Javier Gomá el principio organizador de la democracia moderna— esté ausente, sino que estamos en la situación contraria: la presencia de una mala ejemplaridad pública. Y ello en un momento especialmente grave, cuando se les pide sacrificios a los ciudadanos; más paro, más impuestos, salarios más bajos y menores prestaciones sociales. 


			Se están poniendo sobre la mesa nuevas medidas contra la corrupción política. El gobierno de Rajoy ha presentado una batería basada en propuestas del Centro de Estudios Constitucionales, pero no va a las raíces del mal. Desde luego hay que recuperar el buen funcionamiento de las instituciones. Luchar contra la corrupción requiere dar nuevos pasos decisivos y procurar mecanismos de control (que han de incluir también los de los afiliados). Pero también un cambio de cultura política y social. Un curso acelerado de Ilustración, moralidad y ejemplaridad, para quitarnos esa rémora de la Contrarreforma y del despotismo ¿ilustrado? y lo que vino después. 


			Los políticos y las organizaciones políticas que han caído en la corrupción son los primeros responsables. Pero la corrupción no surge solo de los políticos que se dejan corromper por las razones que sea, incluida la financiación ilegal de sus partidos, sino que surge de empresas y empresarios que pretenden favorecer sus intereses con medidas o contratos públicos. La corrupción no desaparecerá mientras no se rompa la excesiva connivencia entre empresas y administraciones públicas a todos los niveles.  


			Asimismo, se necesitan nuevos instrumentos, sí, y una nueva moral pública, pues los ciudadanos que votan a corruptos sabiendo que lo son también comparten esa responsabilidad moral y política. Los corruptos son los que corrompen, los que se dejan corromper, los que votan a corruptos y los que no los denuncian. Como cantaba Joan Báez, «si no luchas para acabar con la corrupción y la podredumbre, acabarás formando parte de ella». 


			

			 



			EL CERROJO DEL TRIBUNAL DE CUENTAS 


			

			 



			Una clave de lo que está ocurriendo, y de lo que hay que cambiar —despolitizar para repolitizar la política— es el Tribunal de Cuentas. Este ha quedado secuestrado por los partidos políticos, que copan su Consejo, y nombran a dedo a funcionarios o contratados, práctica criticada por el propio Tribunal Supremo en una reciente sentencia. Sus doce consejeros son elegidos por 3/5 del Congreso de los Diputados y del Senado. Al final, muchos de sus informes —cuando superan la fase de «En observación» en manos de los consejeros— acaban en la Comisión Mixta Congreso-Senado para el Tribunal de Cuentas, que los puede retener durante años. Todo queda en casa. 


			Para la fiscalización de los gastos de los partidos políticos, el Tribunal de Cuentas carece de un departamento propio, y de hecho reúne a un grupo de funcionarios cuando se requiere —con expertos que saben de cuentas de las Administraciones, pero no de los partidos—, todo ello bajo la estricta vigilancia de dos coponentes del PP y del PSOE. A principios de 2013, los últimos informes databan del ejercicio de 2007, aunque posteriormente, ante la presión de los casos de corrupción, se ha acelerado la labor para recuperar las demoras. Será difícil, por definición, que en estos informes aparezcan casos que han nutrido una contabilidad B opaca y al margen de los cauces legales. El Tribunal de Cuentas poco tiene que decir sobre la manera de actuar al margen de las cuentas oficiales de Bárcenas en el Partido Popular. Sin embargo, las cúpulas de los partidos, como Consejo de Administración, deberían ser penalmente responsables del funcionamiento de su partido en caso de que este incurra en delitos. 


			Además, en muchas ocasiones, las cuentas de los partidos que llegan al Tribunal son incompletas, pues incluyen las de la organización central, pero olvidan las de las regionales o provinciales. Según un reciente cambio propiciado en la ley de financiación de los partidos, se incluyen las cuentas de las fundaciones de los partidos, como hemos apuntado, no sometidas a los límites de estos en cuanto a las aportaciones privadas. Pero entran de puntillas. El Tribunal no obliga a estas fundaciones a consolidar sus cuentas, ni entra en su gestión, solo se queda en la observación de la «regularidad financiera». 


			El Tribunal de Cuentas es necesario para estos y otros menesteres. Sin embargo, para cumplir con su función debería ser independiente. De verdad. En una nueva ley orgánica, el número de consejeros se podría reducir sobremanera y promover que entre ellos solo hubiera un número muy reducido, o ninguno, de designación directa, es decir, que respondieran a criterios políticos en los que su relación con quienes mandan en los partidos contará más que su pericia. Como en el resto de la administración, hay que evitar que entren funcionarios designados o contratados a dedo. El Tribunal Supremo ya ha señalado que el de Cuentas no puede tener más personal eventual que fijo. Además, habría que facilitar la presencia en su seno de expertos procedentes de la Inspección de Hacienda y de la Abogacía del Estado, y dotarlo de capacidad para fiscalizar todas las acciones financieras de los partidos sin excepción ni límites.  


			

			 



			TAMBIÉN LOS SINDICATOS (Y LA PATRONAL) 


			

			 



			Si los partidos políticos tienen que cambiar, también deben hacerlo en profundidad los sindicatos, y en especial los dos más grandes: Comisiones Obreras (CC.OO.) y la Unión General de Trabajadores (UGT). Esta última celebró en abril de 2013 su 41º Congreso Federal. Casi pasó desapercibido el hecho de que su secretario general, Cándido Méndez, había sido reelegido —tras complicados pasos previos— por otro mandato, después de diecinueve años en el cargo. A estos cargos, así como a la paralela patronal, dominada por José María Cuevas durante veintitrés años, seguido de Gerardo Díaz Ferrán, que tuvo que dimitir a los tres años acusado de delitos societarios que le han llevado a la cárcel, se les debería aplicar una limitación de mandatos.  


			Una parte de los problemas de los sindicatos, y de su pérdida de poder, deriva de la situación actual del mercado laboral, con el incremento de los parados, de los contratos temporales y de los autónomos, circunstancia que les deja menos juego, aunque también de la propia última reforma laboral. Otra parte de su crisis con la CEOE viene dada como consecuencia de sus orígenes: del sistema sindical franquista que de alguna manera se vertió en la Transición y en la Constitución que legitimó democráticamente un sistema de representación corporativista, como recuerda José Antonio Zapatero, con un sistema organizativo marcado en especial por los convenios colectivos sectoriales y provinciales. 


			En España los sindicatos siempre han sido organizaciones de baja afiliación, derivada en parte de factores históricos y de la falta de percepción por parte de los trabajadores de un valor añadido en esa afiliación, aunque sí se dé en la representación a través de elecciones, en los centros de trabajo que lo permiten. Según Andrew J. Richards, la afiliación sindical era de un 2% antes de 1914; de un 9%  en  1920, y del 12% en 1930, En 1978, un año después de su legalización tras el franquismo, hubo 2,45 millones de afiliados en estos sindicatos, aunque la cifra bajó posteriormente. La baja afiliación se ha visto también favorecida por el hecho de que muchas pymes carecen de estructuras sindicales, así como las grandes empresas de servicios, como PriceWaterhouse, por citar un ejemplo.  


			Y si la afiliación sindical había repuntado algo, con la crisis y la temporalidad de los empleos esta se ha desplomado hasta perder 300.000 afiliados en los tres primeros años de la depresión. Según los datos oficiales, a finales de 2010 solo un 16,4% de los ocupados en España pagaba una cuota a organizaciones sindicales, un punto menos que tres años antes. En general, la afiliación a los sindicatos ha descendido en toda Europa tras una crisis en la que no han podido hacer gran cosa, salvo intentar, sin conseguirlo, canalizar la frustración a través de huelgas generales que no han funcionado como esperaban. En realidad, la defensa sindical de los trabajadores es mucho más difícil ante el aumento de la temporalidad de las plantillas y tras la última reforma laboral y el fin de la llamada ultraactividad de los convenios colectivos. 


			Hoy, siete de cada diez trabajadores, según algunas encuestas, no se sienten representados por los sindicatos. El Barómetro del CIS de marzo de 2011 puso de relieve que, para un 46,8% de los encuestados, tras la firma del acuerdo sobre las pensiones, había empeorado su opinión sobre los sindicatos, aunque este empeoramiento se dé también respecto de los partidos políticos, y de muchas instituciones. 


			Los sindicatos sí se han separado de los partidos con los que tenían relaciones más estrechas —UGT del PSOE, y CC.OO. del Partido Comunista—. Sin embargo, esta mayor independencia política «no ha ido acompañada por la construcción de alianzas a largo plazo con otros actores sociales progresistas», según lo describe Richards. Que los sindicatos se deban dedicar a otras actividades es, sin embargo, una cuestión polémica, pues se convertirían en lobbies, en grupos de presión sobre cuestiones que rebasan su quehacer habitual, que también puede incluir, a través de la concertación social, su participación en políticas públicas.  


			El cambio en el panorama no les favorece, con el surgimiento de nuevas categorías de trabajadores, en un momento en que el sector industrial se ha reducido en beneficio de unos servicios menos sindicalizables, con un mercado laboral más flexible en el que la negociación colectiva pierde crecientemente importancia, con un desempleo disparado y una competencia global que no existía hace quince años. Los sindicatos están encontrando serias dificultades para relacionarse con los colectivos más afectados por las medidas de austeridad, principalmente los jóvenes, los precarios y los parados, es decir, los outsiders. De hecho, como señala Angie Gago, existen evidencias para pensar que la falta de representación de estos habría minado el poder de veto de los sindicatos, al tener dificultades para movilizar a este sector. En la actualidad, los sindicatos han perdido influencia y necesitan grandes medidas —como huelgas generales, de bajo seguimiento— para hacerse oír. En realidad esto obliga a reflexionar sobre la dificultad de crear nuevos instrumentos de presión de los asalariados en un mundo globalizado. Ese es el problema de fondo de los sindicatos, aderezado en España con algunos problemas de «acomodo burocrático». 


			Su gestión de la crisis ha dejado mucho que desear. Ambas organizaciones sindicales, así como la CEOE, fueron en buena medida responsables de fomentar, ya en plena crisis, que los salarios subieran en 2008, 2009 y hasta 2010. Sin embargo, en 2012 lograron un acuerdo para reducir salarios, y en 2011 habían alcanzado un acuerdo con la patronal y el gobierno sobre la reforma de las pensiones. 


			Es importante renovar los sindicatos por dentro y en relación con la sociedad, con el objeto de que sirvan para fomentar la modernización del país, defiendan los intereses de los empleados —y de los parados, demasiado a menudo abandonados a su suerte—, así como de los autónomos, cuyo creciente número tampoco defienden bien. Sería muy difícil, aunque deseable y necesario, cambiar de sistema sindical para ir a un modelo a la alemana o a la nórdica, con sindicatos únicos y closed shops. Con otro esquema sindical, podría favorecerse la participación de los empleados en los consejos de las empresas, según el modelo que impera, por ejemplo, en Alemania y Holanda.  


			En todo caso, el papel de los sindicatos sigue siendo muy importante a la hora de limitar los impactos de las olas incontroladas de los mercados y de los criterios puramente mercantiles o de rendimiento del capital, a la hora de cambiar el modelo productivo de este país, y al intervenir en las políticas de empleo. Deben transformarse por dentro, y recobrar flexibilidad, capacidad de renovación, de negociación y de pacto, ya que no han sido capaces de proponer de verdad alternativas reales de política económica frente a la crisis. Han de dejar de ser un factor de conservación para convertirse en elementos modernizadores y dinamizadores de la economía. Pero hoy por hoy, los sindicatos, pese a ser necesarios, no son un factor de vertebración de este país. Los sindicatos deben repensarse a sí mismos y plantear, justamente, unas nuevas redes de seguridad cuando están desapareciendo las antiguas. 


			Como indica el profesor Holm-Detlev Köhler, han de dinamizar su estructura organizativa mediante proyectos transversales, avanzar en la articulación flexible y complementaria de la negociación colectiva y convertirse en una organización discursiva. Y en vez de limitarlos, los poderes públicos, el gobierno, deberían fomentar un sindicalismo moderno que ha de plantearse en una dimensión europea en la que se van a decidir cada vez más cuestiones de política social.  


			El suyo es un mundo que también necesita aire fresco y cuentas claras, pues las de los sindicatos son demasiado opacas y no escapan a  casos de corrupción. Hace falta, como en los partidos y en general en todo lo público, rigor y transparencia en su financiación, una parte de la cual se lleva a cabo a través de una gestión opaca de la formación profesional, mientras no se han librado de corrupción en su seno. Habría que dar pie a un mayor control por parte del Tribunal de Cuentas, siempre que este, como hemos apuntado, se despolitizara. 


			También tiene que cambiar la CEOE, que lo ha hecho algo más a raíz de la renovación de su liderazgo tras el escándalo Díaz Ferrán. Se ha convertido en un gran aparato burocrático lleno de gente y de directivos que demasiado a menudo no tienen experiencia de empresa, y que va perdiendo sentido a medida que los grandes convenios sectoriales o provinciales dejan de tener importancia, con las negociaciones acercándose cada vez más a la realidad de cada empresa.  
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			REANIMAR LAS INSTITUCIONES 


			

			 



			España ha sufrido un fallo multiorgánico. Han fallado muchas, demasiadas instituciones, en el camino a la crisis y con la crisis, mientras otras se han puesto en duda. La confianza de los ciudadanos en las instituciones políticas y económicas se ha venido a pique. De nuevo, este no es un fenómeno que se haya dado solo en España. Pero en cuanto a buen gobierno y a calidad de sus instituciones, las percepciones de los ciudadanos españoles sitúan a este país en un nivel medio bajo, por detrás de casi todas las democracias de Europa occidental, salvo Italia. Es un problema que requiere un tratamiento general europeo, como hemos apuntado, pero sobre todo insta a reformar y reanimar las instituciones en cada país. 


			Recomponer la democracia implica también recuperar la credibilidad de las instituciones. Hacia dentro, pero también hacia fuera, pues su deterioro afecta también a nuestra posición en el mundo y en Europa, es decir, socava nuestro poder blando. Algunas de estas instituciones están necesitadas de reformas en profundidad tanto en su composición como en su forma de actuar. Y asimismo es cuestión de intentar cambiar la cultura política dominante. Una reforma adecuada y valiente, incluso osada, de las instituciones, redundará en la mayor calidad de una gobernación que ha ido a peor. En algunos casos, implicará que algunas instituciones sean más independientes. Como bien teorizó el sociólogo francés Pierre Rosanvallon, esta independencia juega en favor de la democracia, no al revés. Es el caso del Banco de España, que ha perdido mucho poder y competencias respecto al Banco Central Europeo, así como credibilidad en su gestión tanto de la burbuja financiera como de las cajas. Y es también el caso del ya citado Tribunal de Cuentas y de los reguladores de algunos sectores económicos, justamente en su intento de evitar verse sometidos a presiones —directas o indirectas a través del gobierno— de las empresas que intentan regular. 


			Sin ánimo de exhaustividad, nos limitaremos a algunos poderes e instituciones básicos para el funcionamiento de la democracia en este país, como son la Corona, el Parlamento, las administraciones públicas y la justicia. 


			La revisión institucional, sin embargo, no debe limitarse al Estado central. Un defecto de la política española consiste en la incapacidad para reconocerse como Estado descentralizado, y por tanto dependiente de varios centros decisores. El hecho de que en la política española sea posible y tolerable este comportamiento de las instituciones centrales, como si no hubiera más niveles de gobierno, es un reflejo de cuánto falla nuestra gobernanza en el ámbito interno. En España hay una política multinivel. Es lo primero que salta a la vista cuando se observa desde fuera. Sin embargo, desde dentro tendemos a abordar los niveles completamente por separado, como si no hubiera una interrelación entre ellos, pese a que cualquier gobernante se percata con rapidez de la complejidad que supone gobernar en un país donde muchas decisiones centrales han de pasar también por el sistema autonómico, y viceversa. Así las cosas podemos afirmar que, de alguna manera, ambos centros de poder, central y autonómico, están obligados a entenderse. 


			Un fallo de nuestra descentralización, sobre el que volveremos en el siguiente capítulo, es la absoluta ausencia de las instituciones autonómicas en el proceso de decisión estatal, al margen de ciertos procesos específicos como la reforma de los estatutos o de las conferencias autonómicas sectoriales, de desigual funcionamiento. De los dos principios que implica toda descentralización federalizante —gobierno compartido y autogobierno—, en España solo se da la segunda.  


			

			 



			LA CORONA: UN DEBATE REAL 


			

			 



			La Monarquía se está viendo seriamente afectada por los vientos que corren contra los políticos y las instituciones. La imagen de la Corona se ha deteriorado de forma importante. El caso Nóos, de supuesta corrupción, que afecta a la familia Urdangarin-Borbón, ha centrado muchas atenciones y ha puesto de relieve formas de actuar que, sean o no punibles —eso lo tendrá que decidir la Justicia—, atentan contra la moralidad pública. No obstante, también la opacidad que ha dominado durante demasiados años el funcionamiento de la Casa Real, y algunos excesos cometidos por el rey, como sus partidas de caza de Botsuana con la princesa Corinna, han deteriorado esta imagen. Formas de actuar que habían resultado tolerables hace años se han vuelto ahora intolerables, en medio de una crisis económica que afecta a tantos hogares.  


			El debate sobre el mantenimiento de la Monarquía o la instauración de la República no está plenamente abierto, aunque ahora, en Cataluña, se haya mezclado con la cuestión del independentismo. En otros momentos, cuando se llegó a plantear una «opción confederal», para algunos nacionalistas catalanes la figura del rey era útil. Ahora parece que ya no es así.  


			Es verdad que la distancia entre monárquicos y republicanos se ha estrechado a menos del 12% en favor de los primeros, y que entre los menores de 35 años, que no tienen experiencia de la Transición, ya a finales de 2011 se daba un empate en un 45%. Pero este no es, hoy por hoy, un verdadero tema de debate, pues los problemas profundos del país son otros, y el cambio en la forma del Estado no resolvería ninguno de ellos. La popularidad del príncipe Felipe es mayor que la de su padre, pero esto no quiere decir que mañana no pueda sufrir, ni mucho menos que la Corona no deba reformarse para ponerse a la altura de los tiempos. Todo lo contrario. 


			Aunque echa raíces en una cierta tradición española, la actual Monarquía es, para muchos ciudadanos, algo que vino del legado del franquismo y se transformó en un sistema democrático parlamentario, sistema que el propio monarca impulsó en la Transición y que defendió cuando se produjo el intento de golpe de Estado del 23 de febrero de 1981. En cierta forma, Juan Carlos I se ganó su propia legitimidad en el ejercicio de su función. Aunque al hacerlo, asentó el «juancarlismo» más que el monarquismo. Ganó auctoritas más que una potestas a la que contribuyó a renunciar. 


			Si miramos hacia atrás, la Monarquía y el rey han cumplido sus funciones. Es un sistema que no ha resultado excesivamente caro y que ha proporcionado estabilidad interna. Hacia fuera se ha mostrado —como otras monarquías, quizá con un grado más alto de personalización— como una fuente de «poder blando» —«la capacidad de producir resultados a través de la atracción y no de la coerción», como lo define Joseph Nye—, y no solo en esta era de la celebridad en la que los monarcas y las familias reales son examinados permanentemente por la lupa de los medios de comunicación, mirada que hace que sus fallos o excesos acaben jugando en contra de ese poder. Es evidente que don Juan Carlos se ha convertido en el mejor embajador de España, pese a lo manido de la expresión. Sin embargo, los ciudadanos miran ahora, más que al pasado, al futuro. No basta con los servicios prestados. Este es un país que solo juzga, mientras uno esté vivo, por lo último que se ha hecho o lo próximo que se va a hacer. 


			Para el constitucionalista Fernando Rey, «la draconiana dieta de poder le ha permitido a la Corona ganar peso político». De hecho, su función y peso no es de mediación —que ahora algunos reclaman—, sino de impulsor y propiciador de diálogos a menudo discretos. En la actualidad, la transparencia —que se ha puesto en marcha— y la regulación legal, así como un mayor control por parte del Parlamento son condiciones necesarias para la Monarquía, que ha carecido de una ley orgánica que la regulara y ha desarrollado un espacio de autonomía propio en el que la sobreprotección política y mediática ha constituido un marco en el que se pudieron cometer errores. Estos son cambios que se deben llevar a cabo con independencia de los actuales escándalos que afectan a la familia real.  


			En este mundo en el que imperan criterios mercantiles, también la Monarquía es una marca, una marca corporativa, como analizaban hace casi una década Balmer, Greyser y Mats. Para ellos, las monarquías deben prestarse a ser gestionadas, en especial cuando son marcas corporativas, con una herencia. Una monarquía constitucional, recuerdan, y esto se aplica claramente a España, depende del apoyo de sus ciudadanos y de su Parlamento. Además, puede verse amenazada por «problemas de reputación que lleven a la erosión de la aprobación y del apoyo a la institución por parte del público, como en el caso de las marcas corporativas». Concluyen que «la fuerza de una monarquía reside de manera significativa en su naturaleza simbólica y su uso de los símbolos». Aunque, claro, la comparación en la marca entre una monarquía y una empresa tiene sus límites: el objetivo en este caso es mejorar sus resultados contables y su valor en bolsa, mientras que una monarquía los puede utilizar para mejorar los resultados sociales y los valores básicos del país. Es justamente lo que se necesita, que la Monarquía se implique más en mejorar estos aspectos.  


			A diferencia de otras monarquías, la nuestra ya nació con un sesgo funcional, y este es el que debe actualizarse y reforzarse. Lo simbólico tradicional —más presente en otras monarquías— no bastó desde un principio (juiciosamente, Juan Carlos I evitó dotarse de una corte), y menos aún servirá de cara al futuro. El impulso racionalizador, que en las democracias ilustradas no se detiene, presiona cada vez más a las monarquías, entre ellas, desde luego, a la española. Aunque lo simbólico-representativo parte de ese poder blando, juega de cara al exterior, en América Latina o en el mundo árabe. 


			La Monarquía española no tiene margen para ganar en simbolismo, pero sí para generar más confianza en su manera de funcionar. Su inclusión en la Ley de Transparencia —a petición de la propia Zarzuela, arrastrada por los acontecimientos— es un paso, si realmente funciona. Pero también se requiere regular por ley su funcionamiento —incluido el nombramiento del jefe y el secretario de la Casa Real y sus asesores militares a propuesta del gobierno—, así como la definición de lo que constituye la familia real, además de suprimir de la Constitución la preferencia del varón en la línea sucesoria, en este caso para favorecer al príncipe Felipe sobre sus hermanas. 


			No sería conveniente entrar en una reforma constitucional amplia sin la figura del actual rey, ni olvidar que la Corona es un elemento esencial de la actual construcción constitucional de la que no se podría dispensar sin más. Sin embargo, al carecer de la trayectoria histórica de, por ejemplo, la británica, una abdicación podría resultar conveniente en un plazo no alejado, y podría ser parte del legado de Juan Carlos I. Por razones diversas, estas sucesiones en vida están ocurriendo en otras monarquías europeas (e incluso en el Vaticano), que, por otra parte, aún son significativas en número e importancia en la UE. En España, curiosamente, son algunos monárquicos tradicionalistas los que han venido reclamando una abdicación precipitada. 


			

			 



			EL EJECUTIVO AHOGA AL LEGISLATIVO 


			

			 



			Muchos de los hilos que hemos ido siguiendo hasta ahora para la mejora de la democracia y del sistema político conducen al Parlamento. El predominio del Ejecutivo es total y asfixia al Parlamento, incluso en las legislaturas que han carecido de una mayoría absoluta, y las Cortes se dejan hacer con excesivo gusto. Hay muchos otros países de nuestro entorno que sufren desde hace años de «ejecutivitis», pero quizás se da de forma más marcada en este país con una trayectoria histórica al respecto. 


			El recurso al decreto ley —que entra en vigor con su publicación, aunque ha de convalidarse por el Parlamento en un plazo de treinta días, con unas reglas que recortan el debate— ha ido in crescendo, especialmente con la crisis. En los dos primeros años de gobierno del PP, se han aprobado cuarenta y tres decretos ley. En la segunda legislatura de Rodríguez Zapatero, desde septiembre de 2008 cuando estalló la crisis de Lehman Brothers, se aprobaron cincuenta y cuatro. Un exceso, a pesar de que se hayan vivido, y se vivan, momentos muy acuciantes que requieren a menudo medidas inmediatas para reformas importantes. Todo ello se ha llevado a cabo en detrimento de la vida parlamentaria y democrática, en un país en el que es necesario mejorar la forma de hacer leyes. Hay una excesiva discrecionalidad del Ejecutivo, a menudo con improvisación, no digamos ya cuando se introducen cambios de todo tipo en disposiciones en leyes que no tienen nada que ver con el tema o en ese cajón de sastre que es la Ley de Acompañamiento de los Presupuestos, a pesar de las sentencias en contra del Tribunal Constitucional. Hay, además, una excesiva influencia, y de forma opaca, de los grupos de presión en el proceso legislativo. 


			Dentro de la «ejecutivitis» hay otra deriva: el presidencialismo. La Constitución dio muchos poderes al presidente de gobierno. No es un primer ministro: escoge a los ministros. Pero habría que reforzar la capacidad de debate y el poder de decisión del Consejo de Ministros, así como la autonomía de estos, a menudo convertidos en secretarios de Estado del presidente. Una vez superada la investidura, acaba sobreprotegido por la moción de censura constructiva. Y el reforzamiento de su poder y de su figura se ha visto también impulsado por la forma de gobernar la globalización a través de las «formaciones G», y, sobre todo, de gobernar la Unión Europea, con el creciente papel que ha ganado el Consejo Europeo formado por los jefes de Estado y de gobierno. La integración europea ha reforzado en general el presidencialismo de los sistemas nacionales. Y parece una tendencia fuerte, acentuada en España por el predominio del candidato a presidente en un sistema de listas despersonalizadas, y donde el propio entorno mediático pone el foco sobre las personas que son o aspiran a ser el «número uno». De nuevo, que ello sea así no significa que no se pueda hacer nada al respecto. 


			Hay que reforzar el Parlamento frente al Ejecutivo, mediante la modificación de la moción de censura constructiva que obliga a presentar un candidato alternativo a la presidencia del gobierno —o amenazar con ello, como pasó en julio de 2013, para exigir explicaciones sobre el caso Bárcenas—, ya que, al fin y al cabo, es aquel quien se examina, y no el gobierno o su presidente. Entre la cuestión de confianza (que plantea el presidente) y la moción de censura hay poco terreno. Finalmente, hay que reforzar la codecisión entre el gobierno nacional y los gobiernos autonómicos, y ya hemos mencionado el nuevo papel que debería adquirir el Parlamento en las cuestiones europeas. 


			Nuestro Parlamento está anquilosado, en buena medida debido al modo en que funcionan los grupos y a unos reglamentos del Congreso y del Senado que responden a otra época. En la oposición, los principales partidos siempre se plantean una reforma a fondo de este reglamento, para agilizar los debates y ampliar la capacidad de control sobre el gobierno y algunas instituciones. Pero una vez en el poder, el miedo del Ejecutivo a verse sometido a un mayor control y a perder el dominio de la situación hace que esas buenas intenciones se congelen. 


			El parlamentarismo español no es equiparable al holandés, danés, alemán o británico. Nuestras Cortes son, sobre todo, fuente de legitimación y control, pero no de elaboración de políticas y decisiones, que en nuestro sistema político (como en el francés o el británico) corresponden fundamentalmente al gobierno, sin que eso sea necesariamente menos democrático. No obstante, hay que aspirar a impulsar el debate parlamentario, ya que es la manera más democrática de conformar la voluntad nacional. 


			Es necesario recuperar ese elemento, el parlamentario, esencial en un sistema que se diseñó para eso pero que se ha desviado hacia el predominio del Ejecutivo. Las intervenciones, los debates y el intercambio de ideas se deben agilizar, así como la constitución de comisiones de investigación, algunas del propio Parlamento y otras independientes, las últimas de las cuales han demostrado su valor en países como Estados Unidos o el Reino Unido. Esto no debería depender de mayorías parlamentarias del gobierno que eviten o ahoguen su efectividad. Asimismo, más allá del actual funcionamiento de la Comisión de Secretos Oficiales, hay que controlar mucho más las agencias de inteligencia desde el Parlamento, desde luego el CNI, pero también los servicios de información de la Policía Nacional y la Guardia Civil, y otros ámbitos, para lo cual es necesario formar a una serie de diputados en estos menesteres. 


			De nuevo, no todo es cuestión de cambiar leyes. Si se desbloqueara el sistema electoral de listas o se lograra otro mayoritario o mixto, los diputados escondidos en puestos intermedios se espabilarían más para darse a conocer y dar a conocer lo que hacen. No es que no trabajen, lo que sucede es que los votantes no saben en qué trabajan. También habría que agilizar su participación en plenos y comisiones para que no hablaran (más bien leyeran) siempre los mismos. Se ha perdido la oratoria, la brillantez, y se lee demasiado en este Parlamento. En el británico no es que esté prohibido, sino que cuando a un diputado (generalmente novel) se le ocurre leer —salvo que sea una corta declaración oficial— los demás le increpan. Es necesario dejar de leer en el Parlamento. Y abrir la posibilidad de interrupciones al que habla.  


			Como ya hemos señalado, en una sociedad conectada, hay que conectar a los ciudadanos al Parlamento. La mejor manera es a través de los diputados y senadores y de nuevos métodos. Van a pesar más las iniciativas legislativas populares (ILP), para las que se requieren 500.000 firmas. No es que este sistema vaya a generar el «diputado 351», pero sí puede dinamizar la situación. Claro que hay que cambiar también algunas reglas. No basta con que una iniciativa legislativa popular llegue, se vea y se pueda ignorar, después del esfuerzo que ha costado elaborarla y reunir las firmas. Es necesario garantizar que se debata en profundidad y se tome más en cuenta. 


			Lo que quizá falta en este país, en el gobierno y en el Parlamento central es una cultura de coalición. Se da y se ha dado en algunos ámbitos autonómicos, pero no en el estatal, sobre todo porque CiU siempre se ha negado, no a apoyar a los gobiernos sin mayoría absoluta, sino a entrar en el Ejecutivo de España y sentarse en la mesa del Consejo de Ministros. La «infiltración profunda en los puestos de mando» llevada a cabo por parte de los catalanes, de la que habló Jaume Vicens Vives, hubiera supuesto un cambio en la dinámica de confrontación territorial. Sin embargo, tampoco los dos grandes partidos gustan de la cultura de la coalición (si bien es cierto que Felipe González intentó convencer a Jordi Pujol, en 1993, de que CiU entrase en el gobierno, cuando el PSOE perdió la mayoría absoluta).  


			

			 



			ADMINISTRACIONES OCUPADAS 


			

			 



			Unas administraciones públicas serias, fuertes, profesionalizadas, más transparentes y motivadas son un activo institucional del Estado de Derecho. Una profunda reforma de las administraciones públicas se ha puesto en marcha a partir del informe CORA (Comisión para la Reforma de las Administraciones). Es el intento más serio hasta la fecha, pero con varios problemas y carencias que lo desvirtúan. El primero es que trata de recentralizar, poco disimuladamente, por esta vía servicios que ya se habían pasado a las comunidades autónomas o a los entes locales, cuando ese es otro debate. El segundo es que esta reforma no impediría al gobierno o al partido de turno «ocupar» las administraciones, pues de eso se trata. José Enrique Serrano, dos veces director del gabinete de presidencia del gobierno, señala algo que se olvida demasiado a menudo: la administración se dirige; no se ocupa. Ni se coloniza. Pero de eso no se habla. 


			Y, sin embargo, en España —y en algunos países de nuestro entorno—, con cada cambio de mayoría (incluso con cada cambio de ministro), hay un pernicioso hábito de proceder a un baile de altos y no tan altos cargos, para colocar a los suyos, dentro de una visión politizada de lo que debe ser la administración.  


			En el Reino Unido, o en Dinamarca, como hemos apuntado, ni siquiera el jefe del gabinete del primer ministro —y, claro está, los de los ministros— cambia cuando llega un nuevo titular. Los jefes de los distintos gabinetes se ponen al servicio del gobierno y del programa del partido vencedor; de ahí la importancia de los programas, que en España demasiado a menudo se desprecian. En el Reino Unido, antes de las elecciones, los altos funcionarios de cada ministerio se reúnen con los principales partidos para estudiar cómo aplicar esos programas en caso de victoria. Sería mucho pedir en España, pero, de nuevo, el hecho de que tal práctica no esté presente en nuestra tradición no significa que la situación no se pueda cambiar. Entre eso y el baile de nombramientos de altos cargos (y de no tan altos) hay estadios intermedios. 


			El problema no es solo el de la politización de las administraciones, sino su pérdida de competencia, pues los cambios constantes producen una descapitalización en términos humanos. Cuando un alto funcionario llega a saber realmente de un tema, que puede haber surgido en la legislatura anterior, el cambio de gobierno le puede mandar al pasillo a él y a sus conocimientos. 


			Es verdad que algo se ha progresado en la administración central: desde hace unos años es más difícil ser nombrado para un alto cargo si no se es funcionario de carrera. Pero ello no supone nada nuevo respecto a los relevos. Y cuando se va a las otras administraciones —autonómica o local, por no mencionar la miríada de organismos autónomos o empresas públicas—, el número relativo de contratados, frente a funcionarios de carrera, tiende a aumentar y a descontrolarse de forma significativa frente a una administración central en la que dominan los grandes cuerpos. 


			No se trata de caer en la inmovilidad ni en el mandarinismo; pero los excesos en la libre designación de funcionarios en cargos a casi todos los niveles son nocivos para la buena marcha de la administración. La libre designación debe ser una excepción, no una regla, como ha señalado en múltiples ocasiones el Tribunal Supremo. Esto también requiere un cambio de usos más que de reglas. 


			El que funcionarios de carrera, y especialmente de los grandes cuerpos, ocupen los altos cargos en la Administración General del Estado no impide la colonización política de esta, pues la política, como ya hemos indicado, se nutre en una parte demasiado importante de estos funcionarios. Además, según añade Francisco Longo, este modo de entender la profesionalización de la gerencia pública es muy endogámico, y cierra las puertas a perfiles de «outsiders» con alta capacitación procedentes del sector privado, a diferencia de lo que se hace en otros países (en el Reino Unido, por ejemplo, con su «open structure»). 


			En cuanto a número, las administraciones españolas no están sobredimensionadas. Esto es algo que reconoce el citado informe CORA, adoptado por el gobierno como base para reformar las administraciones públicas, reducirlas y racionalizarlas. Quizá sobren en ellas cargos políticos, pero no funcionarios. En 2012 había casi tres millones de funcionarios de carrera (dos terceras partes) y de contratados, aunque estos últimos han ido a la baja con los recortes. No es excesivo. España es el cuarto país de la UE con menos funcionarios respecto de su población. En España hay un empleado público por cada treinta y seis habitantes (en Alemania, uno por cada veintinueve, y en Francia, uno por cada veintisiete). Claro que el número de empleados públicos se había duplicado en los últimos veinte años, y entre 2006 y 2011 España había creado 565.000 empleos públicos más (un 47%), a todas luces un exceso. Y hay que pensar en el futuro. La edad media del funcionariado es de 50 años, y se sigue una política de reemplazo muy limitado de los que se jubilan. ¿Qué va a pasar en quince años con los funcionarios y las funciones y servicios que prestan si los que se jubilan no son reemplazados? 


			«Menos de lo mismo no es reformar la administración», señala Longo, para quien España ha internalizado hasta ahora el trámite y externalizado la inteligencia en el sector público, cuando ese no parece el mejor camino a seguir. El recurso al sector privado para la provisión de servicios es menor que en otros países, pero lo que resulta necesario, sobre todo, es invertir en gestión en las administraciones públicas, y conseguir un «espacio de gerencia profesional protegido tanto de la burocratización como de la colonización de los partidos». 


			Es, por supuesto, necesario más control y más rendición de cuentas con una intervención más potente y unos tribunales de cuentas independientes y mejor dotados. En algunos niveles, como en las comunidades autónomas y los ayuntamientos y diputaciones, los controles han saltado. Por eso, sería negativo suprimir los tribunales o cámaras de cuentas autonómicos. El central nunca podría con todo.  


			Es necesario, a todos los niveles, volver atrás en algunas figuras que se han creado para escapar a los controles, por ejemplo las fundaciones y las empresas públicas cuyo capital es repartido a tercios entre las administraciones central, local y autonómica, para escapar, hasta solo muy recientemente, a todo control. 


			Asimismo habría que reforzar las políticas de evaluación del desempeño de la actividad de los funcionarios, así como potenciar algo que tampoco está en la tradición española: la evaluación de las políticas públicas. Cuando era ministro de Administraciones Públicas, Jordi Sevilla impulsó la Agencia de Evaluación y Calidad de Políticas Públicas, que, después, ha perdido fuste. Hay que reactivarla, pues a menudo gastamos en cosas inútiles y recortamos mal, como ha ocurrido con la i+D+I y la educación, que, cabe recordarlo, no son gastos, sino inversiones en futuro. Eso es algo que no puede hacer el Tribunal de Cuentas, que no juzga políticas, sino su legalidad y economía. 


			

			 



			JUSTICIA SIN POLÍTICA 


			

			 



			La Justicia no está bien considerada por los ciudadanos, sobre todo por su lentitud, por su aparente politización y por la percepción de que muchos poderosos, cuando se ven entre sus manos, acaban escapando de ella. 


			España es el país de Europa donde hay una separación más tajante entre el poder judicial y ejecutivo e incluso el legislativo. En Francia, la patria de Montesquieu, por ejemplo, la Justicia no se considera un poder, sino una autoridad. Esta independencia de la Justicia en relación con los demás poderes se basa esencialmente en la exclusividad de la jurisdicción, la inamovilidad, la responsabilidad y la independencia de los jueces, sometidos directamente al imperio de la ley, recuerda Joan Queralt. Es necesario preservarla. 


			La lentitud, mal estructural de la Justicia en España, se debe en esencia a unos insuficientes medios humanos y tecnológicos, a lo que se suma la precariedad generada por la crisis, pues no se cubren todas las vacantes vegetativas. Desde 2012 se han reducido drásticamente, casi en un 80%,  las sustituciones y suplencias. Además, pese a su creciente digitalización, sigue dominando el papel en unas instrucciones farragosas. A estas alturas, la Justicia debería estar plenamente interconectada, pero esa es una situación que dista aún mucho de ser real. En cuanto a efectivos, y por ceñirnos a los jueces, su número por habitante es inferior al de muchos otros países europeos (10,2 por cada 100.000 habitantes, frente a 32 en Alemania). 


			Esta lentitud hace que los casos se alarguen durante años, expuestos a desgastes de todo tipo (personal, de medios, de muerte o jubilación de jueces, fiscales, imputados o testigos), así como a una mayor interferencia mediática, lo cual acaba jugando en detrimento del garantismo que se propone asegurar. En esas condiciones resulta, además, casi imposible preservar, cuando el juez lo decreta, el secreto del sumario, lo cual da lugar a excesos que casi nadie se atreve a desafiar.  


			Pese a que a menudo se presente así, el problema de la Justicia en España no es realmente de enfrentamiento en su seno entre jueces conservadores y progresistas. Los jueces tienen ideología —son personas, son ciudadanos—, pero en la inmensa mayoría de los casos fallan de acuerdo a Derecho, al margen de que suelan caber diversas interpretaciones. En cuanto a los nombramientos, los que pueden ser considerados políticos solo son los del Tribunal Supremo, y en especial los de sus salas Segunda (que trata de los aforados) y Tercera (de lo contencioso-administrativo), es decir, esencialmente los referentes a recursos contra el Estado, así como los de las presidencias de las Audiencias Provinciales y la Nacional. Pero son nombramientos que, mediante un concurso público, hace en exclusiva el Consejo General del Poder Judicial (CGPJ), que debe motivar su decisión. En los demás casos, sigue primando el escalafón, que, en este ámbito, es una garantía de independencia. 


			Otra cosa es que el gobierno de los jueces, a través del Consejo General del Poder Judicial, sea efectivo. El gobierno del PP lo está modificando en el sentido de reducir a seis los miembros con dedicación exclusiva, mientras que los otros veintiuno la compatibilizarán con sus actividades profesionales, algo que, en el caso de los jueces y su exclusividad, parece claramente inconstitucional. El CGPJ, por su excesiva partidización y su número de componentes, no funciona como debería, pero, para reducir su membresía a una cifra razonable, digamos nueve, es necesaria una reforma constitucional que no se requiere para racionalizar y despolitizar su sistema de elección, e introducir alguna responsabilidad. Pues, se mire como se mire, es un órgano político (el gobierno constitucional de la administración de Justicia) que, pese a su enorme poder político, no está sujeto a responsabilidad constitucional ni legal alguna, lo cual resulta, como mínimo, insólito. 


			La ida y vuelta de jueces a la política —es decir, pasar a un cargo político (de los enumerados en la Ley Orgánica del Poder Judicial) y, acabada la función política, volver automáticamente a la plaza que se tenía— plantea problemas. Algunas de las limitaciones que existían al respecto fueron derogadas en 2011 por el PP y el PSOE, ante intereses personales de afectados. Por otra parte, para los jueces la militancia en partidos también plantea problemas, mientras sigan en ejercicio, incluido en el Tribunal Constitucional, que no es propiamente poder judicial. Para poder ser juez, debería forzarse el abandono de tal condición de juez en caso de entrar en política o de pasar a realizar cualquier actividad en el sector privado, como ocurre en otros países, además de aclarar el periodo de carencia de la militancia en un partido político. 


			Si el problema en España no es tanto de politización de la Justicia, sí lo es de judicialización de la política, como resultado de carencias en la política y de falta de cultura política en este país. Como señala Fernando Vallespín, «donde impera una judicialización de la política se produce de forma casi inevitable una politización de lo judicial». Es decir, que la política también intenta manipular la Justicia. 


			Hay algunas interferencias claras del poder ejecutivo sobre el judicial. Una de las causas de la lentitud de la Justicia radica en una infradotación de medios (personal, material e instalaciones) que corresponde al poder ejecutivo. Otra causa destacada es la renuente colaboración de los poderes públicos cuando los investigados son, directa o indirectamente, sus responsables.  


			Pero la mayor injerencia es la figura del indulto, basada en una ley del siglo XIX. Con la aplicación de esta figura para eliminar o conmutar penas, el Ejecutivo puede deshacer la, en la mayoría de los casos, rigurosa labor de los jueces. Es obvio que algunos casos de indultos a personajes de relieve del mundo económico, político o judicial, han contribuido a la pérdida de la confianza de los ciudadanos en la Justicia. Desde 2005, el número de indultos decididos por el gobierno ha ido ascendiendo de forma marcada (con la excepción de 2011, en el que, sin embargo, se indultó al consejero delegado de Banesto, Alfredo Sáenz). En 2007 hubo 521, y en 2012, 434. Se da, además, el hecho de que, al corresponder la ejecución de las penas a la administración y no a los jueces, las principales decisiones sobre política penitenciaria están en manos del poder ejecutivo. 


			Finalmente, está el Tribunal Constitucional, que, como decimos, no es parte integrante del poder judicial, sino que cumple una función de control de la adaptación de las normas y decisiones públicas a la Constitución, norma suprema de nuestro ordenamiento jurídico. Sin embargo, debido al sistema de nombramientos y algunas de sus sentencias, este alto tribunal ha perdido, con los años, su carácter independiente para convertirse en una suerte de tercera cámara legislativa, para lo que no estaba diseñado.  


			Ya el primer Tribunal Constitucional y su presidente Manuel García Pelayo fueron duramente criticados por la derecha, que, a diferencia de lo que ocurre en Alemania o Estados Unidos, en general tiene una notable falta de respeto hacia las instituciones cuando no las controla. El sistema de nombramiento de sus integrantes se ha politizado en exceso con los cupos por partidos políticos, y las votaciones a menudo interpretadas para responder a criterios políticos, y no técnicos. Con un problema de partida: la rotación por tercios no favorece que sean los mejores los que lleguen al tribunal, entre otras razones porque este país no da para generar tantos juristas egregios cada tres años, según señala Joan Queralt. Además, se ha perdido la idea de que los candidatos al Constitucional tenían, no que responder a los deseos de cada partido, sino que resultar aceptables para todos los partidos, independientemente de quién les propusiera. Hay que recuperar ese principio, ese uso, pues sin duda no es fácil cambiar el sistema de nombramientos. Un sistema vitalicio (con límite de edad) —para lo que sería necesaria una reforma de la Constitución— podría favorecer la calidad de los jueces del Constitucional, aunque habría que asegurar que quien llegara a sentarse en él lo hiciera desde un hondo sentido institucional. 


			Para el Constitucional alemán la ley indica que si las cámaras no se ponen de acuerdo en un plazo de dos meses para su renovación, son los propios jueces los que hacen una propuesta al Parlamento sobre el candidato que se debe elegir (presentan una lista con tres nombres). Esta cláusula no se ha aplicado nunca, pues ante esta amenaza legal, los partidos siempre han respondido. Quizás habría que plantear una disposición así en España. 
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			ESPAÑA DESVERTEBRADA 


			

			 



			¿Qué vertebra social y políticamente hoy a España? El idioma, una red de carreteras, ferrocarriles y líneas aéreas (a menudo extranjeras, pero que hacen país), sí. La liga de fútbol de primera división, también, y no es broma. El deporte, en general. Los funcionarios ya no lo hacen, pues cada vez circulan menos, como los ciudadanos que hacen negocios o turismo, que no es circular. ¿Los partidos? Los dos grandes partidos, el PP y el PSOE, tienen problemas para hacerlo, aunque en Cataluña y el País Vasco ambos hayan apoyado en ocasiones al gobierno autonómico de turno. El debate actual —y las diferentes presiones internas que provocan en cada uno de ellos— les dificultan asumir ese papel vertebrador. Es cierto que el PSOE está haciendo un esfuerzo al propugnar finalmente una España federal. Y la realidad es que el PP, pese a su discurso recentralizador, varía sus posiciones a lo largo de toda la geografía con el objetivo de satisfacer sus intereses electorales. En cuanto a partidos como CiU y el PNV, estos han contribuido a la gobernabilidad, pero nunca han querido entrar a participar directamente en el gobierno de España. 


			¿El ejército? Afortunadamente, menos aún. ¿La policía y la Guardia Civil? Ya no. ¿La política exterior? Quizá más de lo que nos pensamos, pero solo si logra ser activa e ilusionante y no rompe los consensos básicos (como ocurrió con la guerra de Irak). Es decir, si no divide o resulta irrelevante. ¿Los medios de comunicación? Como ya hemos visto, aquellos que lo eran han perdido su papel de referentes en una atomización creciente. Queda el Estado del bienestar y, dentro de este, la Seguridad Social, a la baja. Y, desde la sociedad, las empresas, algunas de las cuales, las catalanas incluidas, sí son vertebradoras. Pero, en cuanto al proyecto de país, hay una incapacidad política y territorial para definirlo.  


			Esta desvertebración no es solo propia de España, aunque aquí se haga sentir más, dada la ausencia de una fuerte vertebración anterior. La desvertebración española se enmarca en un fenómeno más general de pérdida de elementos cohesionadores de las sociedades europeas —y, quizá, de las sociedades contemporáneas, toût cour, señala Francisco Longo. 


			Eso sí, existen características y peculiaridades propias en nuestro caso. España es un país con lazos débiles, superficiales y superar esta situación es difícil cuando el consenso social sobre el Estado de las Autonomías se está resquebrajando seriamente en términos sociales, como refleja una encuesta del Centro de Investigaciones Sociológicas de enero de 2013. Según esta, aunque aún hay una mayoría a favor del sistema autonómico, casi un 37 % estaría a favor de un Estado centralizado, o al menos con un mayor grado de recentralización. No por casualidad, esta posición se da sobre todo en los territorios del centro, en las Castillas y en Madrid. Mientras, las comunidades de la periferia se declaran a favor de una igual o mayor autonomía, con un desafío abiertamente independentista de una parte importante de las fuerzas políticas de las sociedades catalana y vasca. Sin embargo, los españoles llevan sus identidades múltiples, de forma mayoritaria, cada vez con más naturalidad, pues eso es este país. 


			El momento histórico es novedoso para la democracia española: cuando ETA ha dejado de matar, secuestrar y extorsionar. Aunque aún no haya desaparecido, ello ha supuesto un cambio político y social en el País Vasco y en toda España. Incluso en Cataluña, donde de otra manera probablemente el independentismo no habría crecido ni habría planteado sus reivindicaciones de igual modo. 


			Pese a sus actuales críticas, el Estado de las Autonomías ha sido un éxito en un aspecto: ha permitido un desarrollo sin precedentes de toda España. Como indica Joan Coscubiela: 


			

			 



			[...] la descentralización del Estado y el acercamiento del poder político a la ciudadanía ha permitido los niveles de redistribución de la renta, en términos territoriales, más importantes de la historia de España. Con el factor curioso de que últimamente no existe redistribución de renta entre clases, pero sí se mantiene la redistribución territorial. 


			

			 



			Con algunos excesos evidentes en términos de falta de control sobre los gastos, «el proceso de descentralización política acompañada por el boom inmobiliario ha generado muchas perversiones», añade Coscubiela. La asunción de competencias que algunas comunidades ni necesitaban ni querían, como en materia de justicia, así como unos sistemas políticos costosos figuran en el debe. Peor aún: después de tres décadas, no se ha resuelto el problema del «encaje» de Cataluña, para el que, junto al País Vasco, esencialmente se diseñó, pues en su diseño original no se abordó de manera adecuada la realidad plurinacional de España. 


			En la fragmentación actual de España ha tenido un papel importante el impulso que el Estado de las Autonomías dio a la construcción de identidades propias en las comunidades, así como el carácter competitivo del proceso: una autoafirmación frente al «otro» (ya sea el Estado central o los vecinos poderosos), una exageración de la diferencia cultural, una búsqueda de referentes históricos legitimadores, una hipertrofia de símbolos o una emulación grandilocuente de instituciones. 


			Debe tenerse en cuenta que en la Constitución los constituyentes optaron por incorporar un modelo abierto que dio lugar a un Estado de las Autonomías tal y como lo conocemos hoy en día, pero que bien podía haber llevado a otro tipo de configuración, por ejemplo, más asimétrica, y en la que incluso algunos territorios se hubieran quedado en una autonomía de tipo más administrativo. Prueba de ello es, por ejemplo, el principio dispositivo reconocido a los entes territoriales respecto de su posibilidad de iniciar el camino hacia la autonomía y respecto al momento de decidir qué competencias asume cada comunidad autónoma en su Estatuto. Aunque en realidad la estructura que sirvió de base al actual Estado autonómico no vino tanto determinada por la literalidad constitucional, como por los acuerdos y pactos entre los dos principales partidos, UCD y PSOE, en el llamado Pacto Constitucional (de 1978 y años siguientes). Así sucedió en aspectos tan esenciales como la fijación del mapa autonómico (en parte configurado por el régimen de las preautonomías), la vía para seguir en el acceso a la autonomía, y el tipo de competencias que se debían asumir por parte de cada nueva comunidad. 


			El panorama para encauzar estos problemas es harto complicado, pues se enfrentan tendencias contrapuestas: la ya citada creciente opinión pública a favor de una recentralización, frente a la que ha aumentado en Cataluña para la independencia; el análisis del PP de que el independentismo en Cataluña le beneficia en el resto de España, y contribuye a su cohesión como partido mientras destruye al PSOE; el hecho de que cuanto pida Cataluña en términos de financiación lo querrá la Comunidad Autónoma de Madrid con problemas no iguales pero semejantes; y que cuanto exija Cataluña en términos de identidad, salvo en cuestiones de lengua, lo querrá para sí Andalucía, donde en los últimos treinta años se ha creado un sentimiento que casi se puede calificar de nacional. 


			Lo ocurrido en los últimos tiempos con el auge del independentismo en Cataluña se puede ver como el riesgo de un desastre, pero también como una oportunidad para lograr una España —país y Estado— que valga la pena para una mayoría amplia, en el conjunto del país y en Cataluña. Una España de libertades, de diversidad, en la que cualquier ciudadano de cualquier rincón del país tenga derecho a los mismos servicios y prestaciones. Una España de la solidaridad organizada a través de impuestos, cotizaciones, prestaciones e infraestructuras. Y, también, una España capaz de integrar como ciudadanos a varios millones de inmigrantes que se van a quedar y cuyos descendientes ya son españoles de hecho y de derecho. 


			Esa es una España cuya vertebración no se puede ya plantear en términos de centro y periferia, sino que ha de pensarse en redes y en flujos. 


			

			 



			HEMOS DEJADO DE CONOCERNOS 


			

			 



			España está en crisis por la situación económica y por el deterioro institucional, pero también porque, aunque nunca nos hayamos conocido demasiado, hemos dejado de conocernos entre nosotros. Más allá del turismo o los viajes de negocios, que son otra cosa, en España se circula poco. Los trabajadores no circulan, presos no ya del paro, sino de un régimen inmobiliario que les disuade y de un excesivo apego al terruño. Se mueven los inmigrantes que llegan a España, sí. En cuanto a las élites, cada vez se mueven menos los funcionarios, ya sean jueces, profesores o maestros, integrados en aparatos administrativos autonómicos. Incluso en la administración periférica del Estado, los funcionarios van buscando una plaza en su comunidad autónoma, y cuando la logran, se quedan de por vida. El profesorado de unas universidades endogámicas es cada vez más cerrado en términos geográficos. En tiempos circulaban esos funcionarios que llevaban consigo experiencias y culturas diversas. 


			Algo se ha perdido en el camino, incluido lo que aportaba en términos de conocimiento mutuo —pues para mucho más no servía— la mili. A millones de varones les sirvió para conocer oportunidades en otros lugares de España y hacer amigos de diversa procedencia social y geográfica de forma íntima, que es como de verdad se conoce la gente, no a través de los libros y los medios.  


			En cuanto a los grandes medios, han dejado parte de su labor de información para el conjunto sobre las realidades autonómicas. Los cuadernillos regionales que imperaron durante años en algunos periódicos dejaron de informar, por citar un ejemplo, a los lectores de la Comunidad Autónoma de Madrid sobre muchas cosas que ocurrían en Andalucía, o viceversa, a la vez que se reducen las redacciones locales. En Cataluña, TV3, como muchas otras televisiones autonómicas, decidió dejar de emitir por el canal Astra con el que llegaba a muchos hogares de toda España y de toda Europa. Y estas tendencias solo se han visto en parte compensadas por Internet. 


			Algunos nuevos medios no solo no acercan, sino que alejan. Muchos catalanes, quizá porque no estaban acostumbrados a lo que se veía y oía en Madrid, se quejan del maltrato en algunas cadenas que desde hace unos años les llegan a través de la TDT. Importa. Como importó en su día el «¡Antes alemana que catalana!», que cerró el paso del capital catalán a Endesa haciendo que esta acabara en manos italianas. No se ha olvidado.  


			Los españoles hemos perdido en conocimiento mutuo, íntimo, porque hemos dejado de movernos. El arraigo es bueno para las referencias colectivas y personales, pero en esta España, en sus diversas partes, hay un exceso de arraigo. Ya no hay migraciones internas. Y la falta de movilidad es pasmosa. Solo un 3% de la población se marcha a vivir fuera de la zona donde nació, mientras esta proporción es mucho más elevada en otros países de nuestro entorno, con un 13% de movilidad en Estados Unidos. El paro galopante no ha cambiado como debería esta situación. Entre otras razones por el exceso de propiedad de la vivienda —un 83% de las familias en el país es dueña de su vivienda principal (60% en la UE), aunque uno de cada tres tenga su vivienda hipotecada, muy por encima de la media europea—, lo que supone un problema para la movilidad geográfica y para el mercado laboral. En estos tiempos de crisis, también cuenta el apego a la familia. Si acaso hay una movilidad es del interior hacia la costa, y, entre los extranjeros, hacia Madrid. Parece como si la búsqueda de trabajo no fuera un incentivo suficiente para la movilidad, salvo para los jóvenes formados que buscan y encuentran trabajo en el extranjero.  


			También hay algo cultural. En los colegios cada vez se estudia más la comunidad autónoma propia y menos el resto o conjunto del país. En el terreno educativo sería razonable que se estudiara algún poema de Joan Maragall o Rosalía de Castro, como mínimo, y que los alumnos de primaria y secundaria en toda España aprendieran algo más que nociones de catalán, euskera y gallego. Ya Francesc Cambó propugnó «catalanizar España», expresión e idea que ha hecho suya Esperanza Aguirre, rompiendo con su propia línea y la del PP (el ministro Wert de Educación había hablado meses antes de «españolizar a los niños catalanes»). 


			Por otra parte, cada vez resulta más fácil no salir de la ciudad de uno para cursar estudios universitarios. Ni se facilita. Las becas Erasmus para estudiar en otros países europeos superaban en más de veinte veces las becas Séneca para intercambios de estudiantes entre comunidades autónomas, que ahora se han suprimido, otro elemento que reforzará el desconocimiento mutuo. Claro que mucho estudiante español acaba conociéndose en universidades europeas a través de las Erasmus, trabando unas relaciones y un conocimiento mutuo que no consiguen en España. 


			Ese gran desconocimiento alimenta recelos. Aunque el nacionalismo español, con la impronta castellana, sigue siendo muy poderoso, tampoco sirve de nada identificar Madrid —una nueva realidad— con una visión esteparia de Castilla o con un aparato estatal absorbente. De la misma manera, no se puede ignorar que Andalucía, o Galicia, esta con su propia lengua, tienen identidades reforzadas por treinta años de experiencia autonómica. El gran desconocimiento también permite que el PP y el PSOE jueguen con este elemento para intentar ganar en las elecciones. Los dos grandes partidos, aunque sea con intensidades diferentes, han animado estos recelos. Los partidos nacionalistas, también. 


			Incluso en la política hay un mayor desconocimiento entre políticos de los diversos niveles, algo que en Canadá también se ha mencionado como problema. Por ejemplo, los dirigentes autonómicos son cada vez menos «nacionales» y han estado menos socializados en la política española. Así, si en las primeras legislaturas, los presidentes de comunidades habían pasado por el Congreso (o, en menor medida, el Senado), desde la segunda mitad de la década de 1990 esto ha cambiado. Desde entonces, hay una tendencia en aumento a que los presidentes autonómicos sean políticos que solo hayan pasado por la política local y regional. Las implicaciones de esto no son menores: son políticos que ven la política nacional como «política de Madrid» y seguramente son más propensos a dejar en un segundo plano la necesidad de un proyecto conjunto. Su mundo político es menor que el ámbito español. Por supuesto, la política europea queda muy lejos.  


			Se podría replicar que sí hay una experiencia política nacional en aumento: la de haber sido ministro. Sin embargo, la realidad es la contraria: se han nombrado ministros para reforzar su posición en la política autonómica, de modo que podían llegar a convertirse en tribunos de sus territorios. Matas o Montilla son dos buenos ejemplos. No solo se ha desnacionalizado la élite autonómica, sino que la propia élite ministerial tiende a ser también un escalón intermedio para los políticos autonómicos. Esto es justo lo contrario de lo que Ortega y Gasset y otros pensaron que ocurriría cuando propugnaron en el primer tercio del siglo pasado la generalización de un sistema autonómico que sirviera de cantera a la política nacional. 


			¿Compensa esta falta de conocimiento directo mutuo la mayor conectividad virtual que suponen las redes sociales?, se pregunta Marta Romero. Es probable que este mayor conocimiento virtual no sea suficiente para paliar la pérdida de los mecanismos de socialización colectiva, en eso que llamamos España, así como del conocimiento mutuo necesario entre los habitantes de unos y otros lugares. Y es posible, añade, que por el propio modelo construido en la Transición y hasta ahora imperante, haya prevalecido el territorio sobre el individuo (o el ciudadano).  


			Además, lo que antes se llamaba «provincianismo» tiende a aumentar en toda España. Las élites se han hecho más provincianas, recortando sus horizontes de interés, a la vez que los amplían globalizándolos. Del terruño a la aldea global, España es hoy más provinciana.  


			

			 



			ACTUALIZAR EL ESTADO DE LAS AUTONOMÍAS 


			

			 



			España se ha convertido en uno de los países más descentralizados de Europa, algo que suele olvidarse en este debate que a menudo obvia, además, cómo este encaje ha de ser necesariamente de piezas asimétricas. Hay pocas dudas sobre la necesidad de completarlo y reformarlo. Y esta reforma no pasa por la recentralización como principio, sino por la coordinación y la racionalización. El Estado de las Autonomías tiene algo más que goteras, pero es cierto que ha sido un gran logro de nuestra democracia, propuesto en su día por Ortega y Gasset, Azaña, Silvela, Romanones y otros, desde distintas perspectivas, y no con el objetivo central de resolver el problema vasco y el catalán, sino de articular España. Sin embargo, está necesitado de un aggiornamento. 


			Ese elemento esencial de nuestra democracia que, como hemos apuntado, es el Estado del bienestar, está hoy, salvo en el tema de las pensiones y del seguro de paro, en manos de las comunidades autónomas. Por ello, una parte importante del gasto público está en manos de las autonomías: si se excluye la Seguridad Social, el Estado central controla ya menos del 19% del total. Por tanto, racionalizar este sistema es esencial para la regeneración democrática y económica del país.  


			El edificio constitucional —la Constitución de 1978 y el citado Pacto Constitucional que la siguió— solo innovó de verdad en la cuestión de las autonomías, y el consenso ocultó deficiencias técnicas fundamentales. La Transición fue un éxito, pero también en esto las razones del mismo comportaron también las semillas de lo que hoy sucede. Quizás el Estado autonómico haya resultado en una serie de jaulas, más que de reinos de taifas. No es que haya que reformar la Constitución y el Pacto Constitucional para satisfacer a una parte importante de los catalanes, sino porque lo necesita la política del conjunto de España. Sin embargo, probablemente lo primero que haya que hacer es abrir un debate y llegar a conclusiones razonables sobre qué reformar y en qué dirección. Parte del problema ahora es que con tal alboroto no hay ideas claras.  


			¿Cuál es el problema? En un intento de tapar el problema catalán y vasco, se llegó a un sistema descentralizado para todos, el famoso «café para todos», cuando en algunas regiones no había demanda de ir tan lejos. Y ello se debe, como hemos apuntado, más al Pacto Constitucional, político, que a la propia Constitución, aunque en esta haya carencias evidentes sobre todo en materia de coordinación entre las comunidades autónomas y de estas con el Estado central (pues las Comunidades, cabe recordarlo, son también Estado). 


			El resultado ha sido una cierta debilidad del Estado central, una confusión en el reparto de competencias, una falta de coordinación, una falta de control sobre unos gastos quizá desmesurados, con unos cuerpos políticos excesivos. Pero todo eso se puede corregir sin dramatismos. 


			¿Es el federalismo la solución? De hecho, España ya es considerada por una parte de los tratadistas como un sistema cuasi federal. Pero no es realmente federal en el sentido profundo. España pertenece al grupo de casos de Estados unitarios que se han descentralizado a regañadientes (como el Reino Unido, Italia o, en menor medida, Francia). Estos se caracterizan por haber «transferido» poderes o competencias a los gobiernos regionales (dándoles self-rule, autogobierno) pero sin implicar a esos gobiernos en la gobernación nacional del Estado (sin darles gobierno compartido, shared-rule), salvo a través de la ansiada bilateralidad. Resultado: hay un enorme desequilibrio entre el poder de gobierno interno de las comunidades autónomas y su incapacidad para influir formalmente en la política estatal. De hecho, en los últimos estudios empíricos, de entre todos los Estados federales, pseudofederales, regionales y demás especies, España es el país donde más distancia existe entre lo uno y lo otro. 


			En este debate hay un cierto peligro de confusión si se abusa del término federal: ¿una España federal en una Europa federal, como si de objetos fractales se tratara? El concepto no tiene el mismo significado en ambos casos. Y si luego hay que empezar a introducir asimetrías, la confusión crecerá. España es, y seguirá siendo, un Estado compuesto y complejo, formado por unidades desiguales en muchos sentidos. No obstante, la idea federal sí conlleva la necesidad de impulsar la igualdad de derechos —y de deberes— de los ciudadanos, y un sistema de coordinación entre los federados y entre estos y la federación.  


			¿Cómo se ha resuelto el imprescindible acuerdo entre lo estatal y lo regional? Más que por diseño, en el día a día; más que en las comisiones territoriales, básicamente en el Congreso, al aprobar presupuestos y en negociaciones nocturnas y ad hoc entre CiU, PNV y los dos grandes partidos, PP y PSOE, cuando les tocaba gobernar. Es decir, que la cuestión ha estado sometida a una contingencia local y temporal. No hay ningún otro país con mayor perversión en el denominado «gobierno multinivel». 


			El Estado de las Autonomías, como todo sistema de descentralización, necesita de esa coordinación entre gobiernos autónomos, y de ellos con el central, en muchos ámbitos. Y, para empezar, en un Senado compuesto por representantes de los gobiernos autonómicos, como el Bundesrat (Consejo Federal o Senado) alemán, aunque sin olvidar que allí el complejo sistema de equilibrios ha llevado a un cierto bloqueo institucional, que los alemanes tratan de superar desde hace años. El Senado alemán está integrado por entre tres y seis miembros (sesenta y nueve en total dependiendo de la población de cada uno de los dieciséis Länder) designados por cada uno de los gobiernos regionales, a menudo consejeros de estos y los propios presidentes. De modo que su mayoría puede cambiar cuando cambian los gobiernos regionales.  


			Se reúne una vez cada tres semanas. Y tiene tres funciones básicas: defender los intereses de los Länder frente a la federación y, de forma indirecta, frente a la Unión Europea, para no perder poderes frente al Estado que este recupera a través de la UE; asegurar que la experiencia política y administrativa de los Länder se incorpora a la legislación y a la administración de la federación y de la UE; y compartir la responsabilidad por el funcionamiento de la República Federal. Que el reparto de competencias en Alemania está claro, aunque se haya revisado en algunas ocasiones, ayuda a ello. Es destacable que ese Senado cuente con una Comisión de Asuntos Europeos, que puede adoptar posiciones sin necesidad de pasar por el plenario. En efecto, en el nuevo ordenamiento español va a tener que contar cada vez más el modo de participación de las comunidades autónomas en la formación de la voluntad de España en la UE (así como en la aplicación en España de la voluntad de la UE); todo ello en lo que será un sistema crecientemente complejo, pues a la participación de las comunidades autónomas hay que sumar el mayor papel en asuntos europeos que propugnamos para el propio Congreso de los Diputados y el Senado. Alemania, pese a sus problemas, ha mostrado que es posible. 


			Así, el Senado alemán no es una cámara de segunda lectura, sino que solo trata de asuntos que atañen a las competencias de los Länder, que son muchas, lo que fuerza, de hecho, a pactos con el gobierno cuando este no cuenta con una mayoría suficiente en el Bundesrat. 


			Ahora bien, como señala el constitucionalista Eliseo Aja, es inútil insistir en construcciones jurídicas más detalladas «mientras no se adopten algunas decisiones político-normativas esenciales, o exista al menos una decisión política sobre la orientación que debe seguir la reforma». Es decir, la reforma del Senado debe ser consecuencia y parte de la reforma del Estado de las Autonomías, no al revés. 


			Esta debe llevar a una racionalización del Estado de las Autonomías, que no a una recentralización, salvo para aquellas que quieran librarse de algunas competencias. Más allá de lo que diga la Constitución, como decimos, el avance en las competencias autonómicas ha dependido demasiadas veces no de un diseño, sino de los vaivenes de las alianzas políticas (o ahora con una recentralización por la puerta trasera no debatida públicamente, a través del nuevo regulador, del mercado único y otras medidas). En todo caso, todo planteamiento de la revisión de las competencias no puede ir siempre en contra del Estado central, no puede ser una vía de sentido único, como no lo es en Alemania.  


			Desmontar el Estado de las Autonomías es algo imposible, y no solo por las propias comunidades: también los partidos políticos se han descentralizado, el reclutamiento de las élites ha cambiado, el poder político se ha fragmentado, los partidos reciben cada día más dinero de las administraciones locales y autonómicas, etcétera. Todo ello sucede de tal manera que los nuevos veto players (élites regionales y locales) harán imposible una recentralización real de las estructuras. Se ha generado una nueva realidad, que es la que se debe gestionar. 


			De hecho, como muestra el grupo de investigación Regional Manifestos Project, ni siquiera el Partido Popular puede decir que mantenga el mismo discurso en todos los rincones del Estado español. La realidad es que el PP, como el PSOE, varía sus posiciones a lo largo de toda la geografía, con el objetivo de satisfacer sus intereses electorales según las características sociológicas de los distintos electorados, tanto autonómicos como nacionales. 


			Gestionar la reforma implica también reforzar los mecanismos de control, que han fallado de forma excesiva en estos años. Sería absurdo suprimir los tribunales o cámaras de cuentas autonómicos (que tienen trece comunidades). Por el contrario, hay que reforzarlos e independizarlos del poder local, y potenciar, en este y en todos los niveles, una intervención eficaz y no sometida a los poderes. Es cierto que también habría que preguntarse si algunas de las competencias que han llevado a tantos abusos y corrupción, como en materia de urbanismo, juego, servicios públicos y otras, las cuales han reproducido viejos esquemas de caciquismo y clientelismo, se mantienen en el nivel adecuado. La transparencia es esencial, y no se podrá conseguir solo desde el nivel autonómico y local. El poder debe ser cercano, pero sus controles menos. 


			En cuanto a los cuerpos administrativos de las comunidades autónomas, como ya hemos apuntado, se deben profesionalizar, y a la vez reducir el número de contratados a dedo, así como el número de las empresas públicas. Esto afecta incluso a las universidades, de las que hay un exceso en España que no redunda en favor de la necesaria excelencia. Resultaría más difícil reducir los escaños en las cámaras autonómicas. No son tantos, si se comparan, por ejemplo, con los Länder alemanes. La opción de que los diputados autonómicos no cobren, como ha planteado el PP en Castilla-La Mancha los debilitará aún más frente a los grupos de presión y, como consecuencia, resultará antidemocrática. Otros estudiosos y la propia reforma impulsada desde el gobierno se están ocupando del exceso numérico de ayuntamientos, e incluso de la posibilidad de que la provincia pueda desaparecer en un sistema hoy dominado por esa nueva realidad que son las comunidades autónomas, aunque hay una gran identificación de los ciudadanos con su marco provincial. A ello hay que sumar unas diputaciones provinciales sobredimensionadas. 


			En cuanto al número y la denominación de las comunidades autónomas, se deben constitucionalizar, pero realmente solo se podría plantear su reducción en uno o dos casos, de modo que probablemente no valga la pena, como ya planteó el Consejo de Estado en su Dictamen de 2006.  


			Un tema que sí debe encauzarse es la cuestión de la financiación, reformada varias veces a medida de Cataluña, pero de forma insuficiente. Conllevaría más corresponsabilidad para las comunidades autónomas en materia de fijación de impuestos y recaudación, es decir, en los ingresos y no solo en los gastos, según un margen que ahora es excesivamente estrecho y las comunidades utilizan relativamente poco. Debería incluir una revisión de la excepción vasca y navarra, no en términos de cambiar a corto plazo el sistema de cupo —la comunidad es la que recauda y la que entrega al Estado la parte que corresponde a los servicios que este le presta—, sino de la propia cuantía de ese cupo. Hay que revisar su metodología, que está anticuada y responde a una sociedad y a unos servicios públicos del pasado. Aunque a largo plazo habría que avanzar hacia un sistema más homogéneo para toda España. 


			En el fondo, la cuestión central —que subyace detrás de todo esto—, relacionada con el mantenimiento no ya de un Estado sino de un país, es la de la solidaridad y la cohesión territorial, algo que ha funcionado durante estos años evitando una polarización entre regiones ricas y regiones pobres. Esta circunstancia, sin embargo, puede chocar con otra necesidad de España en su competencia en un mundo globalizado: la generación de «clústeres» o cúmulos de excelencia que, por definición, no se puedan extender a toda España.  


			

			 



			TRES ESCENARIOS PARA CATALUÑA Y ESPAÑA 


			

			 



			Si bien íntimamente conexo, el problema del reconocimiento de la identidad es diferente al de la organización del poder territorial en España. Aunque la desconfianza entre Cataluña y el conjunto de España viene de lejos, de bastante lejos, no entraremos aquí en su historia. No obstante, ha estado creciendo en los últimos años y el punto de inflexión es bastante reciente: la sentencia del Tribunal Constitucional sobre el Estatut, que en 2010 provocó un conflicto de legitimidades y una indignación emocional e institucional de una mayoría de catalanes que se enmarca también en los problemas del sistema político general.  


			En Cataluña no había en realidad una demanda de nuevo Estatut, pero Pasqual Maragall, primero, y el Govern tripartito (PSC, ERC, IC) después, se empeñaron. Siguiendo el procedimiento previsto en la Constitución, el documento fue aprobado por el Parlamento catalán, posteriormente cambiado y aprobado por el Parlamento español (sin el PP), y finalmente, tras volver al Parlament, votado en referéndum por los catalanes (con el resultado de un 74 % a favor, aunque con una baja participación, de un 49 %). El Partido Popular, que había lanzado antes una campaña de recogida de firmas en su contra, lo recurrió ante el Constitucional, y este tardó cuatro años en resolver, con una composición más que dudosa (un muerto, un recusado y varios magistrados que habían superado ampliamente su plazo de mandato), así como con unas presiones políticas sobre sus integrantes casi públicas, con intereses personales enfrentados en su seno. Lo ocurrido plantea la cuestión de si el Tribunal Constitucional debe intervenir después de que una unidad política popular haya votado en referéndum. En efecto, se plantea un conflicto de legitimidades. Mejor sería hacerlo con carácter previo. 


			Sin embargo, el impacto de la sentencia del Constitucional va más allá del concreto Estatuto de Autonomía de Cataluña. Esta decisión, la primera dictada por el Tribunal respecto de un Estatuto de autonomía, aunque prevista en la Constitución, supuso el replanteamiento de cuestiones relativas a la configuración del Estado Autonómico, bien consolidadas, entre otras razones, gracias a la propia jurisprudencia del Alto Tribunal. Una de las más relevantes fue, sin duda, la propia consideración del Estatuto de Autonomía, definido por la Constitución como norma institucional básica de la comunidad autónoma, y a la que el Tribunal Constitucional había reconocido una función constitucional específica: la de completar la configuración del Estado autonómico. Por este motivo, si bien los estatutos son considerados formalmente como leyes orgánicas —aunque elaborados a través de un procedimiento algo distinto, o mucho, dependiendo de su tipo—, materialmente se habían considerado normas infraordenadas a la Constitución; no equiparables, por tanto, a las leyes orgánicas del Estado. Por el contrario, la sentencia de 2010 sobre el Estatut llevó a entender los estatutos como normas meramente subordinadas a la Constitución, sin capacidad de definir la organización de la autonomía. Todo ello redundó, pues, en contra de lo que se apuntaba más arriba de implicar en mayor medida a las comunidades autónomas en la toma de decisiones del centro. 


			Tal vez pocos se acuerden de los artículos que el Constitucional declaró inconstitucionales, salvo que nunca antes se había fallado en contra de un preámbulo (sobre la nación), y que algunos elementos figuran en los estatutos de otras comunidades sin que hayan sido recurridos. Incluso en algunos casos se limitó a decir que algunas medidas no se podían aprobar en el Estatut, pero sí por ley orgánica. Sin embargo, la sentencia, y su tono, fueron recibidos como una bofetada por una ciudadanía catalana que se manifestó de manera masiva en Barcelona en julio de ese año. Algo serio se rompió entre Cataluña y España. En ese momento, en Madrid y en otras partes de España no se apreció lo suficiente esa ruptura. 


			Después vino la huida hacia adelante independentista de Artur Mas —por diversas razones; entre ellas, su mala gestión de la crisis y su voluntad de reforzar su mayoría política en Cataluña—, en una dinámica que ha favorecido más a Esquerra Republicana de Catalunya que a CiU, sin que realmente haya un diseño serio. En política, el lema de Napoleón de «On s’engage; et puis on voit» —seguido hasta ahora por Mas— es sumamente peligroso. El genio ha logrado salir de la botella. ¿Podrá volver a ella? Hay que intentarlo sin causar frustración ni conflicto social, para superar la tesis orteguiana de la «conllevancia» por otra del convencimiento. 


			La idea de independencia ha calado de forma seria, y ya no se concentra solo en una parte importante de la juventud (la que se ha formado en estos años de nation building). Es una cuestión mucho más amplia que agrupa ahora a sectores de la población hasta ahora alejados de las tesis soberanistas, de derechas y de izquierdas, que se suman ahora al independentismo como muestra contundente de su hartazgo con Madrid. De hecho, las encuestas arrojan en Cataluña una mayoría a favor de la independencia, pero con enormes contradicciones, pues tal mayoría desaparece cuando la pregunta versa sobre el modelo que se desea: más centralismo, más autonomía, o un Estado independiente. O cuando se añade la salida de la Unión Europea. En lo que no hay duda alguna es en el abrumador apoyo a una consulta a los catalanes sobre esta cuestión. 


			La independencia no es un juego de suma cero en el que lo que ganaría Cataluña lo perdería España, o viceversa, sino de suma negativa en el que ambos perderían, pues tanto Cataluña como el conjunto de España tienen mucho que perder si no logran encauzar estas diferencias. La decisión de separarse no supondría solo un momento difícil, sino que, como recuerda Vallespín, en casi todo proceso de divorcio lo que suele causar mayores heridas es la posterior negociación para concretar las condiciones, incluido el delicado problema de los derechos políticos de los que se negaran a perder su nacionalidad de origen o a no adoptar la nueva. 


			¿Por qué la independencia sería mala para Cataluña? Esbozaremos aquí solo algunas de las razones. La economía catalana depende en una inmensa parte del mercado español, cuyo acceso no estaría garantizado, y viceversa. Muchas grandes empresas, incluida alguna financiera, se verían seriamente afectadas. A las malas, una Cataluña independiente se quedaría de forma automática fuera de la UE (y de la OTAN) y su reingreso no estaría asegurado, pues la España resultante tendría derecho de veto, y ningún gobierno europeo simpatiza con una separación de Cataluña para no sentar precedente, a pesar incluso del referéndum escocés, que tampoco gusta. Una salida de una Cataluña independiente de la UE implicaría su salida del euro, lo que podría precipitar la salida del resto de España y el colapso de la Unión Monetaria. 


			Una Cataluña independiente fuera de la UE tendría, de hecho, menos soberanía que ahora. Además, una de sus referencias históricas, la europea, quedaría seriamente dañada. Incluso si reingresara en la UE, no hay en el independentismo «ambición de país grande», de pertenencia a un país que pese en el mundo. Avanzaríamos hacia una Europa llena de Estados pequeños dominados por dos grandes: Alemania y Francia. En todo caso, una Cataluña independiente sería no solo un fracaso de España, sino también un fracaso de una Unión Europea que ha avanzado para unir, y no para separar. 


			¿Ventajas? No se ven, salvo la identificación con una idea nacional que se puede conseguir dentro de España. Ni siquiera en términos de balanza fiscal, entre lo que paga y lo que recibe, estaría garantizado que una Cataluña independiente estuviera en mejor situación, al repartirse la deuda. No a corto y medio plazo, en todo caso. Construir un Estado cuesta dinero y no se pueden evitar cosas «impuras» como unas fuerzas armadas o unos servicios de inteligencia, ni, por supuesto, la seguridad social. 


			Para lo que quedara de España, la pérdida sería incluso mayor. Históricamente sería un fracaso. Además de perder mercado, perdería peso internacional y un elemento decisivo de su modernización interna. También conllevaría una pérdida de pluralismo cultural y el riesgo de recaída en un casticismo trasnochado. La descatalanización de España, entendiendo por ello la cultura del pacto, un mayor sentido europeo y la pérdida de una parte importante de su acervo cultural, sería un desastre. Y para ambos, la España resultante y Cataluña, se produciría durante varios años un empobrecimiento económico, con un negativo impacto político, social y cultural. 


			El resultado de esto serían dos mutilados, o más, ya que de la primera mutilación resultará una desmembración que podría alcanzar al País Vasco, donde se está reabriendo la cuestión del llamado «derecho a decidir». Ni los catalanes, ni los españoles, ni los europeos se lo pueden permitir. Para evitarlo, la respuesta al reto que se plantea desde Cataluña no puede ser la pasividad del gobierno, desde el PP o desde los partidos de ámbito nacional, pues ello exacerbará el independentismo. Pensar que lo que se plantea desde Cataluña es un Plan Ibarretxe en catalán es un error. Es social y políticamente muy diferente, y requiere otro tipo de respuesta, de diálogo. Hay que hacer algo positivo, pues solo en términos positivos se podrá desbloquear la situación y evitar esta ruptura.  


			Aunque la realidad es mucho más compleja, puede ser útil para el discernimiento de la situación establecer tres posibles escenarios partiendo de la base de que el gobierno central no aceptará que el catalán organice de forma unilateral una consulta sobre la independencia, y que este (aunque no está del todo excluido) no desafiará abiertamente la legalidad vigente. Los tres escenarios, por supuesto, no agotan las posibilidades que hay, ni limitan posibles terceras vías:  


			

			 



			A) Ir tirando: Pese a la propuesta de fecha (9 de noviembre de 2014) y a la doble pregunta («Estados» y «Estado independiente) avanzada por Mas, la situación se bloquea, pues el gobierno de Rajoy paraliza la consulta. El tema no se desinfla, sino que se agrava con una creciente irritación social. La ola independentista crece sin que nadie realmente la lleve o la controle. El debate sigue siendo unilateral, pues el gobierno de Madrid no da ningún paso constructivo. No se abre la posibilidad de una tercera vía entre la independencia y el statu quo. La frustración sigue creciendo en Cataluña y más gente se va pasando al independentismo, que gana fuerza, aunque sea sin horizontes, con la consiguiente crispación en el conjunto de España. 


			

			 



			B) Elecciones independentistas: El Parlament aprueba la pregunta y la fecha y la ley de consultas. El gobierno de España las paraliza y recurre ante el Tribunal Constitucional. Sin salida, o incluso tras el rechazo del gobierno a la consulta planteado anteriormente,  los partidos concurren a unas elecciones catalanas adelantadas en las que la independencia, a favor o en contra, es el tema único. Los moderados no independentistas pierden la capacidad de hacer oír su voz en CiU, que se rompe. El mundo económico, sobre todo el de la gran empresa catalana, calla con miedo, como muchos otros moderados. El ruido del tema único impide discutir otros problemas que, como el paro o la situación económica, interesan más a los ciudadanos catalanes. Un nuevo Parlament con mayoría de independentistas declara unilateralmente la independencia, con el consiguiente conflicto y consecuencias imprevisibles. 


			

			 



			C) Reforma constitucional: España se mete en la senda de una reforma de la Constitución y de otras leyes que puede tardar varios años. A la vez habría una negociación sobre un nuevo sistema de financiación autonómica que incluyera el principio de ordinalidad, según el cual una comunidad no puede bajar marcadamente en el orden de su recaudación en referencia al del dinero que al final hay disponible. Un referéndum decidiría, en el conjunto de España y, por tanto, también en Cataluña, la suerte de esta reforma de la Carta Magna. 


			Entonces, con una Constitución reformada —y aprobada por un referéndum en toda España (Cataluña incluida pese al riesgo de que triunfara el «no»)— y con un sistema de financiación también adaptado a medio y largo plazo, podría plantearse una consulta catalana sobre su propio estatus o un nuevo Estatuto. No es que sea necesaria la reforma de la Constitución para ello, pero una consulta así debería venir precedida de un cambio de perspectivas constitucionales y financieras. No se debe plantear como una elección entre la situación actual y la independencia. 


			Hay que insistir en que la respuesta al reto de los independentistas no puede ser la impasibilidad, ni pensar que el suflé se desinflará preso de sus propias contradicciones, pues el primer escenario puede acabar llevando a la ruptura. Evidentemente, el escenario más atractivo para quienes propugnamos la convivencia y queremos retomar un proyecto de país, aunque no sea nada fácil de conseguir, es el tercero. La reforma constitucional es necesaria no ya para Cataluña, sino para renovar y actualizar, reconfigurar, el sistema político español. 


			No obstante, debemos ser conscientes de que al final de la negociación constitucional habría que incorporar el reconocimiento de Cataluña, y de algunas otras comunidades históricas, incluyendo probablemente a Andalucía, como «nación». Este debate debe desdramatizar este concepto —como en el Reino Unido o en Canadá—, y debe servir para poder hablar no ya de una «nación de naciones», sino de una «nación con naciones» —pues no todos sus componentes se sienten de tal condición—, sin que sea necesariamente un preludio a la soberanía e independencia. Aunque al respecto quepa recordar lo que, desde una perspectiva histórica, señalaba Juan Linz en 1973, a saber, que España había tenido éxito como Estado pero no como nación: «España es hoy un Estado para todos los españoles, una nación-Estado para una gran parte de ellos, y solo un Estado —pero no una nación— para algunas minorías importantes». La solución en nuestros tiempos solo puede ser democrática y partir de los ciudadanos, pues la nación ha de ser siempre una nación de ciudadanos. 


			Aunque no quepa recurrir al principio de autodeterminación (que no es únicamente aplicable a las situaciones coloniales, pese a ciertas insistencias simplificadoras en este sentido, a pesar de que choque con el de la integridad territorial de los Estados), ni haya un sucedáneo «derecho de decidir», ni un «principio democrático», en el caso de Quebec el Tribunal Supremo canadiense consideró que era difícil oponerse a una consulta deseada por una mayoría de los ciudadanos de la provincia, o en este caso de los catalanes. De hecho, constitucionalistas nada sospechosos de promover el independentismo, como Francisco Rubio Llorente y Francesc de Carreras, se han pronunciado a favor de tal referéndum, organizado por el gobierno español, algo que no se puede rechazar sin más. Sea antes o después de la reforma constitucional, en todo caso no sería conveniente ninguna consulta que no fuera precedida, como en el caso escocés, por una amplia información y debate por todas las partes, incluidas las opiniones del resto de Europa. Y hasta ahora la información y el debate han sido esencialmente unilaterales por parte de los independentistas. Será necesario un amplio diálogo, mucho diálogo. Y reformas importantes. 


			Una parte del daño, sin embargo, ya está hecho. Acabe como acabe la cuestión, habrá causado profundas heridas, que cicatrizarán, pero que no dejarán de doler durante mucho tiempo. Contribuir a paliarlas es una labor de la buena política. 


			

			 



			REVERTEBRAR 


			

			 



			A diferencia de otros países, el debate territorial (y no solo el territorial) ha quedado preso en España de los círculos académicos constitucionalistas. Se discute menos en términos políticos sobre qué queremos ser y qué hacer juntos, y cómo podríamos arreglarnos para lograrlo. 


			Es necesario volver a vertebrar España, que no es lo mismo que recentralizarla. A estas alturas, es casi lo contrario. Es introducir mucha más movilidad, más propósito común, más solidaridad interterritorial, más coordinación y más decisiones conjuntas hacia España y hacia la Unión Europea. En resumen, recuperar un concepto y un proyecto de país, en un proyecto de Europa que ahora falta y que no debe hacerse a costa de las identidades. España es una realidad con muchas identidades. De hecho, las sociedades modernas, y sus ciudadanos, son multiidentitarias. Ese es el terreno que tenemos ganado. 
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			ECONOMÍA Y POLÍTICA: LOS NUEVOS POCOS 


			

			 



			En una escena de la famosa serie británica Downton Abbey, ante los planes del yerno de reducir la plantilla del castillo y de sus campos, el patriarca Robert Crawley, conde de Grantham, afirma lo siguiente: «Resulta que el papel de los aristócratas es dar empleo a la gente. Es lo que justifica nuestra forma de vida». 


			La crisis ha puesto de manifiesto una preocupante despreocupación de la élite española por la ciudadanía en general. Ya hemos citado a Angela Merkel al respecto, pero recordémosla: Es «muy lamentable que parte de las élites económicas [en los países más afectados por la crisis] asuman tan poca responsabilidad por la deplorable situación actual». Esta despreocupación puede deberse a que la élite se ha visto menos afectada por la crisis o incluso ha mejorado. Quizá también, como indica Chrystia Freeland, se deba a que las nuevas élites sean menos solidarias con las sociedades de las que proceden, y les preocupe menos la desigualdad porque piensen que su triunfo es solo meritocrático y fruto del esfuerzo. Siempre ha habido clase dirigente, y no solo es necesaria, sino que conlleva responsabilidades. Algo muy distinto es que la élite se convierta en clase dominante sin asumir la responsabilidad de ser dirigente. En el caso español puede llevar a un peligroso divorcio entre la élite y el cuerpo ciudadano. Evitarlo y superarlo es una enorme tarea pendiente de la nueva fase histórica que se ha abierto, y que lleva al corazón del sentido democrático. 


			No se trata de avalar aquí la ya citada doctrina de las «élites extractivas», desarrollada por Acemoglu y Robinson y puesta en boga en nuestro país por César Molinas, según la cual la élite dominante —sobre todo la clase política que no es la élite en términos de poder ni de riqueza— saca provecho fundamentalmente a través del gasto público financiado por los impuestos y la deuda, lo que requiere la ocupación de la política. La presión para que la política del Estado favorezca a los más ricos no es nueva, aunque también sea un signo de la posdemocracia.  


			Ni siquiera es necesario regresar a la vieja idea de la explotación de una clase por otra. No. La cuestión se resume en una menor preocupación por parte de los «nuevos pocos», como los ha calificado Ferdinand Mount en el caso británico. Por un lado tenemos la forma en que se van a resolver los problemas de los bancos, a costa de los impuestos. El ajuste se está llevando a cabo a costa de los contribuyentes. Otro ejemplo sería la falta de preocupación de la élite española por los parados de muy larga duración. Los gobiernos no les dan prioridad a la hora de tomar medidas contra el paro, pues dan por supuesto que de alguna manera tendrán que acomodarse o resolver, más mal que bien, su vida, su subsistencia. La actual crisis plantea un enorme problema al respecto: incluso en el caso de que haya recuperación, ¿qué podría hacerse con dos millones de parados o más, muchos menores de 40 años, que parecen irrecuperables? Además, durante la crisis el mundo ha cambiado, y la automatización ha avanzado. De su mano (y otros factores), Estados Unidos se está reindustrializando, pero sin crear tantos puestos de trabajo como antes. España no tiene por qué ser distinta. 


			En cuanto a la solidaridad intergeneracional, ¿puede un país permitirse que una parte de los jóvenes no llegue nunca a trabajar? Según el índice de Justicia Intergeneracional, de la Fundación Bertelsmann, España se sitúa en la mitad del ranking, en el puesto número 14, con un sesgo promayores relativamente modesto. El Estado español gasta unas cuatro veces más en cada español mayor que en cada español joven. Esta proporción es mucho más elevada que en países como Corea del Sur (porque allí quien gasta a favor del mayor son sus hijos), Irlanda o Nueva Zelanda (2,5), pero mucho menor que en Polonia, Japón, Italia y Portugal (entre 8,5 y 5,5). Sin embargo, es muy probable que los recortes de gasto público en educación, políticas familiares y políticas activas de empleo llevadas a cabo tiendan a aumentar el sesgo promayores del Estado del bienestar español. En Grecia, un país igualmente envejecido, el Estado gasta siete veces más en cada persona mayor que en cada persona joven; en Suecia, sin embargo, que es un país comparable en envejecimiento de su población, el Estado solo gasta 3,4 veces más por persona mayor que por persona joven. 


			De forma estructural, la actitud insolidaria de las élites también se puede deber al menor peso que tienen en la actualidad las rentas del trabajo sobre las rentas del capital. Este es un rasgo propio de algunas economías desarrolladas en los últimos años. En España, esta tendencia se ha acentuado con la crisis: entre el último trimestre de 2008 y el último de 2012, las primeras se han reducido en 5,2 puntos porcentuales mientras las del capital han aumentado en un 3,6%. En países como Alemania, Francia, Países Bajos, Finlandia y Reino Unido, por el contrario, con la crisis han ganado peso las rentas del trabajo en detrimento de las rentas del capital. El hecho de que en España (y en algunas otras economías como la portuguesa) el factor trabajo pese cada vez menos indica un cambio de modelo industrial y social que no va precisamente en el sentido de la «buena sociedad», y sí del aumento de la desigualdad, cuando cada vez más una mayor parte de la riqueza se distribuye vía capital y menos vía salarios. 


			Como bien dice una de las proponentes de la «buena sociedad», la británica Ann Pettifor: 


			

			 



			[...] una economía bien diseñada aporta una salida para la creatividad humana y cumple el deseo de la humanidad de trabajar. Existe para abrigar y proteger a los jóvenes, los vulnerables y los ancianos —no solo para los que están en forma y viven en la opulencia—. Ayuda a una sociedad a afrontar adversidades importantes, como el cambio climático, y refuerza los placeres de la vida para todos los que viven dentro de ella.  


			

			 



			En España se están recortando las políticas de redistribución, que, como hemos señalado, importan menos a una parte de las clases medias y las clases altas, que no hacen uso plenamente de servicios públicos como la sanidad y la educación. España necesita repensar estas políticas públicas y el impulso de las élites a ellas, para que las clases medias altas participen más de ellas. Pero también es necesario que estas se preocupen y ocupen más de la generalidad de la ciudadanía, en el sentido que apunta Pettifor. 


			

			 



			LA GRAN CONNIVENCIA 


			

			 



			En su análisis del fracaso de los países, Acemoglu y Robinson parten del modo en que la debilidad o la mala orientación institucional pueden obrar en contra del crecimiento económico. Es decir, de cómo se debe resolver la crisis de las instituciones, y del sistema político, para lograr un crecimiento sano, persistente e inclusivo. Esto es algo aplicable al desafío que tiene ante sí España. En efecto, el nuevo mundo hipercompetitivo que ha supuesto la llegada de los países emergentes a una economía globalizada, es una razón fundamental para que la mediocridad generada por el corporativismo español ya no sea viable, si España quiere ser un país avanzado. Esta razón justifica la necesidad de superar la connivencia entre el Estado y las grandes empresas, propia de nuestro sistema, así como el reto de fomentar la competencia e innovar y democratizar los impuestos y el mercado, los tres grandes temas que se abordan en este análisis no de la política económica, sino de la economía política de España. 


			La connivencia entre el Estado y las grandes empresas siempre ha existido en la España de la industrialización. El hecho de que también se dé en otros países, aunque en menor grado, no significa que sea lo más adecuado para España. Al fin y al cabo esta connivencia, el «mercantilismo plutocrático», puede asfixiar la eclosión de nuevas potencialidades en este país. 


			En España, el origen de muchas fortunas, o simplemente de acumulación de capital, procede de alguna concesión oficial. Es algo que viene de lejos, de muy lejos, pero que llegó a su paroxismo, primero, con la dictadura de Primo de Rivera en la década de 1920, y posteriormente con la franquista. Hoy, la cultura de la concesión perdura bajo nuevas formas. Una parte importante del estilo de negocio en España sigue residiendo en el BOE y en los boletines oficiales de las comunidades autónomas, pues muchas de estas empresas son proveedoras o dependientes del sector público. 


			Desde la década de 1990 se han privatizado muchas empresas en España (a menudo manteniendo sus direcciones, algo que no ocurrió, por ejemplo, en el Reino Unido), y todo ello antes de liberalizar los sectores a los que pertenecían. La forma en que se han realizado esas privatizaciones ha reforzado el corporativismo y la plutocracia en España. 


			Una parte desproporcionadamente alta de las empresas del IBEX 35, las más cotizadas en Bolsa, dependen del gobierno —para establecer sus tarifas, su regulación o sus contratos—, algo que no es sano y que dicta en parte esta connivencia. Y esto vale para el mundo de la energía, de las finanzas, y también de los medios de comunicación, entre otros. Inditex (Zara), siempre citada como nueva multinacional española, es una excepción en el panorama español, aunque no el único, si se piensa en otros ejemplos como el grupo de cooperativas de Mondragón —ahora con problemas— o la empresa de ingeniería Técnicas Reunidas que factura un 85% en el exterior. 


			Desde luego, el Estado tiene que apoyar a las empresas españolas. Lo hacen todos los gobiernos ante concursos o en defensa de intereses fuera de nuestras fronteras. La CIA apoya a Boeing frente a Airbus. El Estado francés lo hace para la obtención de contratos para empresas francesas. En España, de cara al extranjero, sobre todo frente a América Latina y el mundo árabe, el papel de apoyo del rey no es menor. Pero la ayuda del Estado es opaca y además está centrada en las grandes empresas en detrimento de muchas pymes que merecerían igual o más protección, y no la reciben porque no son parte del entramado oligárquico. 


			Estas empresas del IBEX 35, y muchas otras, ya facturan más de la mitad fuera de España. Pero el sector exterior, que necesita ser potenciado, también tiene una dimensión oligárquica: cincuenta empresas son responsables de un 32%  de las exportaciones españolas; cien, de un 40%;  quinientas, de un 60%, y unas pocas autonomías, entre ellas Cataluña y el País Vasco, concentran casi toda la exportación. Puede que sea normal en un país que durante demasiado tiempo ha estado encerrado en su cascarón, pero si ha de tirar en parte de la economía española, el sector exportador español también se debe pluralizar más. 


			La gran empresa, en España y otros países, tiene un poder político creciente. Los intereses de las empresas, sin embargo, son diferentes a los intereses públicos, y el Estado y el gobierno deben poder mantener su propio criterio y autonomía frente a ellos. La oligarquía empresarial española, como ha explicado Ángel Pascual-Ramsay, está en el corazón de los escándalos de corrupción y financiación ilegal de los partidos, que, en parte, están en el núcleo de la actual crisis del sistema político: 


			

			 



			Al contrario de lo que se suele pensar, el problema no es un sector empresarial dinámico frenado por políticos corruptos, sino un establishment económico y político corporativista que bloquea la energía creativa del país. 


			

			 



			La connivencia no se acaba ahí. También hay un traspaso entre políticos que han sido altos cargos en las Administraciones públicas y las empresas. Esto no es malo en sí mismo, pues ya hemos indicado la necesidad de unos mayores trasvases, de ida y vuelta, entre la actividad pública y la privada, y de una creciente colaboración público-privado, muy diferente a lo que aquí se describe. 


			La connivencia no se da solo entre empresas y el Estado central. También se da con las comunidades autónomas, los ayuntamientos y los sindicatos, como se aprecia en el caso de los ERE en Andalucía. Esta ha contribuido a la confusión entre lo público y lo privado, no solo externalizando algunas de sus actividades, con una mala gestión del urbanismo y de una parte de la obra pública, sino también con la profusión de empresas públicas a todos los niveles que se han creado fuera del control de los presupuestos públicos y de los parlamentos. 


			Hay que dejar atrás esta connivencia, y avanzar hacia algo muy diferente, a saber, una auténtica colaboración públicoprivada. Las empresas españolas, como también los sindicatos, participan poco en el diseño de las políticas públicas. Sufren un déficit de participación. 


			

			 



			POR UN «SHOCK» DE COMPETENCIA 


			

			 



			Para empezar a superar este «capitalismo castizo», como lo ha bautizado César Molinas, un factor esencial es generar más competencia en España, algo que, cuando se ha hecho, siempre le ha ido bien al país. La competencia ayuda (casi) siempre a bajar precios, y, por lo tanto, a incrementar el consumo, fomentar la innovación, mejorar el nivel de servicio público y hacer accesibles productos y servicios que antes no lo eran (por ejemplo, las aerolíneas de bajo coste). 


			Este no es un país liberal. Existe en él una defensa acérrima de los intereses creados y de los feudos. Incluso quienes se autoproclaman liberales en términos económicos no lo son. Es obligado que una empresa se defienda de la competencia. Pero la competencia es la esencia del liberalismo económico (el neoliberalismo, como todo lo «neo», es otra cosa). España inventó y exportó el término liberal sin encarnarlo en casa. En España, la derecha no ha sido ni es liberal en este sentido. Ha confundido liberalizar con privatizar. Mantiene demasiado a menudo una oposición a la competencia en detrimento del bien común. Y las grandes empresas tienen a menudo como aliadas a fuerzas supuestamente «progresistas» como los sindicatos, o incluso a partidos de izquierda que, confundidos por una anticuada visión del corporativismo, acaban conformando un frente común junto a aquellos que pretenden mantener sus privilegios.  


			Por eso es una bocanada de aire fresco que un político de centro izquierda como Pedro Saura García, portavoz de Hacienda del Grupo Socialista en el Congreso, haya pedido ganar en competencia interna, para lo cual se requiere un cambio en el «asfixiante» marco regulatorio e institucional español. Servirá hacia dentro, y también para mejorar las capacidades de competir fuera, en un entorno mucho más competitivo. Pues las empresas españolas tienen que ser crecientemente cosmopolitas y competir abiertamente en el extranjero, como cada vez más hacen. 


			Sin un cambio de mentalidad no saldremos de forma estable y profunda de la crisis. Ese cambio de mentalidad, de cultura político-empresarial, necesita básicamente de esa palanca: la competencia. Es posible. Como lo fue —sin duda, con sacrificios— que los gobiernos del PSOE en la década de 1980 hicieran una profunda reconversión industrial. Aquello fue una prueba de que, si se hace bien, se pueden abandonar industrias obsoletas sin caer en el chantaje corporativista y sin crear un drama insuperable para los trabajadores. 


			Otro elemento que puede dinamizar la competencia es la apertura a la implantación en España de grandes empresas exteriores en los sectores oligopólicos. Cuando las empresas españolas no han podido evitar la apertura a la competencia exterior, en general han optado por vender y dejar el sector en manos extranjeras, caso del automóvil, las farmacéuticas, el acero y otros. Cuando han podido evitarlo, han logrado cartelizar el mercado, como en el caso de los bancos, las eléctricas, las grandes constructoras y las ingenierías, dejando para los extranjeros poca cosa. En la actualidad hay grandes constructoras de otros países importantes que quieren entrar en España, pero las españolas se encargan muy bien de evitarlo, a pesar de la legislación europea. 


			Pese a que existen programas muy loables que van en sentido contrario, y a que surgen start-ups en España —algo que se ha dinamizado en esta crisis—, muchos jóvenes emprendedores españoles se quejan de la dificultad para entrar en estos mercados. Esto se debe al cierre a la competencia y también a las dificultades para crear empresas. España se sitúa en el puesto 44 del último ranking del Banco Mundial (Doing Business) en relación con su capacidad para hacer negocios entre los países más desarrollados. Aparece por delante de Italia, pero demasiado atrás del resto. Para Antoine Kerfant, la falta de crédito, la caída en el poder adquisitivo de los españoles y las barreras administrativas son las que dificultan hacer negocios en España. 


			Este país, debemos insistir en ello, está necesitado de competencia y de medidas para facilitarla. Esa es la fuerza que más puede ayudar a su desarrollo. El fomento de la competencia debe ser un elemento central de todo programa de transformación de España. A la vez, hay que asegurar que el Estado corrija los efectos desiguales que pueda provocar la competencia, no ya entre las empresas, sino entre los propios ciudadanos.  


			Para lograrlo, es necesario ir contra los intereses creados, grandes y pequeños, y romper esa connivencia, lo cual resulta políticamente muy difícil. Con ellos choca todo gobierno, de izquierdas o derechas. Un ejemplo es la Ley de Colegios y Servicios Profesionales. Está por ver si realmente se liberalizarán o si, de nuevo, dominará el temor a enfrentarse a unos grupos que conforman una parte importante de la élite. 


			Hay un elemento sumamente preocupante para el tema que nos ocupa: la creación de la Comisión Nacional de los Mercados y de la Competencia. Con la excusa de racionalizar los reguladores —los reguladores son esenciales para la competencia, como los frenos en un coche sirven para poder ir más deprisa, no más despacio, como bien explicara Schumpeter—, se los ha concentrado y hecho depender para sus funciones mucho más de los ministerios y del gobierno. Pierden, así, una esencial independencia.  


			Afortunadamente, la Comisión Europea ha obligado a rectificar en algún punto al gobierno en este respecto, además de forzarlo a garantizar una mayor independencia de la Autoridad Fiscal en ciernes. Para que luego se diga que Europa ya no es la solución, o al menos parte de la solución (pues anteriormente se habían independizado más los reguladores). Si no fuera por Europa, nos limitaríamos a privatizar sin liberalizar, a reducir en vez de ampliar el margen de la competencia. Y esa competencia, para un país como España, es esencial para salir de la crisis con energía, con crecimiento, en un mundo mucho más complejo. Aunque debamos ser conscientes de que, como hemos indicado, la competencia global nos forzará a revisar el Estado del bienestar, a impulsar niveles y zonas de excelencia, e incluso políticas industriales activas que impulsen sectores estratégicos. 


			

			 



			DEMOCRACIA CONTRA FRAUDE FISCAL 


			

			 



			La relación entre política y economía tiene un epicentro: los impuestos. Estos son, como los ha descrito Jeffrey Sachs, «el precio de la civilización». Y votarlos es una de las labores fundamentales del Parlamento (de ahí la importancia de evitar que se europeícen en exceso las decisiones al respecto, en el sentido de que la decisión, no la coordinación, se tome en Bruselas). Sería democráticamente sano poder saber, y decidir, cómo se recauda y cómo se gasta cada euro del erario público. No lograrlo es parte de la escasez de la cultura de lo público. 


			Se ha progresado mucho en la lucha contra la evasión fiscal, desde la reforma que introdujo Francisco Fernández Ordóñez al principio de la Transición. No resulta sorprendente que fiscalidad y democracia también se hayan desarrollado juntas en este país, y tienen que seguir haciéndolo en esta nueva fase.  


			No entraremos aquí en el detalle de una reforma fiscal más necesaria en España que en otros países de nuestro entorno, y no solo por la crisis, sino por la ineficiencia del sistema y la sobreimposición de las clases medias. Los ingresos públicos han bajado y no solo por la recesión. En 2012, representaban un 36,4% del PIB, es decir, 8,8 puntos menos que en Alemania y 15,3 menos que en Francia. A pesar de los niveles de ingresos fiscales existentes en España, la proporción es comparable, o superior, a otros países europeos, si se toman como referencia las rentas «controladas» y su descenso obedece, claramente, a la introducción del factor «economía sumergida», un cáncer de nuestra sociedad en parte motivado por una escasa conciencia fiscal. Mientras en algunas sociedades (la sueca, por ejemplo) una actuación fiscal incívica es motivo de repulsa y aislamiento social, en España puede, en ocasiones, provocar situaciones de aceptación y de imitación. 


			No se puede pretender tener un Estado del bienestar fuerte, como el alemán, por no hablar de los países nórdicos, ni un Estado fuerte a secas, con estos niveles fiscales, de ingresos y de gastos. La presión fiscal en España estaba en el 31,4% del PIB en 2011, frente al 38,8% de media en la UE. El refuerzo de la democracia española, entendida en el sentido amplio que le damos aquí, pasa por un sistema fiscal más eficiente, y es probable que, para ello, necesite ser más justo. Esto forma también parte de la democratización de la economía. 


			El problema central del sistema español es el fraude. Diversos cálculos sitúan la «economía negra» en España entre el 19% y el 30% del PIB. Y el fraude y la evasión fiscal en torno a un 30%, una desproporción si lo comparamos con los países sólidos de la UE. De no haber fraude, los recortes en gasto público habrían sido mucho más reducidos. Y este fraude, y su relación con la corrupción, se han disparado con el boom inmobiliario, que llevó al desastre actual. La crisis no ha resuelto nada al respecto. Más bien lo contrario. Según el European Fraud Survey 2011, de Ernst & Young, un 42% de los empleados encuestados percibe un aumento de las prácticas corruptas en nuestro país debido a la crisis, aunque otros estudios señalan una disminución relativa de la economía sumergida. 


			Luchar contra el fraude fiscal es esencial. ¿Cómo? Para empezar, es una cuestión de cultura social. «¿Con IVA o sin IVA?» es una pregunta que se debería erradicar desde la educación cívica en los colegios y en las familias. ¿Para cuándo serán los planes y campañas en este sentido? La creación de una cultura tributaria debe formar también parte de la cultura ciudadana. De nuevo, no bastarán las leyes. Es necesaria la colaboración de toda la sociedad. 


			Las administraciones han elaborado varios planes al respecto. El último fue en 2011, contra la economía sumergida, con la colaboración conjunta de la Agencia Tributaria, la Seguridad Social y el Ministerio de Trabajo. Y hay otras propuestas en camino. La mejor manera de luchar contra este fraude, según coinciden diversos expertos consultados, la más económica, la mejor compensada entre gasto y retorno, sería reforzar los efectivos de la inspección fiscal. Estos suman en España unos 27.000, y de nuevo representan entre un 30 y un 40% menos que en los países con los que nos comparamos.  


			Las grandes fortunas están más controladas, pero ello no impide que les favorezca la legislación de las Sicavs, las sociedades de baja tributación para las grandes fortunas. Un modelo difícil de eliminar, pues el capital huiría. Las profesiones liberales, por su parte, escapan aún en parte al control de Hacienda. Sobre los autónomos, cada vez más numerosos, se ha reforzado. Y la factura electrónica será otro paso. 


			El mayor problema está en las grandes empresas —españolas o extranjeras— que operan en España y que pueden aplicar ingeniería o «planificación fiscal» para buscar la manera de pagar los menos impuestos posibles a escala internacional. Hay una gran controversia entre el «fraude de ley» (figura tipificada en nuestra normativa y que es la protagonista de una gran parte de las actuaciones inspectoras) y la «economía de opción» cuyas fronteras, en muchas ocasiones, se encuentran desdibujadas y se confunden, motivo por el cual la litigiosidad en España es de las más importantes de Europa. 


			En el caso de las grandes empresas españolas situadas en el extranjero, las normas de promoción de la internacionalización les ofrecen posibilidades de desgravación que dejan sus impuestos entre el 5 y el 8% de sus beneficios en el extranjero. Para el Estado, esto figura contablemente como un «gasto fiscal». Es decir, que una empresa española lleva capital español fuera, crea trabajo fuera y obtiene beneficios fuera, pero a la hora de pagar impuestos paga mucho menos que si estuviera dentro. El gobierno del PSOE nunca tocó este tema. Ahora lo está haciendo el del PP, porque necesita ingresos. 


			Todas las grandes empresas «patrióticas» practican estas economías de opción. También Google, Apple o Amazon lo hacen en Estados Unidos y en España. No es evasión, sino elusión fiscal. Son prácticas legales, o al menos alegales, si bien injustas e insolidarias, pues esas empresas se benefician de los Estados donde operan y de sus infraestructuras. A pagar cuanto menos impuestos mejor ayudan los programas informáticos que planifican a la baja el pago de impuestos, y adaptan a este resultado —no al revés— la producción real en la cadena de valores. Ha nacido la empresa global, en buena medida exenta de impuestos, tan exenta como la Monarquía y la aristocracia en la predemocracia, según recuerda Crouch. 


			Esta situación es algo de lo que finalmente se han percatado todos los gobiernos, y que ha sido abordado en el G-8 y en el G-20, pues solo puede tener una solución internacional (y europea, ya que persisten grandes diferencias a escala de la propia UE, con impuestos societarios más bajos en países como Irlanda, Países Bajos o Luxemburgo). En el fondo, subyace el problema de una globalización financiera difícil de embridar dados los intereses creados y el caudal alcanzado por sus enormes flujos. Además, frenarla implicaría probablemente una reducción del crecimiento económico global, porque el capital no podría viajar allí donde hubiese mejores oportunidades de inversión. Sin embargo, mientras haya total libertad de movimiento de capitales, siempre va a haber un «arbitraje fiscal» entre los países, incluso en ausencia de paraísos fiscales. El objetivo ideal sería la desaparición de estos últimos, pero en la propia Unión Europea muchos países intentan utilizarlos en su propio beneficio: sociedades luxemburguesas, fiscalidad irlandesa y de las Islas británicas, etcétera. Aunque finalmente tanto en la UE como en el G-20 se está planteando con cierta seriedad la lucha contra estos paraísos, la distancia pendiente de recorrer en términos reales es aún muy grande. 


			La competencia internacional lleva a reducir los impuestos que recaerían sobre las empresas, sobre todo de aquellas que tienen cadenas de producción complejas y multinacionales, y a marcar el esfuerzo tributario en el consumo y las rentas del trabajo de los ciudadanos. A la larga, esta situación no es sostenible. Y menos aún con salarios a la baja y con pérdida de importancia de estos respecto a las rentas de capital. 


			

			 



			DEMOCRATIZAR LA ECONOMÍA 


			

			 



			No es solo la política. La economía también se tiene que democratizar. No nos referimos a una socialización de los medios de producción, sino a la participación de los ciudadanos en la economía, como tales ciudadanos, como empleados cuando lo son, como consumidores y como inversores. Nos referimos a lo que se ha venido a llamar el «empoderamiento» de los ciudadanos, de los consumidores e incluso de las pequeñas empresas. Algo que implica también aumentar la pedagogía y la cultura económica, financiera y fiscal de la ciudadanía, a todos los niveles.  


			Ya hemos apuntado que, más que una economía democratizada mediante ese capitalismo popular de los pequeños accionistas, llevado a cabo directamente o por medio de fondos de inversión o desdichadas y engañosas inversiones en «preferentes» de cajas, el resultado en la época de la burbuja ha sido la democratización del crédito, una falsa democratización que, desde luego, no ha compensado la creciente desigualdad. También la globalización ha facilitado a los ciudadanos occidentales el acceso a bienes baratos producidos por países con menores costes laborales, una democratización del consumo. Ello hace que tendamos a una dualización de la propia economía y la sociedad españolas, segmentada entre una de bajo coste y otra de alto, con un creciente vacío en medio. 


			Empoderar al consumidor no debe llevar a una unidimensionalidad del ciudadano, con el grado de alienación política que comporta tal condición. La crisis nos está haciendo repensar el hiperconsumismo que, como han recordado los Skidelsky, es algo relativamente reciente, de los últimos treinta años, para la Humanidad y para la sociedad española. Si la salida de la crisis no va a permitir una vuelta atrás en casi nada, tampoco debería permitir ese consumismo excesivo cuyas pautas han cambiado. 


			Este capitalismo español se inserta en la nueva «revolución de los managers», en un grado mucho más fuerte que en otros países de nuestro entorno. En 1941, en un famoso libro que con ese título se convirtió en clásico de forma casi instantánea, James Burnham recogió la idea de una creciente separación entre la propiedad y el control de las empresas en Estados Unidos, a manos de ese «grupo social o clase» que llamó los managers, o gerentes, implicados en un «empuje para el dominio social». Se ha convertido en una realidad. En nuestra economía los consejeros delegados, los CEO (Chief Operating Officers), se han hecho con el poder en las empresas, a menudo en detrimento de los accionistas, los grandes y los pequeños, es decir, de la propiedad. Y estos gerentes a menudo tienen sus propias agendas. Democratizar la economía requiere replantear esta situación. 


			Ramón Forcada Gallo, director de Análisis de Bankinter, ha afirmado: 


			

			 



			La crisis actual (y, sobre todo, la española) es más bien resultado de determinados comportamientos reprochables y de la ausencia de valores, antes que de otras cuestiones más técnicas, motivo por el cual esta presión de los accionistas corrientes para demandar que los gestores actúen de manera honesta y reciban retribuciones adecuadas, pero no indecentes, solo puede ayudar a superar un poco antes esta agotadora situación que a veces parece no tener fondo. 


			

			 



			La empresa tradicional está desapareciendo rápidamente. Y esto es así tanto por las relaciones laborales en su seno, como por la externalización y la subcontratación de muchas de sus actividades. La participación o la consulta de los trabajadores en la empresa, según el sistema alemán, sería otra posibilidad, muy ajena a nuestra cultura empresarial y sindical, aunque tampoco responda al hecho de que haya cada vez más autónomos y pymes sin tales opciones. Hay enfoques alternativos, como las cooperativas, aunque con un recorrido limitado. 


			No será posible democratizar la economía si no se democratiza la innovación y se da más acceso, a más personas y empresas, a las herramientas y los instrumentos que permiten innovar. En España, la i+D+I está excesivamente concentrada en algunas grandes empresas, con las que otras más pequeñas no pueden competir. Y en el Estado, aunque demasiado poco si se compara con otros países innovadores como Estados Unidos, China, Corea del Sur o los países nórdicos. Democratizar la innovación pasa también por un «Estado emprendedor», como lo llama Mariana Mazzucato, para la cual este ha sido y es central en el impulso a la i+D+I, hecho que no sorprende a cualquier estudioso de la influencia de lo militar en los avances tecnológicos, desde siempre. Lo novedoso de su análisis es su énfasis en el hecho de que algunos países, como los citados, lo han logrado con fuertes consensos nacionales para mantener el nivel de financiación de estas actividades y del apoyo a la política que las sustenta a través de los altibajos de la economía. Mazzucato pide que se intensifique la innovación desde el Estado para salir de la crisis, justo lo contrario de lo llevado a cabo en España. El Estado se presenta así no solo como un socio del sector privado, sino como un socio dispuesto a correr más riesgos que este. Lo hizo históricamente con los ferrocarriles, la navegación y la aviación. Lo ha hecho con la informática, las telecomunicaciones, la farmacéutica, la biotecnología y la nanotecnología, y lo puede volver a hacer con la «economía verde». En la perspectiva de la democratización de la innovación, el papel del Estado no es solo crear conocimiento a través de inversiones públicas y centros, sino «movilizar los recursos que permiten que el conocimiento y las innovaciones se difundan de forma amplia a través de los sectores de la economía». 
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			¿CÓMO LOGRARLO? MEJOR VOZ QUE SALIDA 


			

			 



			El poder es esencialmente conservador. Entre otras razones porque se basa en intereses creados que resultan difíciles de quebrar. ¿Puede transformarse el sistema político desde el propio poder, desde el propio sistema? ¿O hay que cambiar de sistema, o, si se prefiere, de régimen? Entendemos por sistema el vigente desde 1978, el de la democracia, y no para dejar atrás esta, sino para rectificarla y mejorarla. 


			En España no somos muy dados a ello. Suárez convenció a las Cortes franquistas de que se hicieran el harakiri, pero aquella fue otra historia. Los españoles, como ya hemos apuntado, no solemos lograr reformas profundas de nuestras constituciones. Solemos cambiar de Constitución cuando cambiamos de régimen. Incluso cambiamos de régimen para cambiar de Constitución. Sin ánimo de comparación, aquí no se propone que los partidos que han dominado la democracia española se hagan el harakiri: todo lo contrario, estos se han de reformar y han de seguir reformando para seguir siendo relevantes, aunque tengan que contar de manera creciente con otras fuerzas políticas que han surgido y que la crisis económica y política está impulsando. 


			La cuestión es cómo convencer a la élite, a la clase política y a los propios partidos de la necesidad de acometer profundas reformas, no meros retoques, en el sistema. Es necesario generar incentivos para que las cosas se hagan. O desincentivos, es decir castigos, si no se hacen.  


			Albert O. Hirschman introdujo en 1970 dos importantes conceptos muy útiles a la hora de determinar estos incentivos: la voz y la salida. Ambos están íntimamente ligados a la posición de cada cual, o a la de grupos sociales, respecto de la lealtad —la tercera pata de Hirschman— hacia una persona, grupo u organización. Uno puede «salirse» de la relación que le une a un partido o una opción, por ejemplo dejando de votarlo, cambiando el voto hacia otro partido. En especial si se trata, como en la actualidad, de los dos grandes partidos, PP y PSOE, pero también en el caso de CiU en Cataluña o del PNV en el País Vasco. Aunque también se puede salir alejándose simplemente del sistema, optando por la abstención, por el famoso «pasotismo», o por una indignación sin consecuencias. La voz, por el contrario, consiste en expresar el malestar y ofrecer alternativas. La salida es una reacción básica y emocional, casi pasiva. La voz implica hablar, luchar por la reforma desde dentro. Claro está, voz y salida interactúan, y no entender cómo lo hacen puede llevar a fracasos colectivos, como alertó Hirschman, más partidario de la voz para demostrar que Hamlet estaba equivocado dada la importancia de actuar ante la duda y ante el temor.  


			La presión más fuerte es la de la salida: la caída en el voto, o en la intención de voto, en los partidos que se resisten al cambio, o las movilizaciones sociales. La amenaza de salida es la que puede forzar un mayor cambio en el poder. Y no es casual que un partido como el PSOE, ante tal perspectiva, finalmente se haya lanzado a proponer una profunda reforma política, que, sin embargo, en algunos aspectos cruciales se queda corta. Eso mismo sucede con las iniciativas del Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, que han inspirado al gobierno y sus medidas de regeneración democrática, interesantes pero aún insuficientes (de momento limitadas a la lucha contra la corrupción política) para llegar a la raíz de los males que aquejan a nuestra democracia. Foros como Más Democracia, el Círculo Cívico de Opinión, y numerosos otros, están generando reflexiones de interés sobre diversas dimensiones de la vida política. 


			No obstante, la política —debido a la falta de liderazgo— se está moviendo a un ritmo más lento que la opinión pública, o al menos de esa parte de la opinión pública que se está formando ya una idea sobre lo que es necesario. Cuando la política —los políticos y las instituciones— se mueve tras reflexiones agónicas, la opinión pública se sitúa ya mucho más allá. Un ejemplo: la Casa Real se ofreció a hacer públicos algunos elementos de sus gastos, pero, cuando lo hizo, ya se le pedía mucho más. Y, finalmente, se van a introducir sus cuentas en la Ley de Transparencia. 


			Para dar opción a la voz, hay que generar espacios públicos de debate, y eso es justo lo que pretende ser Agenda Pública. En la actualidad disponemos de una mayor información para tratar de entender lo que sucede, más que antes. Y a ello está contribuyendo lo que Jonathan Hopkin, de la London School of Economics, llama la «bloguización» del debate político. Esto es así no solo por su fragmentación, sino por la calidad que algunos de estos blogs y webs van adquiriendo. Existen blogs innovadores y rigurosos de economía que contradicen y contrastan los discursos económicos emitidos desde el poder. En menor medida, y eso es en sí mismo significativo, hay blogs de política que contrastan y complementan lo expresado en los medios de comunicación más tradicionales (que a su vez incorporan interesantes blogs). Los gobiernos y los poderes establecidos ya no tienen tanta capacidad a la hora de imponer una visión única de cómo salir de la crisis económica y política.  


			La ciudadanía ha vuelto a poner el foco sobre los procesos de decisión pública y sobre los responsables de tomar estas decisiones. Esto ha provocado que, por una parte, la política y sus formas estén siendo cuestionadas y, por otra, que hayan surgido nuevos canales de participación política hasta ahora poco o nada utilizados, incluidos los movimientos y los grupos de reflexión y debate en la sociedad civil. Esta última se está moviendo en este sentido, justo cuando los grandes medios de comunicación han abandonado en parte aquella función que les era esencial. La labor de agitación desde la sociedad civil puede ser muy positiva. La política, sus formas y sus responsables están siendo de nuevo examinados. 


			Este cambio coincide con otro, producido en el modelo de consumo de información. Los datos fluyen por la red a una velocidad y en un volumen como nunca se había visto. La demanda de información veraz, abierta y de calidad contrastada ha aumentado, y las dietas informativas están más marcadas por la estructura de nuestra propia comunidad de referentes en las redes sociales. En efecto, el espacio público se ha fragmentado, una circunstancia que ha permitido que estemos menos expuestos a las ideas que uno no comparte, al aumentar la capacidad de vivir en un cascarón que cada uno se diseña. 


			Nuevos tiempos piden nuevas formas de configurar un debate político en el que han de participar ciudadanos, expertos y especialistas en temas determinados. Se hace más necesario que nunca integrar el conocimiento producido en entornos académicos y de pensamiento que hasta ahora han sido demasiado cerrados. La información debe ser accesible, sí, pero además también debe ayudarnos a mejorar la calidad del debate y debe estar organizada para tal fin. El conocimiento de los expertos debe ayudarnos a realizar un diagnóstico más acertado, interpretar mejor qué está pasando y poder así garantizar una mejor y mayor vigilancia democrática. Al fin y al cabo, la mejora de la vida democrática es la que ha alimentado este proyecto y este libro. 


			

			 



			NI MOVILIZACIONES NI POPULISMOS  


			

			 



			Hay hartazgo con la política y con los políticos. Pero el hartazgo puede llevar a resultados peligrosos. Moisés Naím recordaba cómo la normalización del grito de «Échenlos a todos» —«todos eran, por supuesto, los políticos que vivían cada vez mejor, mientras a la mayoría le iba cada vez peor»— podía llevar a situaciones indeseadas, y a sustituir unas corrupciones por otras. Por ceñirnos a casos recientes, el hartazgo con una clase política en Venezuela llevó a Chávez; el caos de Yeltsin, apoyado por Occidente, llevó a Putin en Rusia; y, en Italia, la corrupción política sistematizada condujo a Berlusconi.  


			En España, el nivel de movilización ante la crisis, los recortes y los escándalos de corrupción ha sido bajo (como en otras sociedades del sur de Europa, a excepción de Grecia). El aguante de la sociedad en esta crisis ha sido notable. El descontento social sí es muy alto, aunque atemperado por el hecho de que la sociedad española no está lo suficientemente organizada y estructurada como para coordinar tales movilizaciones, y, de manera paradójica, por la intimidación que produce un mercado de trabajo mucho más flexible, donde domina el miedo a perder el empleo, aunque sea precario y con sueldos bajos. La familia ha proporcionado un colchón social. También la nueva emigración. Pero las movilizaciones pueden ir en aumento, si no surge un horizonte claro de recuperación económica y social, aunque hasta ahora los movimientos reivindicativos en la calle no hayan producido líderes políticos o sociales que conecten con esas reivindicaciones. Tampoco los desacreditados sindicatos han servido para ello. Las protestas de los funcionarios y los empleados públicos han sido dispersas. Solo la oposición a los desahucios tocó una fibra sensible común. 


			En cuanto al populismo, movimientos populistas derechistas o contra el sistema están creciendo en casi todos los países de nuestro entorno. El populismo es esencialmente salida, más que voz. ¿Cómo es posible que no haya habido brotes populistas serios en España, con la acumulación de la crisis económica, la social y la del sistema político? 


			En España hay una enorme bolsa de abstención electoral con fuertes sentimientos antipolíticos que podría servir de base a opciones populistas. Hay varias raíces desde las cuales podría crecer una opción tipo Beppe Grillo, pero también del tipo del Frente Nacional, en Francia, o incluso un Tea Party a la norteamericana. Cada una tiene parte de lo necesario para construirla, pero ninguna tiene todos los resortes precisos. En el caso de la derecha franquista o extrema, por llamarla de algún modo (otra cosa es la extrema derecha), el PP supo incorporarla en un espectro que cubre desde esa opción al centro. Cubrir ese arco —el PSOE nunca pudo hacerlo desde el centro a la extrema izquierda— fue el gran acierto de José María Aznar. Sin embargo, eso también implica que el PP es rehén, de cara a los cambios que se plantean, de esa parte extremista de su electorado. 


			Otro factor que juega en el caso español es que, por el momento, no se perfila ningún referente individual con las cualidades personales necesarias para liderar opciones de este tipo. Además, el Movimiento 5 Estrellas de Grillo está demostrando que la antipolítica no produce soluciones. También juega el hecho de que en España la inmigración repentina y numerosa en los años de bonanza no provocó reacciones xenófobas o identitarias. Y claro, hay también recuerdos de la Guerra Civil y el franquismo. 


			Finalmente, la situación en el País Vasco y Cataluña hace que una parte de aquellos que votarían por opciones populistas estén en otros discursos de carácter independentista que en parte son populistas. Esto no significa que el independentismo, opción que cubre un muy variado trasfondo ideológico y político en Cataluña, sea todo populista, aunque sí que tiene elementos de ello. 


			El hecho de que hoy por hoy las opciones populistas estén ausentes en el panorama español no significa que no puedan surgir en un próximo futuro si la situación social no mejora y se agrava la crisis del sistema político. Existe un clima que podría ser propicio para este tipo de alternativas, pero aún no están presentes los resortes que puedan canalizar el descontento hacia opciones viables.  


			El movimiento de los indignados, que brotó en 2011, no se puede calificar de populista. Fue un movimiento de protesta que suscitó amplias simpatías entre la ciudadanía en general, aunque no planteó soluciones ni se configuró, a diferencia del Mayo del 68 francés, con líderes. Ni siquiera en el caso del 15-M surgieron propuestas programáticas generales. De hecho, un elemento de su debilidad intrínseca fueron estas carencias, como hemos apuntado. Los indignados han sido más voz que salida. Sin embargo, fueron decisivos para catalizar en aquel momento el malestar con el sistema político y con el gobierno de entonces para transformar la voz en salida. 


			

			 



			SALIDA GENERACIONAL  


			

			 



			Si hay bloqueo político, la relación entre salida y voz se puede estructurar en torno a una renovación generacional. En España, los grandes cambios políticos suelen ir acompañados de grandes relevos generacionales. ¿Volverá a ser así? Todo apunta a que sí. Y probablemente los dirigentes de los principales partidos (Rajoy, Rubalcaba, Mas) no serán los que conduzcan este cambio, lo cual, desgraciadamente, lo retrasará.  


			Si tomamos como base cohortes de quince años, en España hay cuatro generaciones políticamente activas: la de 1975, el año de la muerte de Franco, propiamente la de la Transición, que es la del rey. También se podría llamar, según una proyección europea, la generación del 68, pues el Mayo francés marcó a una parte de ella. Fue la protagonista del paso de la dictadura a la democracia. Quizá por ello los miembros de esta generación, sobre todo los que fueron políticamente activos, sean los más reticentes a cambiar la Constitución, a sabiendas de lo que costó aquella (algo que es historia para los más jóvenes) e incluso porque aquello es parte de su identidad personal.  


			Le sigue la que podríamos llamar generación de 1989, la de la postransición, pues lo que ha marcado su vida, también a escala europea, es el fin de la Guerra Fría y la globalización. De hecho, esta generación llegó políticamente al poder en España, en 1996, con Aznar y un Partido Popular que, frente al PSOE, sí había hecho una renovación generacional. Zapatero y Rajoy —y quizá Rubalcaba, aunque este puede ser de los más jóvenes de la anterior— pertenecen a ella.  


			El periodo de ascenso de una generación es de los 30 a los 45 años. Luego llega al poder, o en algunos casos lo toma. La que viene es la del príncipe, o la de 2004, pues los atentados de aquel 11 de marzo impactaron con fuerza en ella, y probablemente sea la llamada a conducir esta nueva transformación, al estar la de 1989 demasiado pegada a la crisis y las causas y consecuencias de la crisis. De hecho, en la cúpula andaluza hemos asistido a un salto generacional, desde la generación de la Transición a la de 2004.  


			Existe un hartazgo con respecto a las generaciones anteriores, ya sea con la de 1989, por ser la que incubó y tuvo que gestionar la crisis, o con la anterior, por haber estado activa durante demasiado tiempo, al llegar al poder muy joven, y haber diseñado una Transición cuyos defectos se hacen notar ahora, treinta años depués. Por detrás de la de 2004 viene la llamada generación del Milenio, los ciudadanos más jóvenes, la juventud mejor preparada de la historia de España, conectada casi desde su nacimiento, pero castigada en comparación con sus padres (no con sus abuelos o bisabuelos). Es la generación de donde salió el movimiento de protesta del 15-M. Es una generación cuyos integrantes prefieren autocalificarse de liberales (un 20%, según el CIS), frente a un 7,4% conservadores, socialistas (10,2%) y progresistas (9,6%), antes que socialdemócratas (4,4%), democristianos (5,4%) o ecologistas (5,6%). 


			Por utilizar la terminología orteguiana, en la historia se dan renovaciones generacionales de forma «acumulativa» o gradual, o de forma «eliminatoria y polémica», como ocurrió en la Transición y como ha ocurrido otras veces en la historia de España cuando el cambio político pacífico solo ha sido posible mediante una ruptura generacional. Es algo que ha ocurrido con frecuencia, como ha señalado Juan Linz, pero que este país, nada sobrado en capital político, no se puede permitir sin merma de su fortaleza interna, pues se desaprovecharía así el conocimiento y las capacidades de las generaciones que se ven apartadas. No sería bueno que el relevo se hiciera de forma eliminatoria. Y de ahí la importancia del diálogo entre generaciones y de un relevo paulatino. Sin embargo, como insistimos, el cambio generacional puede lograr el cambio del sistema político si la actual generación en el poder no consigue llevarlo a cabo. 


			

			 



			MÁS QUE UNA REFORMA CONSTITUCIONAL 


			

			 



			El proceso de reforma constitucional puede tener esa condición terapéutica en la que entren nuevas consideraciones que a la generación de la Transición o la posterior no les parecían necesarias o adecuadas. Una Constitución debe tener vocación de integrar generaciones, y la reforma, sometida a referéndum en el conjunto de España, permitiría conectarla con ese sector de la población que no tenía la mayoría de edad, o que no había nacido, cuando se aprobó en 1978. Permitiría relegitimarla. En España, los menores de 53 años no han tenido ocasión de pronunciarse sobre la Constitución por la que se rige su vida política. Es verdad que estamos en un momento de constituciones longevas en Europa, aunque algunas, como la alemana, se reforman con facilidad siempre que haya mayoría suficiente. Y que muchos de estos electorados renovados tampoco se han pronunciado al respecto. Pero nosotros venimos de otra trayectoria histórica. 


			La reforma constitucional ha de ser a la vez un instrumento y un objetivo del cambio y de la recuperación democrática. Es necesaria por muchas razones, aunque no bastará para lo que aquí se propone como cambio en la cultura política democrática. Es, sin embargo, uno de los elementos, y entrar en él servirá además para demostrar que la clase política está empujando seriamente a una transformación en profundidad del sistema. Es un fin; y también es un medio. 


			No es que la Constitución de 1978 y el Pacto Constitucional de entonces estuvieran mal planteados. Sirvieron para asentar y desarrollar la democracia española y articularla territorialmente, pero más de treinta años después rezuma demasiado lenguaje del momento del que fue hija —de difíciles equilibrios entre lo anterior y lo posterior— y, en algunos aspectos, está impidiendo la regeneración democrática. Es evidente que el sistema político ha cambiado profundamente desde 1978, con la misma Constitución, pues la Constitución es un marco vivo, y las propias interpretaciones de esta y los Estatutos de Autonomía la han ido cambiando y la han enriquecido. Sin embargo, ahora necesita de un salto cualitativo. 


			A petición del gobierno de Rodríguez Zapatero, el Consejo de Estado, bajo la presidencia de Francisco Rubio Llorente, emitió en 2006 un dictamen sobre la reforma de la Constitución, el cual se centraba en cuatro aspectos solicitados por el gobierno: la Corona (la sucesión); la reforma del Senado; la inclusión de la denominación de las comunidades autónomas; y el engarce con la nueva realidad europea. Aquellas eran cuestiones aún necesarias, pero que se quedan cortas, tanto por su alcance en los temas que tocaban, como por la necesidad de incluir otros, como los nombramientos al Tribunal Constitucional, el Consejo General del Poder Judicial, el sistema electoral (sobre todo por la provincia como distrito) o los derechos (y deberes). Sin embargo, incluso aquel tímido intento de 2006 se quedó en nada tras la negativa del PP y ciertas reticencias ante el hecho de que lo único obligatoriamente refrendable de la reforma que se estaba esbozando era la cuestión de la Corona.  


			Hay algo que se suele olvidar y que se fijó en 1978 para evitar involuciones: la dificultad para reformar algunos aspectos de la Constitución sin trauma. Hay que reformar el sistema de reforma, pues la reforma del Título Preliminar, de los Derechos Fundamentales y de la Corona requiere no solo el acuerdo de los tres quintos de las cámaras, sino también una disolución previa del Parlamento y un referéndum.  


			Reformar la Constitución exige consenso, o mejor aún, capacidad de compromiso —no es lo mismo—, y no solo entre los dos grandes partidos nacionales, ahora en momento de declive ¿temporal?, sino también con una parte significativa del nacionalismo catalán y vasco, y asimismo de la izquierda.  


			Si debido a múltiples causas —el caso Bárcenas, el desacuerdo en algunas reformas, Cataluña y la crisis, entre otras— el momento no parece propicio al compromiso, los tiempos, sin embargo, sí lo exigen. PP y PSOE han demostrado que son capaces de votar juntos leyes orgánicas e incluso de iniciar una reflexión conjunta sobre la reforma de diversas instituciones. Justamente porque el momento reclama un cambio de sistema político, la reforma constitucional se ha convertido en una necesidad. Y ambos grandes partidos lo saben. 


			Es verdad que se corre el riesgo de un rechazo en referéndum en Cataluña o en el País Vasco, pero eso no pasará si se hace bien; y ese es el reto. La alternativa a no hacerlo es ir al empantanamiento y a la deslegitimación del sistema. La iniciativa está en manos del gobierno y del PP, que están en el poder. La operación requiere un liderazgo y una altura de miras que hasta ahora no han aparecido, pero que son imprescindibles en un momento en que la sociedad española aparece profundamente dividida. 


			Ahora bien, en estos momentos, en gran parte de Europa —Suiza sigue siendo la gran excepción, junto con el Reino Unido para el caso escocés y europeo— existe un rechazo de los gobernantes y de las clases dirigentes a los refrendos de cualquier clase. Hay miedo a las consultas. Irlanda tuvo que repetir las suyas tras el rechazo a sus reformas de los Tratados de la UE, mientras que Francia y Holanda acabaron con la Constitución Europea y no se les pidió cuentas. Cuando en octubre de 2010 el entonces primer ministro griego, el socialista Papandreu, propuso someter a referéndum el primer acuerdo de la eurozona para el rescate griego, provocó escalofríos en todos los dirigentes europeos, que rápidamente le hicieron abandonar su idea. Tampoco hubo una mayoría suficiente en el Congreso para someter a referéndum la reforma de la Constitución española en 2011, que constitucionalizó la austeridad.  


			Es comprensible que en España se actúe con prudencia y que no se quiera abrir un proceso completamente descontrolado de reforma de la Constitución, en el que entrara toda suerte de reivindicaciones. Algunos consideran que no es necesario meter al país en esta complicación, y que todo se puede resolver con acuerdos, nuevas leyes y reinterpretaciones, pero cuando el sistema, las instituciones constitucionales, se están deslegitimando, los apaños no bastarán. 


			Una reforma profunda de la Constitución puede venir acompasada de la reforma de otra especie de Carta Magna que también rige ya los destinos de los españoles y de todos los ciudadanos de la UE: el Tratado de Lisboa. Cada vez está más claro que va a ser necesaria una reforma de este tratado para poder avanzar seriamente en la profundización de la eurozona y de otros aspectos de la integración comunitaria, salvo que la alternativa sea seguir transitando por la vía intergubernamental. De nuevo, hay cierto temor de que tal reforma acabe en refrendos en varios países —esta vez incluso en Alemania, si para ello esta ha de reformar aspectos soberanos de su Constitución—. Pero será inevitable, a pesar de que el Consejo Europeo haya asumido de momento, un poder constituyente pero por fuera de los tratados comunitarios. El otro temor a abrir los tratados es que Cameron aproveche la circunstancia para negociar la devolución de competencias de Bruselas a Londres. 


			

			 



			POLÍTICA IMPLICA PEDAGOGÍA 


			

			 



			El sistema político va a transformarse. No sabemos si de forma rápida, en dos o tres años, o lenta, en lustros. No sabemos si de forma gradual, o con un cambio rápido de régimen. Si con reforma o con ruptura. Cuanto más tarde en hacerlo, menos posibilidades tendrá la opción reformadora. 


			La reforma de la Constitución que se propone lleva su tiempo. No parece posible, aunque sería conveniente, impulsarla en la actual legislatura. No obstante, sí que podría haber un pacto para que la siguiente la llevara a cabo. A fin de que fuera, de hecho, una legislatura constituyente, a nivel nacional, y probablemente también a escala de la Unión Europea.  


			En todo caso, hay prisas. Es urgente poner en marcha un proceso de reforma del sistema político que será complejo, pues supone una amplia reforma constitucional, una gran reforma legislativa, y cambios importantes en los usos políticos que no se darán —si se dan— de la noche a la mañana.  


			En realidad estamos hablando de mucho más: de generar un nuevo pacto político, económico y social para España. No lo hemos querido llamar Segunda Transición, no porque el término esté manido, sino sobre todo porque en la primera Transición sabíamos hacia dónde transitábamos. Queríamos ser como el resto de Europa occidental e integrarnos en el gran proceso continental. Hoy el destino está mucho menos claro. De hecho, hay que generar un proyecto de país y un nuevo impulso a la democracia, que vaya más allá de la posdemocracia.  


			Este empeño, sin embargo, será inútil sin un cambio de cultura política, pese a que, sin duda, eso será lo que más cueste de modificar. Para tal cambio se requieren grandes dosis de pedagogía política, algo de lo que no se ocupó la Transición. La calidad de la democracia pasa por la calidad de sus instituciones. Y por la calidad de sus demócratas. Es verdad que hay gente muy bien informada sobre los asuntos políticos, que puede seguir a través de una multitud de fuentes. Pero a la vez hay una gran masa despreocupada porque carece de una educación política suficiente.  


			Las nuevas generaciones deben adquirirla en la escuela y en los institutos. De ahí la importancia de una asignatura como la de Educación por la Ciudadanía, ahora rebautizada como Valores Culturales, Sociales y Éticos, según el curso, que nada puede tener que ver con la religión, como ha pretendido un absurdo debate. De hecho, con la Ley de 2006 se respondió a las recomendaciones del Consejo de Europa y la Unión Europea. Este tipo de asignaturas, como sus homólogas en otros países, deben perseguir romper con la apatía cívica reinante en Europa, mediante itinerarios que prevean mecanismos educativos a través de los cuales se pueda dotar de instrumentos a los estudiantes, de unas herramientas que faciliten y promuevan la participación en los asuntos públicos. Dicho esto, la educación política no se puede limitar a la escuela o al instituto, sino que ha de hacerse de forma general, desde la plazuela a la televisión pública y privada, la red, el Parlamento y muchos otros foros que necesitan de un impulso a la sociedad civil que tampoco se ha fomentado en exceso desde el poder. 


			Esto nos hace volver al Ortega y Gasset de 1914. En efecto, su objetivo en la conferencia que abría este libro fue lanzar, junto a otra serie de personajes preocupados por la vida pública en nuestro país, la Liga de Educación Política. Hoy, sin esa educación, sin esa pedagogía, no habrá voz. Solo salida. 


			Sin embargo, en aquella ocasión el filósofo dijo: 


			

			 



			[...] la política es, tanto como obra de pensamiento, obra de voluntad; no basta con que unas ideas pasen galopando por unas cabezas; es menester que socialmente se realicen, y para ello que se pongan resueltamente a su servicio las energías más decididas de anchos grupos sociales [...].  


			

			 



			Esperamos haber contribuido y seguir contribuyendo a ello. 
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